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INTRODUCCIÓN 
 
En el marco de las funciones de Departamento Nacional de Planeación como secretaría 
técnica de la Comisión de Ordenamiento Territorial COT, a través de la Dirección de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial, presenta a consideración de Las Comisiones 
Especiales de Seguimiento a la Descentralización y el Ordenamiento Territorial de La 
Cámara de Representantes y el Senado de la República el siguiente informe 
correspondiente al Estado y Avance del Ordenamiento Territorial; esto, en el marco del 
“Plan Nacional de Desarrollo Colombia Potencia Mundial de Vida 2022-2026”, el Plan de 
Acción aprobado por las entidades miembros de la COT para el cuatrienio 2022-2026, y el 
plan de trabajo aprobado para la vigencia 2025.  
 
En este informe se aborda como eje transversal la transformación de Ordenamiento 
Territorial alrededor del Agua y la Justicia Ambiental, el cual parte de la premisa del 
reconocimiento de los procesos históricos y sociales relacionados con la forma en que 
hemos ocupado el territorio, las consecuencias de esta ocupación, los conflictos 
ambientales, económicos, sociales, culturales y políticos que se han generado, y las 
propuestas de solución que han surgido de comunidades, organizaciones sociales, 
autoridades locales y las entidades del orden nacional. En este orden de ideas, el 
ordenamiento territorial implica una gobernanza inclusiva y participativa, colocar en el 
centro de la función pública del ordenamiento territorial a las personas y los ecosistemas 
como representación de la vida. 
 
El presente documento se encuentra estructurado por tres secciones. La primera, 
corresponde al diagnóstico del ordenamiento territorial, que responde tanto a un 
componente instrumental en primera instancia, para posteriormente abordar una 
perspectiva sectorial; la segunda sección, refiere a los avances del plan de acción de la 
COT para la vigencia 2025. La tercera evidencia los avances de cada una de las entidades 
del nivel nacional en cumplimiento a lo establecido en la Transformación de Ordenamiento 
Territorial del Plan Nacional de Desarrollo 2022 - 2026 
 
  



   

 

   

 

1. Diagnóstico general del estado del ordenamiento territorial  
 
 

1.1. Diagnóstico Instrumental 

 

1.1.1. Estado de Actualización de los POT y POD 

 
En 1997 se expidió la Ley 388 de Desarrollo Territorial que constituyó los Planes de 
Ordenamiento Territorial – POT, los cuales deberían ser elaborados y ad optados por las 
autoridades municipales de acuerdo al siguiente nivel de complejidad: Esquemas de 
Ordenamiento Territorial -EOT para municipios con población inferior a 30 mil habitantes, 
Planes Básicos de Ordenamiento Territorial - PBOT para municipios entre 30.000 y 100.000 
habitantes, y para los municipios de más de 100 mil habitantes se denominan 
genéricamente Planes de Ordenamiento Territorial - POT.  
 
Según lo señalado en la norma, estos instrumentos tienen una vigencia de 3 periodos 
constitucionales, por lo que, según los años en que se formularon estos instrumentos, en 
su mayoría han culminado la vigencia a largo plazo. Sin embargo, el panorama de 
actualización de estos instrumentos es extremadamente bajo, como se observa en la 
ilutración 

Ilustración 1: Estado de la actualización de los POT en Colombia 2023 

 
Fuente: SATOUI – DEUT – MVCT. Septiembre 2025 

 

 
Entre tanto, 993 (90,1%) del total de municipios del país cuentan con índice de pobreza 
multidimensional en categorías medio y superior, mientras que 768 (69,7%) de ellos tienen 
índice de desempeño fiscal en condición de riesgo y vulnerable; lo cual evidencia una alta 
vulnerabilidad de los territorios a la hora de afrontar muchos de sus retos, entre ellos, el de 
proveer infraestructura y equipamientos tanto sociales como sectoriales de manera 
equilibrada y funcional en el territorio; proveer vivienda suficiente de calidad, garantizar la 



   

 

   

 

conservación del patrimonio económico, cultural y ambiental, así como afrontar condiciones 
de riesgo y desastres en su ámbito administrativo territorial; todos estos, objetivos de la 
planificación del desarrollo territorial. La suma de todas estas condiciones repercute a su 
vez en el deterioro de las condiciones sociales, económicas, ambientales, culturales, etc., 
que conforman un ciclo vicioso en la condición de vida de los ciudadanos. 
 
De otro lado, con fundamento en la Ley Orgánica de Ordenamiento territorial LOOT 
(Ley1454 de 2011) que distribuyó las competencias en materia de ordenamiento territorial 
para los diferentes niveles, y que fue reiterado en el artículo 15 de la Ley 2200 de 2022 la 
cual estableció que “los departamentos expedirán planes de ordenamiento departamental 
a través de los cuales se definirá la visión a largo plazo del departamento, el modelo de 
ordenamiento territorial, las directrices, políticas, estrategias, planes, programas y 
proyectos de impacto territorial”;  actualmente diez (10) departamentos (31.3%): Antioquia, 
Casanare, Cauca, Chocó, Guaviare, La Guajira, Quindío, Risaralda, Valle del Cauca, y 
Vaupés, han formulado y adoptado sus POD, en tanto que los restantes 22 departamentos 
presentan diferentes niveles de avance.  
 

Ilustración 2: Estado de la actualización de los POD en Colombia 2024 

 
Fuente: Estado de avance de los POD. Fuente: DEUT – Minvivienda 2024 

 
 
En ese marco y atendiendo el mandato de las normas citadas, las entidades que hacen 
parte de la COT han venido elaborando insumos para la reglamentación de los POD, los 
cuales se enmarcan en el acuerdo 10 de la Comisión de Ordenamiento Territorial nacional 
- COT. Estos insumos han sido recopilados por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
que actualmente cuenta con un proyecto de decreto de reglamentación de los POD el cual 
será discutido en el marco de la COT y tramitado para su aprobación.  
 
 

1.1.2. Multiplicidad de instrumentos de planificación físico territorial 
 



   

 

   

 

1.1.2.1. Identificación de instrumentos  

 
En el marco del CONPES SAT el DNP señaló la proliferación de instrumentos de 
planificación, logrando identificar setenta y dos (72) instrumentos de 18 sectores diferentes, 
en su mayoría desarticulados de los planes de ordenamiento, territorial, departamental y 
del plan nacional de desarrollo. 
 

Ilustración 3: Instrumentos de Planificación Sectorial SAT 

 
Fuente: DAFP a partir de información DNP – 2022  

 
Por su parte el PND 2022 – 2026 estableció en sus bases que: “al menos 49 entidades con 
competencia en la expedición de estas determinantes, sin jerarquías, procedimientos y 
escalas cartográficas estandarizados; 73 instrumentos de planificación de diferentes 
sectores y niveles territoriales, que no están coordinados y no logran convergencia espacial; 
57 normas (leyes, decretos y resoluciones) asociadas a la planificación territorial”. 
 
Agrega este documento que en estas condiciones no es posible un adecuado ordenamiento 
del territorio; señala que la multiplicidad de actores e instrumentos dificulta la coordinación 
de inversiones y la actualización e implementación de los instrumentos de planeación y 
ordenamiento por parte de las entidades territoriales. Aun con este amplio conjunto de 
instrumentos, indica el plan, que no se han logrado solucionar los conflictos socio 
ambientales. Adicionalmente, en el país no se han logrado armonizar los instrumentos de 
planeación, hay proliferación de procedimientos y normas, que en algunos de los casos no 
permiten su aplicación.  
 
Sin embargo, este análisis debe considerar que los instrumentos deben ser analizados de 
acuerdo con su enfoque, alcance, escala e impacto territorial; esto, en criterio del MVCT 
debe responder a la caracterización de instrumentos en las 3 diferentes perspectivas 
siguientes: 
 
Instrumentos de planificación (desarrollo): Corresponde a aquellos definidos en la Ley 
152 de 1994 para las entidades territoriales y la nación, además de los establecidos para 
las áreas metropolitanas en la ley 1625 de 2013 y otros esquemas asociativos. Estos 
instrumentos pueden tener un impacto físico territorial, sin embargo, ese no es su enfoque 
principal y las normas señaladas se refieren a la obligación de articular esos instrumentos 
con los de ordenamiento territorial.       



   

 

   

 

 
Ilustración 4: Instrumentos para la planeación del desarrollo 

  
Fuente: Elaboración propia MVCT con base en normas vigentes 

 

Instrumentos de Ordenamiento territorial:  Corresponde a los documentos definidos por 
la Ley 1454 de 2011 y en particular para los municipios por la Ley 388 de 1997 en lo 
relacionado con los Planes de Ordenamiento Territorial. Ese tipo de instrumentos son 
vinculantes con el desarrollo físico territorial y deben cumplir con la función articuladora 
entre los instrumentos de desarrollo y los instrumentos sectoriales. 
 

Ilustración 5: Legislación orgánica en materia de Ordenamiento Territorial 

 
Fuente: Elaboración propia MVCT 

 
Instrumentos sectoriales: Este conjunto comprende aquellos instrumentos definidos por 
cada uno de los sectores en el marco de las competencias respectivas para cada sector. 
Desarrollan los aspectos específicos sectoriales que en muchos de los casos tienen una 
expresión físico territorial, relacionada con la protección o conservación de áreas de interés, 
localización de infraestructuras, ocupación y desarrollo de determinadas actividades, etc. 
En este caso, los instrumentos requieren armonización e incorporación en los instrumentos 
de planificación físico territorial; particularmente, para los que están relacionados con el 
artículo 10 de la ley 388 de 1997 (determinantes de ordenamiento territorial), los cuales se 
constituyen de obligatorio cumplimiento. Corresponde a este tipo de instrumentos; entre 
ellos, los planes de ordenamiento de cuencas, los planes de infraestructura, los planes de 



   

 

   

 

ordenamiento productivo y social de la propiedad, planes de conservación del patrimonio, 
planes de desarrollo turístico, etc. 
 
Si bien este diagnóstico refleja la multiplicidad de instrumentos con impacto fisco territorial, 
los instrumentos que tienen como propósito especifico la planificación territorial son solo 
cinco (5), que han venido desarrollándose en diferentes niveles de avance, siendo los más 
avanzados los Planes de Ordenamiento Territorial (POT, PBOT y EOT) y los planes 
metropolitanos de ordenamiento territorial, en los cuales se evidencia un mayor nivel de 
interacción con los instrumentos de planificación y sectoriales. 
 
Adicionalmente, se requiere el desarrollo de los instrumentos de ordenamiento nacional 
definido como Política General de Ordenamiento Territorial y de los instrumentos de escala 
departamental POD, esos últimos actualmente están siendo reglamentado por el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio. 
 
Por su parte, con relación a los instrumentos sectoriales, se viene trabajando la 
reglamentación del artículo 32 del PND, la cual se explica más adelante, para lograr que 
los instrumentos que definen determinantes de ordenamiento territorial desde diferentes 
sectores, de manera que avancen hacia el desarrollo de acciones para la armonización e 
interoperabilidad de dichos instrumentos. Esto se traduce en que los instrumentos que se 
desarrollan en los 6 niveles definidos para las determinantes consideren mecanismos de 
coordinación con los instrumentos de ordenamiento territorial, que incluyen la disposición y 
desarrollo de su información. 
 
Finalmente, se identifican otros instrumentos que pueden tener impacto territorial sin que 
sean determinantes, es decir no vinculantes, y que para la implementación de sus aspectos 
territoriales. dependen de su incorporación en los instrumentos de ordenamiento territorial.    
 

1.1.2.2. Multiplicidad de instancias de participación para la planificación físico 

territorial 

 
En el marco del CONPES del Sistema de Administración del Territorio - SAT, el gobierno 
nacional en un trabajo liderado por MINVIVIENDA, DNPD y DAFP, se adelantó el análisis 
de actores e instancias relacionadas con la administración del territorio en los diferentes 
niveles. 
 
Para hacer este mapeo de instancias se llevó a cabo una definición unificada del concepto 
de instancia; para ello, entenderemos por instancia, todo grupo de actores organizado, 
colegiado, constituido por personas, entidades o instituciones, con incidencia de los DRR 
de los objetos territoriales del SAT. En este contexto, las instancias pueden ser de nivel 
nacional o territorial, que, en todo caso toman decisiones, vinculantes o no, y cuentan con 
un marco normativo en el que se establecen sus funciones y procedimientos para 
ejecutarlas. 
 

1.1.2.3. Identificación, caracterización y validación de instancias 

 
Una vez se definió el concepto de instancia, se identificaron, caracterizaron y validaron su 
pertinencia actual, para determinar su permanencia, o propuesta de fusión o eliminación. 
En este sentido, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio adelantó un ejercicio de (i) 
caracterización y análisis de instancias, acompañado de (ii) la identificación de algunas 



   

 

   

 

nuevas, propuestas por otras entidades, a partir de un ejercicio de retroalimentación 
interinstitucional, y (iii) de la verificación de la creación de nuevas instancias a partir de lo 
establecido en la Ley 2294 de 2023, “por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”. 
 

Ilustración 6: Contenidos del ejercicio de identificación, caracterización y validación de 
instancias 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT MINVIVIENDA 2023 

 
Para el ejercicio de caracterización y análisis de instancias se desarrollaron actividades 
como (i) la verificación de los objetivos y funciones de instancias nacionales y territoriales; 
(ii) la identificación y validación de los actores que participan en las instancias y participación 
de la sociedad civil; y (iii) la elaboración de matrices de análisis que condensan información 
y permiten análisis y conclusiones. 
 
Como producto de este ejercicio, se generó matriz de actores e instancias, con atributos 
como nombre; marco legal; objeto y objetivos; funciones; funciones ligadas al SAT; 
conformación; y actores de la sociedad civil que hacen parte de la instancia. Con esta matriz 
logró la caracterización de nueve (9) instancias nacionales y diecisiete (17) instancias 
territoriales que tienen incidencia de los DRR de los objetos territoriales del SAT. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Ilustración 7: Instancias con incidencia de los DRR en los objetos territoriales del SAT 



   

 

   

 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT MINVIVIENDA 2023 

 

1.1.2.4. Mapeo de actores e instancias  

 
El enfoque del mapeo de actores se adelantó en el marco de las acciones del CONPES 
4007 “Estrategia para el fortalecimiento de la gobernanza en el sistema de administración 
del territorio” y se centró en la identificación de actores e instancias según su nivel de 
incidencia. Esto es, el nivel de influencia o repercusión que puede tener un actor o instancia, 
causando un efecto sobre los derechos, restricciones, responsabilidades, relacionados con 
el uso, la tenencia, el desarrollo y el valor del suelo en el marco del SAT.  
 
Para determinar este nivel de incidencia, se ha optado por un proceso que comprende dos 
(2) momentos: 
 

1. Identificar cuáles son los actores involucrados en la toma de decisiones del SAT 
(ejercicio de consultoría y mapeo de actores según su nivel de relación mediante 
taller participativo) 

 
2. Identificar cuáles son las competencias asignadas por la normatividad actual a los 

15 sectores de la administración pública, y a las entidades públicas de los niveles 
territoriales (regional, departamental, subregional, municipal, distrital) con el fin de 
determinar su nivel de incidencia. 

 

1.1.2.5. Propuesta de medición de la incidencia 

 
Para medir la incidencia de los actores y las instancias en el Sistema de Administración del 
Territorio, se propuso que la incidencia se midiera para cada una de las instancias a partir 
de la relación de la instancia con tres (3) factores: Funciones del SAT, procesos del SAT y 
se complementa con la capacidad de los actores y las instancias en cuanto a la incidencia 
normativa, considerando los siguientes criterios: 
 



   

 

   

 

a. Criterio numérico: a mayor cantidad de funciones o competencias asignadas a la 
entidad o instancia relacionadas con el SAT, comparada con la cantidad de las 
demás actores e instancias, se entenderá mayor nivel de incidencia. 

 
b. Criterio de clasificación: según el tipo de decisión en la cadena de valor, teniendo 

en cuenta los siguientes niveles: 
 

Competencia habilitante. Se refiere al grupo de competencias y funciones 
relacionadas con la expedición de actos administrativos, realización de estudios, 
caracterización, investigación, captura y procesamiento de información. 
 
Nivel de plan, programa o proyecto. Se refiere a competencias y funciones 
relacionadas con el desarrollo de planes programas o proyectos, cuya ejecución y/o 
implementación puede incidir en la modificación de derechos, restricciones y 
responsabilidades en los objetos territoriales del SAT, relacionados con la tenencia, 
uso, desarrollo y valor.  
 
Nivel de acción directa. Comprende las competencias y funciones a través de las 
cuales las entidades o a las instancias emiten actos administrativos que asignan de 
modo directo derechos, responsabilidades, restricciones relativas al uso, desarrollo, 
tenencia y valor del suelo, de forma que delimitan, asignan un valor o uso, o definen 
las condiciones de tenencia, o determinan las opciones de desarrollo de un objeto 
territorial.  

 
c. Criterio de nivel de incidencia directo / indirecto: Con este criterio, se agrupan 

las clases “competencia habilitante” y “Nivel de plan, programa o proyecto” como 
conformantes de nivel indirecto, y la clase “nivel de acción directa” como equivalente 
a nivel de incidencia directo. 

 
PROPUESTA DE MEDICIÓN (VALORACIÓN NUMÉRICA) 
 
De acuerdo con lo anterior la incidencia de un actor o instancia se mide en función del 
número de relaciones que tiene con los procesos y con las funciones del SAT, así:  
 
Σ relaciones con los procesos del SAT: Procesos de gestión de información del territorio, 
Procesos normativos de coordinación interna para la interoperabilidad de datos, Procesos 
de demanda y Procesos de toma de decisiones relativas al territorio. De acuerdo con la 
incidencia en cada uno de los procesos se asigna un valor de 1 por lo cual el total oscilará 
en un VALOR 1 A 4  
 
Para abordar este enfoque, el SAT se estructura en cuatro grandes procesos en el marco 
de la administración del territorio: 
 

1. Procesos de gestión de información del territorio: son los procesos involucrados en 
la gestión de información relacionada con los derechos, restricciones y 
responsabilidades que recaen sobre el territorio. Como base fundamental se 
encuentra la información catastral (características físicas, jurídicas y económicas de 
los predios) y se complementa con capas no parcelarias que determinan DRR, las 
cuales se denominan objetos territoriales. 



   

 

   

 

2. Procesos normativos de coordinación interna para la interoperabilidad de datos: son 
los procesos que establecen políticas y estándares para el descubrimiento, acceso, 
interoperabilidad y reutilización de la información relacionada con el territorio. 

3. Procesos de demanda: abarca los procesos relacionados con las demandas de la 
ciudadanía o de las entidades públicas. Estos procesos parten desde la disposición 
de la información relativa al territorio, hasta los que tienen que ver con la gestión de 
los DRR, tanto públicos como privados. 

4. Procesos de toma de decisiones relativas al territorio: agrupa las diversas políticas 
relacionadas con la determinación de los derechos, restricciones y 
responsabilidades sobre el territorio, incluyendo la resolución de conflictos. Se 
relaciona con las siguientes políticas de uso, valor, tenencia y desarrollo. 

 
Luego para cada actor y cada instancia se analizó su incidencia respecto a cada uno de los 
4 procesos del SAT.   
 
Σ relaciones con las funciones del SAT: Se identificó la relación de cada uno de los 
actores con las 4 funciones del SAT: Uso, Valor, Tenencia y Desarrollo. Para la medición 
se otorgó un valor de 1 para cada relación por lo cual el acumulado puede estar en un 
VALOR 1 A 4 
 
Incidencia Normativa: La incidencia de un actor o instancia concluye con la determinación 
del alcance normativo de sus procesos. Esta medición otorgará valores diferenciados de 
acuerdo con la capacidad y competencia del actor de producir Leyes, decretos, 
resoluciones, acuerdos, ordenanzas, licencias, políticas o lineamientos, en el marco de la 
Pirámide Normativa de Kelsen, por lo cual A > FUERZA NORMATIVA > INCIDENCIA con 
un total de Valor 1 a 5 para el nivel nacional y valores de 1 a 3 para las instancias del nivel 
territorial. 
 

Ilustración 8: Pirámide Normativa de Kelsen 

 
Fuente: https://es.scribd.com/document/533627460/CLASE-2A-PIRAMIDE-DE-KELSEN  

 
De otro lado, para desarrollar el ejercicio de complementación de instancias, se adelantaron 
actividades como (i) reuniones y ejercicios de retroalimentación interinstitucional; (ii) la 



   

 

   

 

identificación y caracterización de nuevas instancias; y (iii) la actualización de las matrices 
de análisis que condensan información y permiten análisis y conclusiones. 
 
Este ejercicio permitió la identificación de trece (13) instancias adicionales con incidencia 
de los DRR de los objetos territoriales del SAT, propuestas por DIMAR – MADS – DNP y 
cuarenta y siete (47) más, propuestas por Parques Naturales Nacionales – PNNC. 
 
Ilustración 9: Instancias adicionales con incidencia de los DRR en los objetos territoriales 

del SAT 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT MINVIVIENDA 2023 

 
Finalmente, en la tarea de identificar aquellas nuevas instancias creadas a partir de lo 
establecido en el Plan Nacional de Desarrollo, se encontraron:  
 

• El Consejo Nacional de Lucha contra la Deforestación – CONALDEF (Art. 17 PND); 

• Los Consejos Territoriales del Agua (Art. 22 PND); 

• El Consejo Nacional de la Economía Popular (Art. 58 PND); y 

• El Consejo Nacional de Economías Culturales y Creativas (Art. 146 PND) 
 
Este ejercicio de identificación y caracterización de instancias permitió clasificarlas de 
acuerdo con el ámbito territorial de intervención, desde lo nacional a lo municipal, pasando 
por lo regional y lo departamental. 
 
Se identificó el grado de concordancia en los diferentes niveles, encontrando que sólo la 
Comisión de Ordenamiento Territorial, tiene su par en los otros 3 niveles. Además, cinco 
(5) instancias tienen concordancia en 3 niveles; una (1) en dos niveles y ocho (8) se ubican 
en uno sólo de los niveles nacional o regional o departamental o municipal; esto último 
sugiere la revisión de la relevancia de las funciones de instancias regionales, 
departamentales y municipales, que no cuentan con un par en el nivel nacional para su 
relacionamiento y funcionamiento. 
 
 



   

 

   

 

Tabla 1: Concordancia de instancias entre diferentes niveles 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT Minvivienda 2023 

 

1.1.2.6. Racionalización de instancias 

 
Como resultado del análisis anterior se identificó la multiplicidad de instancias relacionadas 
con el ordenamiento territorial, para las cuales fue necesario hacer una revisión de sus 
funciones, actores, competencias etc., con el fin de determinar su pertinencia y las 
necesidades de racionalización en el marco del mencionado CONPES. 
 
La Constitución y la normativa colombiana, han definido diversas competencias de las 
instancias relativas al territorio, existen instancias de decisión como consejos u otros, 
algunas de las cuales incluyen participación de la comunidad (incluidos los grupos étnicos), 
pero hay una débil complementariedad entre las políticas, así como en las instancias de 
decisión; adicionalmente, no siempre hay conexión y acuerdo entre la visión local y la 
nacional, lo cual dificulta una visión integral del territorio para el abordaje de desafíos y 
objetivos comunes, así como la resolución de conflictos relativos a derechos, restricciones 
y responsabilidades sobre el territorio. 
 
De igual forma el Documento CONPES enfatiza que, en el SAT confluyen múltiples actores 
y proliferan instancias de decisión a nivel nacional y territorial, con niveles de jerarquía 
distintos y donde también tiene participación las comunidades, la academia, el sector 
privado, organizaciones no gubernamentales, entre otros, pero que generalmente actúan 
de forma individual y descoordinada o toman decisiones contrarias a directivas existentes 
o que vulneren derechos colectivos, sin tener en cuenta, por ejemplo, los principios de 
autonomía, autodeterminación y gobierno propio de las poblaciones étnicas. 
 
Esta proliferación, descoordinación y desconexión de instancias, hacen necesaria la 
revisión y análisis de la pertinencia, eficiencia y real funcionamiento de estas, en los 
distintos niveles de gobierno. 
 



   

 

   

 

Actualmente, para avanzar en la propuesta de racionalización de instancias se han 
adelantado, entre otros, insumos esenciales, que consolidan los elementos constitutivos del 
SAT, como:  
 

1. Análisis de actores que ha permitido determinar (i) traslapes de funciones y 
competencias; (ii) articulación entre nivel nacional y territorial; (iii) aportes a 
resolución de conflictos, entre otros, y (iv) las necesidades de ajustes normativos 
para consolidar la gobernanza del SAT.  

2. Análisis de instancias que permita determinar (i) objetivos, funciones y actores que 
se duplican entre diferentes instancias; (ii) articulación entre instancias nacionales y 
territoriales; (iii) participación de la sociedad civil; (iv) participación en la resolución 
de conflictos; y (v) necesidad de racionalización de instancias e implicaciones 
normativas, entre otros.  

3. Identificación de la participación de la sociedad civil en las diferentes instancias 
nacionales y territoriales.  

 
Para ello se ha elaborado el mapa de actores e instancias de decisión que hacen parte de 
la administración del territorio, tanto en el nivel nacional como territorial. 
 
Para las instancias se ha hecho la siguiente clasificación: 
 

Ilustración 10: Clasificación de instancias por su naturaleza 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT Minvivienda 2023 

 

a. Criterios operativos 
 
Respecto a las funciones que desempeñan las diferentes instancias debe verificarse: i) si 
las instancias están cumpliendo sus funciones y ii) si existen traslapes o duplicidad de 
funciones entre instancias y (iii) si las funciones están orientadas a DRR 
 
En cuanto a la incidencia en la optimización y concordancia en relación con los instrumentos 
que definen DRR; aquí es importante que el DAFP centre sus esfuerzos en la 
racionalización de instancias, mientras el MVCT se enfoca en la racionalización de 
instrumentos. 
 
Debe verificarse la representatividad y participación de diversos actores; especialmente la 
pertinencia de la participación de la sociedad civil y las comunidades de los territorios y 
territorialidades indígenas y para los territorios colectivos de comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras. 
 
Finalmente, respecto a su funcionamiento u operación, es pertinente revisar si la instancia 
es efectiva; si funciona acorde a su misión, a sus estatutos o manual de funcionamiento; si 
la periodicidad de sus reuniones se mantiene; si su conformación está vigente o la 
participación de sus miembros es constante 



   

 

   

 

 

b. De incidencia en la administración del territorio 
 
En cuanto a la capacidad para gestionar conflictos, se debe verificar si instancias han 
logrado gestionar conflictos relacionados con la definición, cumplimiento o implementación 
de DRR.  
 
En cuanto a la concordancia con los propósitos de ordenamiento y administración del 
territorio, se debe establecer (i) si instancias están alineadas con objetivos de desarrollo del 
país o de los territorios y (ii) si contribuyen a su implementación armónica. 
 

c. Para evaluar la pertinencia de crear nuevas instancias 
 
En este caso es importante analizar cuáles de las instancias existentes, con incidencia de 
los DRR de los objetos territoriales del SAT, pueden ser adoptadas por las 4 nuevas 
instancias planteadas en el PND: (i) El Consejo Nacional de Lucha contra la Deforestación 
– CONALDEF; (ii) Los Consejos Territoriales del Agua; (iii) El Consejo Nacional de la 
Economía Popular; y (iv) El Consejo Nacional de Economías Culturales y Creativas. 
 

d. Instancias en las que participa la sociedad civil 
 
La participación de la sociedad civil en instancias territoriales y nacionales es relativamente 
baja. En instancias nacionales, solo 3 de 9 instancias, equivalente al 33.3%, tienen 
presencia de la sociedad civil en sus organizaciones. En el caso de las instancias 
territoriales, solo 9 de 17 instancias, equivalente al 52,9%, tienen presencia 
de sociedad civil 
 
A nivel nacional la sociedad civil participa en 3 de 9 (33.3%) de las instancias analizadas:  
 

Tabla 2: Instancias en las que participa la sociedad civil 

:  
 
A nivel territorial la sociedad civil participa en 9 de 17 instancias analizadas 
 

 
Fuente: Elaboración propia Minvivienda. CONPES SAT 2021 



   

 

   

 

 

1.1.2.7. Propuesta de racionalización de instancias  

 

a. Por funciones, objeto y actores que se duplican. 
 
En el proceso de identificación de oportunidades de racionalización de instancias del 
gobierno corporativo, se ha adelantado un ejercicio verificación de los objetivos y funciones 
de las instancias nacionales y territoriales, así como de identificación y validación de los 
actores que en ellas participan. 
 
Este ejercicio se desarrolla en dos niveles, instancias nacionales (9) y territoriales (17), y 
consiste en la identificación de las funciones de cada una de ellas, con el fin de determinar 
el número y coincidencia de interacciones, por relaciones funcionales existentes entre ellas 
y por los actores que intervienen en el ejercicio de sus actividades. 
 
Una vez analizadas las funciones de estas 26 instancias y los actores que en ellas participan 
se elaboraron matrices que condensaran la información y permitieran levantar algunas 
conclusiones. 
 
NIVEL NACIONAL 
 

Ilustración 11: Análisis de relaciones funcionales y actores en instancias nacionales 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT Minvivienda 2023 

  



   

 

   

 

NIVEL TERRITORIAL 
 

Ilustración 12: Análisis de relaciones funcionales y actores en instancias territoriales 

 
Fuente: Dirección de Espacio Urbano y Territorial – DEUT Minvivienda 2023 

 

b. Instancias para las cuales se debería estudiar su racionalización 
 
Los resultados de este ejercicio de identificación de oportunidades de racionalización de 
instancias han permitido determinar lo siguiente: 
 
El mayor grado de interacción en funciones y actores, se evidencia en el nivel nacional; 
condición que sugiere la posibilidad de fusión o priorización de algunas de estas en la 
búsqueda de una acorde racionalización de instancias que intervienen en el SAT. 
 
En el nivel nacional, el mayor número de cruces de funciones y actores se dan entre el 
Consejo Superior de Ordenamiento del Suelo Rural y el Consejo Nacional Ambiental, con 
el Consejo Nacional de Política Económica y Social y La Comisión Intersectorial de 
Infraestructura y Proyectos Estratégicos. 
 
Por su parte, en el nivel territorial, el Consejo Municipal de Política Social, es la instancia 
que mayor funciones y actores comparte con instancias como el Consejo Seccional de 
Desarrollo Agropecuario, el Consejo Directivo De Las Corporaciones Autónomas 
Regionales, el Comité De Gestión Integral del Territorio Marino Costero y la Comisión 
Municipal De Ordenamiento Territorial. 
 
De igual forma, se evidencia la alta coincidencia de funciones y actores del Consejo 
Municipal para la Gestión del Riesgo de Desastres con instancias específicas como el 
Consejo Departamental de Gestión del Riesgo y el Consejo Municipal de Política Social. 
 
Con la creación de nuevas instancias vía PND, podrían fusionarse con algunas de las ya 
existentes o si es del caso adoptarlas. 
 



   

 

   

 

De acuerdo con lo anterior en el modelo de operación del SAT, con la aplicación de los 
criterios anteriores y en acuerdo interinstitucional, se deben identificar aquellas instancias 
que pueden ser racionalizadas porque se suprimen, se reemplazan o funcionan en 
instancias definidas en el nuevo PND o porque el mismo Plan Nacional de Desarrollo ha 
favorecido su racionalización.  
 
En esto, ya el PND ha señalado que “el país avanzará hacia la gobernanza y administración 
integral del territorio a través de una estrategia que actualice, simplifique y armonice los 
instrumentos de planificación. Se buscará una planificación coordinada de los territorios 
marinos, costeros, insulares y fronterizos, y se desarrollará una ley orgánica de 
ordenamiento que fortalezca los territorios de los grupos étnicos, la participación de las 
comunidades y la cooperación de actores”, y en ese contexto señala que se debe definir 
una ruta para la fusión de la Comisión de Ordenamiento Territorial – COT y el Consejo 
Superior de Administración del Ordenamiento del Suelo Rural – CSAOSR, lo que constituye 
un primer paso en la racionalización de instancias. 
 

1.1.3. Disponibilidad de información de los Planes de Ordenamiento 

Territorial 
 
A partir de las disposiciones emanadas por la Ley 388 de 1997, en donde se plantea que el 
conjunto de estrategias, acciones e inversiones del sector público y las regulaciones y los 
controles sobre la acción de los ciudadanos, se expresan en el llamado “plan de 
ordenamiento territorial” que es “El instrumento básico para desarrollar el proceso de 
ordenamiento del territorio municipal. Se define como el conjunto de objetivos, directrices, 
políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y 
administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo”. 
 
En el marco del artículo 37 de la Ley 2079 de 2021 que establece que con el fin de 
consolidar y disponer la información del ordenamiento territorial municipal del país, los 
alcaldes de los municipios y distritos remitirán al Instituto Geográfico Agustín Codazzi - 
IGAC-, el Acuerdo o Decreto de adopción de su Plan de Ordenamiento Territorial, así como 
todos los documentos y cartografía que lo conforman de acuerdo con las normas que 
regulan esta materia, en un plazo máximo de tres (3) meses posteriores a su expedición. 
Este reporte se efectuará, cuando se adelanten procesos de revisión y ajuste de los planes 
de ordenamiento territorial. 
 
El IGAC ha consolidado la información de los planes de ordenamiento territorial a nivel 
nacional para que esté disponible para conocimiento de entidades públicas en los diferentes 
niveles de gobierno y de la ciudadanía. En la actualidad a través de la 
www.colombiaot.gov.co es posible consultar la información de 1090 municipios del país en 
el formato en el que cada municipio tiene su Plan de ordenamiento territorial, y pueden 
realizarse consultas por las diferentes fases del proceso, o formatos en el caso de la 
cartografía como se muestra a continuación. 

http://www.colombiaot.gov.co/


   

 

   

 

 
 

1.2. Estado de la Política de Catastro Multipropósito 

 
Contexto General 
 
La política de Catastro Multipropósito se ha consolidado de manera progresiva a lo largo de 
la última década, teniendo sus raíces en los Acuerdos de Paz. En particular, el Punto 1 
sobre la Reforma Rural Integral estableció la necesidad de contar con un sistema catastral 
articulado con el registro de la propiedad, desarrollado bajo el principio de autonomía 
municipal y con un enfoque que trascienda los fines fiscales, como el cobro del impuesto 
predial. Este sistema debe convertirse en una herramienta clave para la implementación de 
la Reforma. El Catastro Multipropósito busca servir como base para democratizar la 
propiedad, resolver conflictos relacionados con el uso y la tenencia del suelo, y favorecer la 
protección de áreas de especial interés ambiental, entre otros objetivos 
 
La Política Pública de Catastro Multipropósito busca contar con un catastro con enfoque 
multipropósito completo, actualizado, confiable, consistente con el sistema de registro de la 
propiedad inmueble, digital e interoperable con otros sistemas de información. Esta apuesta 
de país permitirá el aprovechamiento intersectorial de la información del territorio para 
fortalecer la gestión y administración sostenible y sustentable del mismo, contribuir con los 
procesos de ordenamiento social de la propiedad y avanzar en la autonomía y 
descentralización del territorio. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



   

 

   

 

 
Ilustración 13: Línea base de la política de catastro multipropósito 

   
Fuente: Elaboración Propia - Dirección de Ordenamiento Territorial - Catastro Multipropósito DNP  

 
Este enfoque integral del catastro multipropósito en Colombia está respaldado por una 
sólida normatividad. A través del CONPES 3859 de 20161 se estableció la política para la 
conformación, implementación y sostenimiento de un catastro multipropósito moderno, 
completo, confiable, consistente con el sistema de registro de la propiedad inmueble, 
integrado con los sistemas de planeación e información del territorio, y en concordancia con 
los estándares internacionales. Es así como, el documento CONPES 3859 de 2016 
estableció un diagnóstico de la situación del catastro fiscal tradicional en el país e identificó 
las debilidades que registra su operación. Para superarlas, determinó un conjunto de 
estrategias y líneas de acción; definió las fases de implementación, sus características y 
metas; estableció las directrices de planeación, y puso en marcha la política pública, según 
los objetivos establecidos.  
  
Para el efecto, el Documento CONPES mencionado estableció dos etapas: la primera, es 
la realización de una prueba piloto2 para probar estándares, lineamientos, especificaciones 
de producto, metodologías y la articulación técnica y operativa entre las instituciones3. La 
segunda, que relaciona las fases de expansión para la implementación de las metodologías 
definidas a todo el territorio nacional.  
 
Es así como en la primera fase de la política de Catastro Multipropósito se constituyó un 
laboratorio que permitiera probar unas metodologías, estándares, lineamientos, 

 
1 Política para la adopción e implementación de un Catastro Multipropósito Rural-Urbano. 
2 En su acepción general, un estudio piloto se concibe como un método y una herramienta estándar para desarrollar los 

procesos de investigación. En ciencia aplicada, políticas públicas y otros campos, los pilotos permiten a los científicos o a los 
hacedores de política realizar análisis preliminares antes de iniciar un experimento o estudio a gran escala. Los estudios 
pilotos son muy útiles en la formulación e implementación de las políticas pública porque: (1) permiten realizar cálculos 
logísticos y financieros, reestructurar los alcances de los proyectos reduciendo el desperdicio de recursos y tiempo; (2) ponen 
a prueba la viabilidad de las metodologías, los equipos técnicos y las tecnologías y (3) son herramientas excelentes para 
ampliar las capacidades de los participantes y los investigadores, en particular aquellos que tienen menos experiencia en los 
procesos (https://explorable.com/es/estudio-piloto). 
3 La fase piloto tenía como propósito “contar con un laboratorio de soporte de la implementación de la política, que hará 

posible calibrar costos, tiempos, y condiciones técnicas (metodologías y tecnologías), además de poner a prueba el modelo 
operativo de tercerización y delegación, así como el procedimiento de barrido predial masivo, entre otros aspectos. El piloto 
servirá, a su vez, para ajustar y planificar las metodologías, instrumentos y operativos de campo para el escalamiento del 
proceso a nivel nacional” (CONPES, 2016). 

https://explorable.com/es/estudio-piloto


   

 

   

 

especificaciones de producto, tecnologías y un modelo directivo, operativo y de delegación 
como soporte de la implementación de la política pública. Con base en lo anterior, se 
concretaron una serie de lecciones aprendidas e información en términos de rendimientos 
diferenciales, tiempos y costos de la intervención sobre las cuales construir las 
metodologías, los instrumentos y los operativos de campo para el escalamiento del proceso 
a nivel nacional. Es fundamental aclarar que, la condición de pilotaje y laboratorio son 
elementos característicos de la fase (piloto), dado que se trata de un “modelo con carácter 
experimental”, que no corresponde a la estructura del proceso catastral actual, es decir 
formación/actualización/conservación o entrada en vigencia. Lo anterior se puede inferir 
con mayor detalle en los objetivos generales y específicos establecidos en el documento 
CONPES 3859 para dicha fase4. 
  
Así las cosas, y como fruto de los resultados y lecciones aprendidas de estos proyectos 
piloto de Catastro Multipropósito, se generó el CONPES 3958 del 26 de marzo de 2019, 
correspondiente a la “Estrategia de Implementación de la Política Pública de Catastro 
Multipropósito” donde se define un plan de acción actualizado para el logro de los objetivos 
de la política para la formación, actualización, conservación, disposición y uso de la 
información catastral con enfoque multipropósito, el cual actualmente se viene 
implementado en el territorio nacional. 
 

Ilustración 14: Marco Normativo Política de Catastro Multipropósito  

Fuente: Elaboración Propia - Dirección de Ordenamiento Territorial - Catastro Multipropósito DNP  
 
Adicionalmente, las Resoluciones 388, 499, 509 de 2020, 1149 de 2021 y 1040 de 2023, 
así como el Decreto 462 de 2025, constituyen los principales instrumentos técnicos que 
complementan la regulación del catastro multipropósito en Colombia. La Resolución 388 de 

 
4 De acuerdo con el Documento CONPES 3859, los objetivos específicos de la fase piloto son: A nivel específico, el piloto 

busca: (i) aplicar los procesos y metodologías de catastro multipropósito diseñados; (ii) evaluar, comparar y replantear los 
parámetros del modelo y verificar el cumplimiento de estándares mínimos para el levantamiento predial; (iii) definir los 
lineamientos operativos, técnicos, y de costeo, para la expansión del ejercicio; (iv) validar los esquemas de articulación y 
concurrencia de actores clave (ej. IGAC, SNR, ANT, URT, actores locales, entre otros) en el proceso de implementación del 
catastro multipropósito, particularmente en el procedimiento de barrido predial masivo; (v) aplicar los esquemas de delegación 
y tercerización de la función catastral; (vi) aplicar y validar las herramientas y sistemas tecnológicos a ser utilizados en los 
procedimientos de gestión de información catastral y su interoperabilidad con los sistemas de registro; (vii) levantar la 
cartografía básica con fines catastrales en los municipios seleccionados; y por último, (viii) decidir, con base en los resultados 
obtenidos, cómo y bajo qué condiciones se deberá realizar el escalamiento del ejercicio a nivel nacional. 



   

 

   

 

2020 establece especificaciones técnicas para los productos de información generados a 
través de los procesos de formación catastral con enfoque multipropósito. La Resolución 
499 de 2020 adopta el modelo extendido de catastro registro al modelo LADM_COL, lo que 
es fundamental para la interoperabilidad y estandarización de la información catastral. La 
Resolución 509 de 2020 modifica ciertos aspectos de la Resolución 388; la Resolución 1149 
de 2021 actualiza la reglamentación técnica relacionada con la formación, actualización, 
conservación y difusión catastral con enfoque multipropósito, y finalmente, la Resolución 
1040 de 2023 define los elementos que debe contener la información catastral. Finalmente 
el Decreto 462 de 2025 que reglamenta parcialmente los artículos 45 y 46 de la Ley 2294 
de 2023, enfocándose en la implementación de la política de catastro multipropósito en 
territorios y territorialidades indígenas, además de adicionar capítulos y secciones al 
Decreto 1170 de 2015 para incorporar lineamientos específicos para esos territorios. Estos 
documentos proporcionan directrices técnicas específicas para garantizar la calidad y 
coherencia de la información catastral en el contexto del catastro multipropósito. 
 
Resultados y avances de la política de catastro multipropósito: 
 
Los avances de la política de catastro multipropósito reflejan un proceso en consolidación, 
con logros técnicos, normativos e institucionales que fortalecen la cobertura, la capacidad 
territorial y la integración de información para la gestión pública. A continuación, se 
presentan los principales resultados alcanzados en diferentes frentes de la política: 
 

• La implementación del catastro multipropósito ha registrado un avance técnico 
relevante, evidenciado en la ampliación de la cobertura territorial, con el 27,02% del 
territorio nacional actualizado a la fecha. El detalle de los resultados alcanzados y 
las proyecciones en materia de metas y cobertura se presentará en el siguiente 
apartado del informe: Estado de la actualización catastral multipropósito. 
 

• A finales del año 2024, el DANE, el DNP, el Ministerio del Interior, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural y el Ministerio de Cultura radicaron ante la Secretaría 
Jurídica de la Presidencia el proyecto de decreto para la implementación de la 
política de catastro multipropósito en territorios y territorialidades indígenas, el cual 
fue suscrito por el Presidente de la República el 22 de abril de 2025. 
 

• A través de la estrategia "Comunidades Geográficas" se han establecido 58 nodos 
territoriales, llegando a 236 municipios. Se ha logrado capacitar a más de 7,000 
personas bajo el modelo de Formación-Acción Participativa (PAR), en roles como 
promotores culturales, auxiliares de campo y reconocedores catastrales. Este 
esfuerzo no solo genera capital humano, sino que cierra una brecha histórica de 
talento técnico en los territorios, vital para la sostenibilidad del proceso. 
 

• Se lanzó una nueva plataforma de datos abiertos con una interfaz mejorada, que 
expone 5,500 servicios y conjuntos de datos de alta demanda, como los de catastro 
multipropósito, que superan los 31 millones de registros. El portal IDE ya registra 
más de 325,000 consultas, lo que evidencia un crecimiento sostenido en la demanda 
de información. Además, seis servicios catastrales han sido integrados en la 
Carpeta Ciudadana, simplificando trámites para los ciudadanos y alineándose con 
la estrategia de Gobierno Digital. 
 

• Se ha desarrollado una estrategia de analítica de datos, materializada en tableros 
interactivos y casos de uso. Alrededor de 10 entidades del Estado, incluyendo la 



   

 

   

 

Superintendencia de Notariado y Registro y la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, están consumiendo de forma continua información catastral, 
facilitando la toma de decisiones en temas como la planificación de servicios 
públicos. Se destaca el canal bidireccional con la Superintendencia de Notariado y 
Registro, que no solo consume datos, sino que también los retroalimenta. 
 

• La Superintendencia de Notariado y Registro (SNR) ha avanzado en la 
estructuración de la Inspección, Vigilancia y Control (IVC), destacando la próxima 
creación de la delegada para catastro, lo que permitirá unificar roles y contar con 
personal de planta especializado. La SNR ha realizado 45 visitas de inspección y 
control y ha gestionado 90 procesos administrativos sancionatorios. También ha 
atendido más de 7.000 PQR (Peticiones, Quejas y Reclamos), identificando 
hallazgos recurrentes como deficiencias en el modelo LADM y la ausencia de 
observatorios inmobiliarios. Aún existe mucha información registral contenida 
únicamente en los libros físicos, lo cual limita los cruces de datos y la consulta ágil. 
Para superar esta restricción, la Superintendencia adoptó un plan de migración 
jurídica, en cumplimiento de la Sentencia SU-288 y el artículo 54 del Plan Nacional 
de Desarrollo, con la meta de culminar la migración completa en el año 2029. Hasta 
ahora se han aperturado 38.542 folios de matrícula inmobiliaria a partir de la 
información recuperada de esos libros antiguos, lo que constituye un avance 
significativo. 
 

• Se ha logrado un avance del 50% en la fase de desarrollo del sistema de Repositorio 
de Datos Maestro (RDM), que integra información catastral y registral. Este proyecto 
ha permitido aprovechar la infraestructura tecnológica existente para evitar la 
pérdida de una inversión previa. Se proyecta un avance del 70% para septiembre y 
la estabilización de esta fase en diciembre de 2025. 
 

• La Cooperación Técnica Territorial (CTT) se ha consolidado como una estrategia de 
gestión para respaldar la toma de decisiones y la resolución de conflictos locales, 
implementándose en 37 municipios donde se realizaron diagnósticos de 
capacidades territoriales y se cerraron 15 planes de fortalecimiento (Boyacá y Lotes 
3 y 6) en las dimensiones de finanzas públicas, formalización de la propiedad, 
gestión de información geográfica y participación ciudadana; en cuanto a la 
dimensión de finanzas territoriales se desarrollaron mesas de trabajo en 23 
municipios para revisar y generar posibles ajustes , mejoras o recomendaciones del 
Estatuto Tributario Municipal en torno al Impuesto Predial Unificado (IPU) y las tasas 
vinculadas al avalúo catastral, cuyos resultados se compilaron en un informe 
técnico, y actualmente se avanza en las concertaciones de planes de fortalecimiento 
con los 22 municipios actuales para iniciar su implementación y robustecer 
capacidades en seis dimensiones estratégicas. 
 

• Desde el DNP en cabeza de la SGDDT, en coordinación con el IGAC, el DANE, la 
UPRA, el MADR y el MHCP se elaboró el Proyecto de Ley 292 de 2023, que 
reglamentaba el parágrafo 3° del artículo 49, mediante el que se buscaba regular 
los límites al incremento del valor del impuesto predial unificado derivado de las 
actualizaciones catastrales o reajuste automático del avalúo catastral, que 
conforman la base gravable del tributo. Como parte del proceso de reglamentación, 
la SGDDT y la DODT participaron activamente en mesas de trabajo organizadas por 
la Comisión Tercera Constitucional de la Cámara de Representantes. Así mismo, se 
participó en audiencias públicas desarrolladas en los municipios de Puerto Carreño, 



   

 

   

 

Cali, Soacha y Sogamoso para socializar el objetivo y alcance del Proyecto de Ley. 
El proyecto de ley fue archivado. No obstante, el DNP ha comentado y aportado a 
proyectos de ley en la misma temática presentados por congresistas, y sigue 
buscando impulsar que el país pueda tener una normativa actualizada para los 
límites al aumento del IPU, con criterios de progresividad y equidad. 

 
 
1.3. Estado de la actualización catastral multipropósito 
 
El artículo 43 de la Ley 2294 de 2023, mediante la cual se expidió el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, que modifica el artículo 79 
de la Ley 1955 de 2019, establece: 
 

La gestión catastral está a cargo del Instituto Geográfico Agustín Codazzi- IGAC en su 
condición de máxima autoridad catastral nacional y de los entes territoriales y esquemas 
asociativos de entes territoriales que aquel habilite a solicitud de parte, previo cumplimiento 
de las condiciones que garanticen su idoneidad como prestadores del servicio público 

 
En este marco, el IGAC en función del cumplimiento del punto 1.1.9 del Acuerdo de paz 
con el propósito de realizar la formación y actualización del catastro e impuesto predial rural: 
con el propósito de propiciar el uso adecuado, productivo y sostenible  de la tierra, crear un 
sistema de información que sirva para la promoción del desarrollo agrario integral, 
incrementar el recaudo efectivo de los municipios y la inversión social; así como contribuir 
al ordenamiento territorial del país el IGAC ha planteado para el 2026 una meta de 
actualización catastral de 660 municipios, representados en 90.488.415 Ha distribuidas de 
la siguiente forma: 
 

Ilustración 15: Priorización de municipios para avanzar en la meta de Catastro 
Multipropósito  

Fuente: IGAC - Concejo Directivo 27 de mayo de 2025 
 

 
A continuación, se presentan los avances en la meta de actualización catastral 
multipropósito con información puesta en vigencia al 1 de enero de 2025, así como los 



   

 

   

 

municipios programados para iniciar este proceso durante 2025, cuya información será 
puesta en vigencia posteriormente. 
 
Avance en metas del PND actualización catastral multipropósito 
 
En cuanto al cumplimiento de las metas del Plan Nacional de Desarrollo 2022–2026, se 
presentan los indicadores asociados a la transformación de ordenamiento del territorio 
alrededor del agua y justicia ambiental, específicamente los relacionados con la 
actualización y/o formación del Catastro Multipropósito, detallando el sector responsable, 
línea base, meta y avance en el cuatrienio5: 
 
Tabla 3: Indicadores PND 2022-2026 “Colombia potencia mundial de la vida” relacionados 

a catastro multipropósito 

.SECTOR INDICADOR 
LÍNEA 
BASE 

META 
CUATRIENIO 

AVANCE 1 
DE ENERO 

2025 

ESTADÍSTICA 
Porcentaje del área geográfica con 

catastro actualizado 
9,40% 70% 27,02% 

ESTADÍSTICA 
Municipios del país con catastro 

multipropósito formado y/o actualizado 
total o parcialmente 

82 598 209 

ESTADÍSTICA 

Porcentaje del área geográfica de los 
municipios PDET con catastro 

multipropósito formado y/o actualizado 
total o parcialmente 

1,99% 91,36% 25,18% 

ESTADÍSTICA 
Predios del país con catastro 

multipropósito formado y/o actualizado 
total o parcialmente 

7.038.116 10.609.506 9.137.765 

Fuente: Elaboración propia a partir de PND 2022-2026 y datos de avance SINERGIA Julio 2025 

 
Para el cumplimiento de la meta de actualización catastral se contempla la intervención de 
660 municipios (el indicador se estableció en 598), lo que permitirá alcanzar la actualización 
de más del 70% del área geográfica del país. Esta intervención se concentra en municipios 
priorizados para los procesos de ordenamiento social de la propiedad rural, definidos en el 
marco de la reforma rural integral, así como en los municipios PDET y aquellos con prioridad 
ambiental. 
 
Conforme a la información reportada en SINERGIA por el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi (IGAC), al 1 de enero de 2025 el país cuenta con catastro multipropósito 
actualizado6 en el 27,02% del territorio nacional, equivalente a 209 municipios parciales o 
totales cubriendo 30.705.683 hectáreas. En contraste, al 1 de enero de 2022 esta cobertura 
era de apenas el 9,4% del territorio, correspondiente a 82 municipios. Esto refleja un avance 
de 127 municipios adicionales y un incremento de más de 17% frente a la línea base.  
 

Ilustración 16: Evolución avances en la meta de Catastro Multipropósito   

 
5 Mayor información y detalle de las fichas técnicas de los indicadores y el seguimiento a los mismos en 
https://sinergia.dnp.gov.co 
6 Indicador de SINERGIA “Porcentaje del área geográfica con catastro actualizado”: Mide el total del área 
geográfica que ha sido objeto del proceso de actualización catastral o del de formación catastral; procesos 

realizados por cualquiera de los gestores catastrales vigentes. Una entidad territorial puede ser actualizada en 
la totalidad del área geográfica (urbana y rural), o parcialmente en sus áreas urbana y rural (parcial urbano, 
parcial rural). 



   

 

   

 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos SINERGIA Julio 2025 

 
El porcentaje de avance al 1 de enero de 2025 representa un avance del 38,6% sobre la 
meta cuatrienal de cobertura del 70% del territorio nacional. Del total de municipios 
actualizados, 99 fueron gestionados directamente por el IGAC y 110 por otros gestores 
catastrales. En este avance de los 209 municipios, 47 corresponden a municipios PDET. 
 

Ilustración 17: Municipios actualizados al 1 de enero de 2025 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos SINERGIA Julio 2025 

 
Cabe resaltar que, al 1 de enero de 2025, de los 82 municipios priorizados en el marco de 
los Núcleos de Reforma Rural Integral, se cuenta con 16 municipios (parciales o totales) 
con catastro multipropósito actualizado. Adicionalmente, dentro de los 282 municipios 
programados para iniciar actualización catastral en 2025, se incluyen 56 municipios 
(parciales o totales) que hacen parte de esta priorización de NRRI. De estos, 27 municipios 
están contemplados en la proyección de cierre para 2025. 
 
Avances y perspectiva de la actualización catastral multipropósito en 2025 
 
Durante el año 2025 se prevé el inicio de la actualización catastral multipropósito en 282 
municipios, que abarcan aproximadamente 50,5 millones de hectáreas, equivalentes al 45% 
del territorio nacional. Esta cifra representa el 64% de la meta establecida en el Plan 
Nacional de Desarrollo (70% del territorio nacional). 



   

 

   

 

 
Cabe resaltar que para los 282 municipios programados en 2025 se cuenta con cartografía 
vigente, lo que garantiza la base técnica para el desarrollo de los procesos. 
 

Ilustración 18: Municipios en con inicio de operación en 2025 

 
Fuente: IGAC - Concejo Directivo 25 de agosto de 2025 

 
En cuanto a las metas de cierre, se proyecta culminar la actualización en 147 municipios y 
áreas no municipalizadas durante 2025, lo que permitirá adicionar 21,6 millones de 
hectáreas actualizadas (27% de la meta del PND), a las 31 millones ya disponibles. De esta 
forma, se espera que, al inicio de 2026 el país cuente con 50 millones de hectáreas 
actualizadas, equivalentes a cerca del 44% del territorio nacional. 
 

Ilustración 19 Proyección de cierre actualización catastral 2025 

 



   

 

   

 

Fuente: IGAC - Concejo Directivo 25 de agosto de 2025 

 
 
1.4. Estado de la discusión sobre descentralización en Colombia 
 

Colombia es una República unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades 

territoriales, definido así en el Artículo 1° de la Constitución Política de 1991. Luego de más 

de 30 años de descentralización, son ampliamente reconocidos los logros en autonomía 

política con la elección popular de alcaldes, gobernadores y corporaciones territoriales a 

través de una participación electoral sostenida. 

 

Adicionalmente, durante los últimos 30 años se han alcanzado importantes avances en el 

aumento en la cobertura de la política social (salud, educación, inclusión social) que, a su 

vez, han contribuido a la disminución de la pobreza. Esto, sin desconocer que persisten 

profundas brechas territoriales respecto a las zonas periféricas del país que deben ser 

atendidos urgentemente reconociendo sus características particulares. 

 

Ilustración 20: Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas, 1993 – 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DANE (2024) 

 

Sin perjuicio de lo anterior, los resultados en lo relacionado con la descentralización fiscal 

y administrativa son disímiles. Por un lado, en materia fiscal, si bien las principales ciudades 

y aglomeraciones cuentan con un balance positivo en la generación de recursos propios, 

las dinámicas de desarrollo de la mayoría de los 1.103 municipios son limitadas y por lo 

tanto su dependencia de las transferencias de la Nación (SGP y SGR) es alta. 

 

Ilustración 21: Evolución de los ingresos municipales - Billones de pesos (2023) 



   

 

   

 

 

Fuente: Subdirección de Fortalecimiento fiscal territorial - DNP 

 

La descentralización administrativa, por su parte, se caracteriza por el ejercicio de las 

competencias es complejo y en ocasiones contradictorio. Lo anterior, se explica en parte 

por el marco normativo que no distribuye claramente las competencias entre los diferentes 

niveles de gobierno. Adicionalmente, las capacidades administrativas de la mayoría de las 

entidades territoriales son insuficientes para responder a sus múltiples funciones. 

 

En suma, el proceso de descentralización colombiano ha logrado avances considerables 

en materia política, administrativa y fiscal, a pesar de los obstáculos, algunos retrocesos y 

limitaciones fuertemente relacionadas con los problemas de concentración histórica de las 

decisiones y recursos en las principales ciudades y, por lo tanto, se requiere una constante 

discusión y revisión a nivel nacional que se oriente a buscar alternativas a los retos que 

presenta. 

 

Como medida para contribuir a la discusión, la Ley 1962 de 2019 (Ley de Regiones) y el 

Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 ordenaron al Gobierno Nacional, a través del 

Departamento Nacional de Planeación (DNP) y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

(MHCP), crear una Misión de Descentralización para evaluar el modelo actual y formular 

recomendaciones para la distribución de competencias entre los diferentes niveles de 

gobierno. 

 

En atención a ese mandato, se expidió el Decreto 1665 de 2021 (Anexo 1), que creó la 

Misión de Descentralización con el objetivo de “elaborar los estudios técnicos e insumos en 

materia de descentralización que permitan evaluar el modelo actual y presentar iniciativas 

constitucionales y legislativas para definir y ordenar la distribución de competencias entre 

la Nación y las entidades territoriales señaladas en el artículo 2867 de la Constitución 

Política”. 

 

El objetivo general se desarrolló a partir de cinco objetivos específicos que desarrollan los 

componentes temáticos de la Misión, a saber: 1. Competencias entre niveles de gobierno; 

2. Fuentes y usos de los recursos para el desarrollo; 3. Arquitectura institucional y 

modernización de la administración pública; 4. Estado abierto y participación ciudadana 

territorial y; 5. Descentralización y Territorios Indígenas. 

 
7 “Son entidades territoriales los departamentos, municipios, distritos y territorios indígenas, los cuales conforman los 

diferentes niveles de organización territorial de la República”. 



   

 

   

 

 

Así mismo, el mencionado decreto se establece la Conformación de la Misión, en su 

Parágrafo 1 “la Secretaría Técnica de la Misión de Descentralización será ejercida por el 

Departamento Nacional de Planeación a través de la Dirección de Descentralización y 

Desarrollo Regional8”. 

 

La Misión de Descentralización, según lo definido en el mencionado Decreto, estuvo 

conformada por diez miembros, de la siguiente manera: 

 

1. El Director del Departamento Nacional de Planeación, quien la presidirá y podrá 

delegar su participación la Subdirección General de Descentralización y Desarrollo 

Territorial. 

2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, quien podrá delegar su participación en 

alguno de sus Viceministros. 

3. El Ministro del Interior, quien podrá delegar su participación en alguno de sus 

Viceministros. 

4. El Director Técnico de la Misión de Descentralización, designado por el 

Departamento Nacional de Planeación. 

5. Un (1) Alcalde en ejercicio de su período constitucional o en su ausencia un alcalde 

suplente, quienes serán escogidos previamente por la Federación Colombiana de 

Municipios. 

6. Un (1) Alcalde en ejercicio de su período constitucional o en su ausencia un alcalde 

suplente, quienes serán escogidos previamente por la Asociación Colombiana de 

Ciudades Capitales. 

7. Un (1) Gobernador en ejercicio de su periodo constitucional o en su ausencia un 

gobernador suplente, quienes serán escogidos por la Federación Nacional de 

Departamentos. 

8. Un (1) representante de las organizaciones indígenas que conforman la Mesa 

Permanente de Concertación con los Pueblos y Organizaciones Indígenas – MPC.  

9. Dos (2) expertos en descentralización, uno de ellos designado directamente por el 

Departamento Nacional de Planeación y el otro seleccionado por dicha entidad a 

partir de una terna presentada por la Federación Nacional de Departamentos, la 

Federación Colombiana de Municipios y la Asociación de Ciudades Capitales.  

 

La Misión de Descentralización fue instalada el 1 de marzo de 2022 con una duración inicial 

de 18 meses. Esta duración fue ampliada a 24 meses, es decir, hasta el 1 de marzo de 

2024, a través del Artículo 277 de la Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, 

Colombia Potencia mundial de la Vida, -Ley 2294 de 2023-. Durante su ejecución la Misión 

de Descentralización implementó una amplia ruta de diálogo y participación con diversos 

actores involucrados, cuyos resultados se resumen a continuación:  

 

• 17 sesiones oficiales con participación de sus miembros y equipos técnicos de 
apoyo. 

• 2.366 aportes (978 retos y 1.388 soluciones) en torno a los objetivos específicos.  

 
8 El Decreto 1893 de 2021 del 30 de diciembre de 2021 modificó la estructura del DNP y las funciones en materia de 
descentralización de la Dirección de Descentralización y Desarrollo Regional fueron asignadas a la Dirección de 
Descentralización y Fortalecimiento fiscal territorial. 



   

 

   

 

• Más de 200 documentos revisados por los equipos técnicos para la construcción de 
un diagnóstico integral. 

• 15 talleres regionales, con asistencia de 1.056 personas provenientes de 27 
departamentos del país. 

• 18 talleres con representantes de los pueblos y comunidades, en el desarrollo de la 
ruta participativa de la Mesa de Trabajo Indígena. 

• 7 talleres con representantes de los pueblos y comunidades en el Desarrollo de la 
ruta participativa con las comunidades negras, raizales y palenqueras, a través del 
Consejo Nacional de Paz Afrocolombiano-CONPA. 

• Encuentro con 10 redes universitarias.  

• Construcción de un banco de propuestas en materia de descentralización del país, 
el cual cuenta con más de 400 iniciativas en distintos niveles de maduración. 

• Reuniones bilaterales con entidades como el Ministerio de Salud y Protección 
Social, Ministerio de Educación Nacional, Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, IGAC, ART, ESAP, DAFP, entre otros.  

• Se realizaron tres (3) eventos: 
- Lanzamiento de la Misión en Génova, Quindío en marzo de 2022 

- Cumbre de Descentralización en Barranquilla, en julio de 2022  

- Descentralización para la Vida: propuestas para la Amazonía, en Leticia el 

25 de octubre. 

• 6 seminarios de “Descentralización más allá del centro”, un espacio de pensamiento 
y participación con académicos, expertos, funcionarios, técnicos, e invitados 
internacionales, donde se conectaron más de 2.500 personas 

• 14 encuentros virtuales, con más de 400 asistentes para promover la discusión y 
socialización de documentos técnicos sobre descentralización y el diálogo entre 
actores del sector público y privado. 
 

Como resultado de lo anterior, el Director de la Misión de Descentralización, Darío Indalecio 

Restrepo presentó en sesiones de la Misión, y teniendo en cuenta los resultados de las 

consultorías y el trabajo realizado por el equipo asesor, priorizó, desarrollo y presentó las 

siguientes propuestas: 

 

- Categorías de entidades territoriales. 

- Reforma a la Ley de Ordenamiento Territorial. 

- Reforma del Sistema General de Participaciones. 

- Simplificación del Sistema General de Regalías. 

- Fondo de Convergencia Económica Territorial. 

- Marco de responsabilidad fiscal Territorial. 

- Estado abierto y participación ciudadana. 

- Arquitectura Institucional. 

- Descentralización y Territorios Indígenas. 

 

Estas propuestas se presentan en detalle en el “Informe final Misión de Descentralización” 

(ver Anexo 2). 

 

Es pertinente mencionar que las propuestas y reflexiones planteadas por la Misión son un 

insumo importante para la discusión en torno a la descentralización y la autonomía territorial 

en el país. Sin desconocer estos avances, desde su misionalidad, el DNP sigue generando 



   

 

   

 

insumos e invitando a la participación para la definición de una Hoja de Ruta para la 

implementación del modelo de descentralización diferencial. En este sentido, se considera 

necesario mantener espacios de discusión abiertos con las entidades territoriales y sus 

agremiaciones, los pueblos y comunidades indígenas, las comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras y los campesinos. 

 

En este sentido, debe resaltarse que el Plan Nacional de Desarrollo - PND “Colombia, 

potencia mundial de la vida” (2022-2026) sienta las bases para la transformación de las 

políticas públicas, y nuevamente pone en la agenda la necesidad de pensar el desarrollo 

desde una visión regional y territorial, avanzando hacia un modelo de descentralización 

diferencial.  Donde los contextos son relevantes en la comprensión de las dinámicas 

socioculturales y económicas que determinan las formas de ocupación, las actividades 

productivas y el relacionamiento de sus pobladores.  

 

Así, en las cinco transformaciones del Plan se encuentra el “Ordenamiento Territorial 

Alrededor del Agua”- OTAA y la “Convergencia Regional”. La primera, se orienta a la 

apropiación de las potencialidades de la actividad económica en el suelo urbano y rural. La 

segunda, hace referencia al proceso de reducción de brechas sociales y económicas entre 

hogares y regiones en el país, que se logra al garantizar acceso a oportunidades, bienes y 

servicios. Por lo cual, se considera necesario fortalecer los vínculos espaciales y 

poblacionales a diferentes escalas y promover un empoderamiento de los gobiernos 

locales, que permita la integración socioeconómica, ambiental y productiva.  

 

En consecuencia, en las bases del PND se definió la necesidad de fortalecer las 

capacidades de los gobiernos para la gobernanza territorial, para lo cual se planteó la tarea 

de definir una metodología para identificar tipologías de Entidades Territoriales - ET, a partir 

del reconocimiento de sus capacidades por medio de “indicadores demográficos, 

financieros, económicos, fiscales, institucionales, ambientales, sociales, culturales, étnicos, 

entre otros”, teniendo en cuenta los conceptos constitucionales sobre diversificación 

territorial, así como, institucionalizar el uso de las mediciones de desempeño de las ET para 

la focalización de asistencia técnica9. 

 

El DNP en cumplimiento de lo enunciado expidió la resolución 005 de 2024 “Por la cual se 

adopta la metodología para la identificación de tipologías de entidades territoriales orientada 

al reconocimiento de capacidades y se determinan las tipologías para la vigencia 2024” (ver 

anexo 3). Tanto la metodología como los resultados se encuentran publicados en la página 

institucional, así como en el portal del Sistema de Planeación Territorial – SisPT para 

facilitar la consulta del público en general10. 

 

Adicionalmente, desde el DNP se ha dispuesto un visor de competencias, una herramienta 

de consulta que ofrece una visión detallada de las competencias y funciones asignadas 

tanto a las entidades territoriales (Municipios, Distritos y Departamentos) como al Gobierno 

Nacional en 16 sectores administrativos y de inversión con implicaciones territoriales. Este 

 
9 Ver Artículo 40 de la Ley 2294 de 2023: Metodología orientada al reconocimiento de capacidades. 
10 Ver: 
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiNTcyMTcxMjktNGMwZC00ZDk3LTgxOWQtZTY5ZjliZDlkM2ZkIiwidCI6IjA0MjYwZTI
wLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9&pageName=ReportSection15e4ce7da9cd93164777  

https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiNTcyMTcxMjktNGMwZC00ZDk3LTgxOWQtZTY5ZjliZDlkM2ZkIiwidCI6IjA0MjYwZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9&pageName=ReportSection15e4ce7da9cd93164777
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiNTcyMTcxMjktNGMwZC00ZDk3LTgxOWQtZTY5ZjliZDlkM2ZkIiwidCI6IjA0MjYwZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9&pageName=ReportSection15e4ce7da9cd93164777


   

 

   

 

instrumento contiene un registro de 1124 competencias y 1409 funciones, todas ellas 

identificadas en la normativa vigente. Su desarrollo ha sido posible gracias al trabajo 

conjunto de la Dirección de Descentralización y Fortalecimiento Fiscal, en colaboración con 

los Ministerios, así como con las diferentes direcciones técnicas sectoriales del DNP11. 

 

En conclusión, el proceso de descentralización es un asunto central de la organización del 

Estado colombiano. Sin desconocer sus avances, persisten importantes limitaciones y 

aspectos que requieren ser discutidos, revisados y ajustados. En ese sentido, la Misión de 

Descentralización dejó importantes insumos para que la discusión se sigua adelantando y, 

en este sentido, el Gobierno nacional continuará avanzando con base en lo definido en el 

PND 2022-2026. 

 

1.5. Estado del ordenamiento territorial a partir la comprensión sectorial 

 

1.5.1. Biodiversidad, recursos naturales y servicios ecosistémicos 
 
Colombia tiene una extensión continental de 114´174.800 hectárea, que representan 
aproximadamente 0,7% de la superficie continental mundial. En esta área se encuentra el 
10% de la biodiversidad mundial, haciendo de Colombia un país "megadiverso"12. El país 
cuenta con 311 tipos de ecosistemas continentales y marinos, y el 53% del territorio cubierto 
por diferentes tipos de bosques. 
 
Colombia ocupa el tercer lugar entre los países con mayor biodiversidad del planeta, 
después de Brasil e Indonesia; es el país con mayor diversidad de aves, orquídeas y 
mariposas; es el segundo país con mayor diversidad de anfibios, peces dulceacuícolas, 
reptiles, palmas y plantas en general; es el quinto país con mayor diversidad de 
mamíferos13. A la par de la reconocida biodiversidad del país se encuentra un panorama 
preocupante con respecto a la alta vulnerabilidad ambiental del país y los procesos de uso 
y ocupación del territorio que están ocasionando la pérdida de biodiversidad, y conduciendo 
aceleradamente hacia la insostenibilidad. El Reporte Bio 2023 sobre el estado y 
tendencias de la biodiversidad continental de Colombia aporta un conjunto de 
conocimientos, que sustentan una gran preocupación frente al -no ya posible, sino 
probable- colapso de la biodiversidad. 
 
Este diagnóstico se presenta con base en el estudio “Biodiversidad Umbrales de 
Transformación Estado y tendencias de la biodiversidad continental en Colombia” 

preparado por el Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von 
Humboldt14.  
 
La evaluación global de la biodiversidad lanzada en 2019 por la Plataforma 
Intergubernamental de Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos (IPBES) indica: hasta un 

 
11 Ver: 
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiZDFjMDhiMDAtNTU5ZC00ZGQ1LWE3MDAtN2IxZmI5MTdkM2FmIiwidCI6IjA0MjYw
ZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9&pageName=ReportSection6cc49f2461996285d428 
12 Política nacional de biodiversidad. república de Colombia. ministerio del medio ambiente, departamento nacional de 

planeación, instituto "Alexander Von Humboldt” 
13 Ver: https://biodiversidad.co/post/2022/biodiversidad-colombia-cifras-2022/ 
14 Biodiversidad: umbrales de transformación. Estado y tendencias de la biodiversidad continental de Colombia / editado por 

Luz Adriana Moreno González, German Ignacio Andrade Pérez; ilustraciones de Juan Felipe Martínez Tirado – 1 edición. - 
Bogotá, D.C. Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt, 2023. 

https://biodiversidad.co/post/2022/biodiversidad-colombia-cifras-2022/


   

 

   

 

millón de especies estarían entrando ya en la trayectoria de la extinción. Esta tendencia 
resulta alarmante a la luz de evidencias como la segunda Evaluación Global de Anfibios 
(EGA), lanzada recientemente por un grupo de especialistas de la Unión Mundial para la 
Conservación de la Naturaleza (UICN). En ella, se establece que 304 especies de este 
grupo presentes en Colombia son vulnerables o están en peligro de extinción. Esto significa 
que, en Colombia, como país megadiverso o “Potencia Mundial de la Vida” según el Plan 
Nacional de Desarrollo 2022-2026, ya está documentado el riesgo masivo al cual se 
enfrenta la biodiversidad. ¿Qué sucederá en los próximos años? ¿Cómo identificar y 
entender estas tendencias de cambio y transformación que ponen en peligro nuestra 
biodiversidad? 
 
Lo que podrían considerarse historias aisladas, en realidad hacen parte de un mismo guion. 
Ya sabíamos de procesos como la pérdida del bosque seco tropical. Hoy se están 
documentando como riesgo sus consecuencias: la probable extinción de árboles y arbustos 
o reducciones en la distribución de las especies de mamíferos que lo habitan. Por ello, 
resultan de gran relevancia aquellos trabajos que identifican los motores de cambio en este 
ecosistema o aquellos que presentan proyecciones de pérdida de especies mediante la 
construcción de escenarios de transformación: al dibujar un horizonte de posibilidades, nos 
ofrecen distintos caminos para actuar. 
 
Preocupa también la Orinoquia, donde la transformación ha alcanzado ritmos vertiginosos, 
ya que la actividad humana no cesa en esta región del país. Tanto así, que se documenta 
el cambio de la huella humana espacial como un indicador más que se une a las narrativas 
de la vulnerabilidad social y ecológica de los sistemas. De ahí la importancia del desarrollo 
de metodologías que nos permitan evaluar la resiliencia de los sistemas socioecológicos o 
conocer los posibles cambios en las coberturas de esta vital zona de Colombia. 
 
En áreas protegidas los datos muestran cierta inercia en el manejo de las figuras de 
conservación y de ordenamiento territorial que, como sugieren algunos de nuestros autores, 
es necesario reevaluar. Esto, pensando no solo en los compromisos de conservación que 
ha adquirido el país a 2030, sino en los efectos del calentamiento global, que bien podrían 
exacerbar los riesgos a los cuales estamos expuestos. En este sentido, el posible colapso 
de la biodiversidad hace imperioso identificar tanto aquellas áreas que resultan 
indispensables (considerando lo difícil que resulta completar la colección de áreas 
protegidas según tipos de ecosistemas) como aquellas que podrían entrar en el juego de la 
conservación, como es el caso de los refugios climáticos, donde se espera un cambio 
menor. 
 
Pero más allá de todo esto, la agenda de la conservación frente a la megaextinción se 
transforma. De hecho, se argumenta ya en torno a las profundas consecuencias que esto 
tendría sobre el bienestar humano, lo que significa que la gestión de la biodiversidad hace 
parte de lleno de la construcción de resiliencia en los territorios. Y en paralelo, aparece una 
reflexión sobre escenarios de gestión de la biodiversidad en conflictos socioambientales 
que, si bien es localizada, anuncia un futuro más complejo: el cambio ambiental global, la 
pérdida de biodiversidad y el colapso de los sistemas ecológicos podrían exacerbar los 
conflictos en la gestión territorial. 
 
Frente a este panorama de riesgos y escenarios posibles y futuros, se hace necesario 
buscar alianzas entre el gobierno y las comunidades, entre el Estado y la sociedad civil, no 
solo para establecer agendas de investigación y monitoreo de las especies que están en 
mayor riesgo (que permitan derivar de ellas planes de acción comprehensivos en el Sistema 



   

 

   

 

Nacional Ambiental), sino para reflexionar sobre el imperativo de profundizar la integración 
de las agendas de biodiversidad y cambio climático. 
 
A nivel nacional el 91 % del área de humedales no se encuentra bajo ninguna de las 
categorías del RUNAP, el 6% bajo ninguna figura de PNN y el 3% en otras categorías de 
conservación.  
 
El análisis de resiliencia de los sistemas socioecológicos del piedemonte de la Orinoquia 
reveló que escenarios combinados de preservación de áreas naturales y actividades 
sociales ofrecen mejores respuestas del sistema a lo largo del tiempo. 
 
Adicionalmente, se considera que escenarios combinados en los que se fortalezca la 
identidad campesina pueden resultar en mejores oportunidades para las empresas de 
hidrocarburos y sus actividades en el territorio. 
 
Escenarios proyectados sugieren que habrá una transformación adicional de 537 000 
hectáreas de bosques y 820 000 ha de sabanas hacia usos productivos en la Orinoquia, 
principalmente en el piedemonte y en las sabanas inundables. Bajo este escenario es 
necesario evaluar posibles medidas y políticas de ordenamiento productivo en la región. 
 
Colombia alberga más de 31 000 especies de plantas catalogadas (aproximadamente el 11 
% de la diversidad global), de las cuales 6000 son consideradas plantas útiles. Identificar 
los refugios climáticos de estas especies de plantas útiles es vital para su conservación y 
el aprovechamiento de servicios ecosistémicos en el futuro. 
 
Para el 2014 las regiones del país donde se concentra el mayor número de especies con 
algún grado de amenaza son los Andes y el Chocó biogeográfico. De las 1893 especies de 
plantas vasculares evaluadas en Colombia, 37 % se encuentran amenazadas y 71 % de 
ellas son endémicas. 
 
Un análisis sobre 767 especies de vertebrados asociados a bosques permite inferir que, 
ante los escenarios de deforestación considerados, y estimando que un 65% de las 
coberturas boscosas del país ya han sido transformadas, un número significativo de 
especies, principalmente anfibios, se extinguirán localmente en Colombia o perderían gran 
parte de su hábitat en el territorio nacional. 
 
Hasta el momento se reconocen en Colombia 877 especies introducidas y 85 especies 
trasplantadas. Sin embargo, no se han desarrollado análisis que indiquen la capacidad de 
establecimiento, impacto, control y relación costo-beneficio de estas especies. 
 
La interacción entre las amenazas actuales, derivadas de actividades humanas que actúan 
como motores de transformación, y las vulnerabilidades intrínsecas de los ecosistemas 
continentales de Colombia hacen que las probabilidades de que estos ecosistemas 
colapsen varíen entre el 37 % y el 87 %. El mayor riesgo de colapso se presenta en los 
ecosistemas de la región Andina, seguido por aquellos presentes en el Caribe (71 %) y la 
Orinoquia (53 %). 
 
22 ecosistemas (27 %) que pertenecen principalmente a biomas secos, humedales del 
Caribe y los Andes, además de los bosques del Piedemonte llanero, se encuentran en 
Estado Crítico (CR). Así mismo, 14 ecosistemas (17 %) ubicados en el valle del Magdalena, 
el Piedemonte llanero y el Escudo guayanés fueron catalogados como En Peligro (EN). La 



   

 

   

 

mayor parte de los ecosistemas catalogados como críticos (CR) está bajo amenaza por el 
riesgo de incendios, los proyectos de infraestructura y la degradación del suelo por erosión. 
Este último fenómeno afecta cerca del 100 % de los ecosistemas de categoría En Peligro 
(EN) y le otorga un grado de amenaza a más del 80 % de los ecosistemas en estado 
Vulnerable (VU). 
 
De las casi 900 especies introducidas, más de 100 se consideran de alto riesgo de invasión. 
No obstante, en Colombia tan solo 22 especies se han declarado oficialmente como 
invasoras”.  Los ecosistemas de la región andina son los más susceptibles a ser afectados 
por plantas de alto riesgo de invasión. La introducción a gran escala de pastos africanos en 
la Orinoquia se vislumbra como una amenaza grave para la biodiversidad de esta región. A 
2014 la pérdida de ecosistemas naturales fue de 37,5 % en bosques, 24,9 % en sabanas y 
15,9 % en páramos. 
 
De seguir la tendencia de deforestación, se estima que un 7% de las áreas con media y 
baja variación en oferta de servicios ecosistémicos en Putumayo tendrían 70% de 
probabilidad de perderse y el restante 30 % pasarían a categoría alta y muy alta. 
 
Se observan pérdidas por impacto de la huella humana en áreas naturales de 5 664 190 ha 
en un escenario tendencial y 8 234 689 ha en uno pesimista. 4’564.446 ha se recuperarían 
del impacto de la huella humana bajo un escenario optimista. 
 
El CONPES 3680 sobre el SINAP priorizó la gestión del bosque seco tropical. Esto llevó a 
que entre 2010 y 2020 su representación aumentara casi en un 70% dentro de las áreas 
protegidas, por encima de los demás ecosistemas del país. Sin embargo, continúa siendo 
el ecosistema menos representado en el sistema. 
 
No podemos abordar la pérdida de biodiversidad, sin hacer frente al cambio 
climático, pero es igualmente imposible hacer frente al cambio climático sin tener en 
cuenta la biodiversidad y los ecosistemas. 
 
Para 2030 se espera un aumento de hasta 100 % en la cantidad de áreas del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas, alcanzando 2300 áreas. También se espera un aumento de 
más del 25% en su extensión, pero un aumento en la representatividad de los ecosistemas 
menor de 12 %. 
 
En 2020 Colombia se comprometió a restaurar 1 000 000 ha de tierras degradadas y 
deforestadas dentro del marco del Desafío de Bonn. Adicionalmente, en el Plan Nacional 
de Restauración, se fijó la meta de 6 472 750,36 ha para restaurar en áreas con condiciones 
intermedias de degradación en los siguientes 20 años. Por ello, es fundamental identificar 
escenarios de prioridades de restauración y encontrar soluciones efectivas que logren 
maximizar los beneficios en conservación, en mitigación del cambio climático y un equilibrio 
entre los beneficios y los costos de la implementación. 
 
Durante el 2020, el país perdió 171.685 ha de bosques, un incremento del 8% con respecto 
al 2019, año en el cual la cifra de deforestación fue de 158 894 ha. La deforestación se 
concentró en los departamentos de Meta, Caquetá, Putumayo, Guaviare y Antioquia. 
 
El diagnóstico para el CONPES 4050 de 2021 menciona que el SINAP tiene omisiones en 
16,8% de los tipos de ecosistemas en el territorio continental. Estos ecosistemas están 
distribuidos en algo más del 2,5 % del territorio. Al principio del SINAP (década de 1930) 



   

 

   

 

cada hectárea creada como área protegida representaba más de 100 ha de los 
ecosistemas. Hoy cada hectárea creada representa apenas 2 o 3 ha. 
 
El 67% del territorio continental nacional se encuentra en relativa condición de naturalidad. 
Considerar áreas silvestres que están no solo en categorías de áreas protegidas sino 
también de ordenamiento y preservación, aseguraría el cumplimiento de la meta del 30 % 
del territorio preservado a 2030. Por ello, es importante fortalecer la gestión efectiva, 
equitativa y conectada a través de la complementariedad entre instancias de ordenamiento 
y conservación, garantizando la resiliencia de la biodiversidad en los territorios. 
 
Se estima que al menos 594 especies de plantas con flor fueron impactadas por la 
deforestación hasta el 2018. Los núcleos que representan las mayores pérdidas se 
encuentran en la Amazonia (304-367 especies), el Pacífico (189-367 especies) y los Andes 
en el norte de Antioquia (321 especies). 
 
A partir de la innovadora iniciativa ELSA se identificaron áreas potenciales para 
preservación, restauración y manejo del área terrestre nacional. ELSA priorizó acciones de 
protección en departamentos como Vichada, Chocó, Guainía, Caquetá y Amazonas. 
 
Lograr la meta de conservar el 30 % del país a 2030 (Meta 3 del MMB post 2020) significa 
cumplir la meta de conservación del 99 % de las especies amenazadas, lo que supone 
ampliar el SINAP en 80 % en ocho años, un aumento de 150 000 km2 difícil de alcanzar. 
La cuenca del río Orito y cuenta con tres sistemas socioecológicos, ubicados en las zonas 
alta, media y baja de la cuenca. Al realizar un análisis de escenarios proyectados, se 
encontró una conexión ecológica entre ellos, además de la necesidad de incluir a los 
distintos actores en las decisiones del territorio y mejorar la gobernanza para lograr 
ecosistemas sanos y resilientes. 
 

1.5.2. Huella humana sobre espacios del agua y suelo (Min Ambiente) 
 
En Colombia, los institutos de investigación ambiental como el IDEAM y el Instituto 
Humboldt realizan regularmente estudios multitemporales para monitorear y evaluar el 
impacto de las actividades humanas   sobre los ecosistemas. 
 
El índice de huella espacial humana (IHEH), ha sido formulado para evaluar de forma 
cuantitativa y espacialmente explicita los impactos de las actividades antrópicas, y 
corresponde al grado o magnitud de la influencia acumulada de dichas actividades sobre 
los paisajes y ecosistemas. Implementar y hacer seguimiento al Índice de huella espacial 
humana, de una manera multitemporal, permite evaluar si la gestión territorial y las acciones 
de conservación a nivel nacional están siendo efectivas para proteger los ecosistemas o si 
requieren de esfuerzos adicionales.  
 
De acuerdo con el Instituto Humboldt, en su estudio para el cálculo del índice de Huella 
Espacial Humana en Colombia, en los años 2015, 2018 y 201915, se indica que el índice 
incluye la agrupación de tres dimensiones relacionados con el nivel de disturbio: 1. 
Intensidad de uso del suelo, 2. Tiempo de intervención sobre los ecosistemas y 3. 

 
15 Correa Ayram, C.A., Díaz-Timote, J., Etter, A., Ramírez, W. y G. Corzo. (2018). El cambio en la huella espacial humana 

como herramienta para la toma de decisiones en la gestión del territorio. En Moreno, L. A, Andrade, G. I. y Goméz, M.F. 
(Eds.). 2019. Biodiversidad 2018. Estado y tendencias de la biodiversidad continental de Colombia. Instituto de Investigación 
de Recursos Biológicos Alexander von Humboldt. Bogotá, D. C., Colombia. 



   

 

   

 

Vulnerabilidad biofísica. La intensidad del uso del suelo se define como el nivel de 
modificación del hábitat determinado por la extracción de recursos y el uso de la tierra 
predominante, incluyendo su forma de manejo. Por su parte, el tiempo de intervención es 
la duración de tiempo en que el paisaje ha estado sujeto a las actividades humanas. La 
vulnerabilidad biofísica corresponde al grado en el cual un sistema posiblemente 
experimente un daño debido al uso humano de la tierra.  
 
La identificación de tendencias en los patrones espaciales del IHEH es una herramienta 
sólida para encontrar sinergias entre la planificación del uso de la tierra y la conservación 
de la biodiversidad. En Colombia, el mapeo de la huella espacial humana ha sido una 
herramienta propicia para la gestión territorial de la biodiversidad y se ha utilizado 
ampliamente en la identificación de áreas prioritarias para la conservación. La evaluación 
espacio-temporal de la huella humana permitió conocer cambios relevantes en el grado de 
impacto antrópico en las diferentes regiones de Colombia(esta afirmación debería 
acompañarse, a continuación, con una información con algunos referentes regionales, 
como el que registra el IDEAM, al final de esta nota)  y, con el paso del tiempo, su monitoreo, 
se convertirá en una herramienta con un alto potencial para facilitar la toma de decisiones 
nacionales y regionales, además de tener el potencial de contribuir a la priorización de las 
zonas claves a ser restauradas, el ordenamiento frente a tendencias de urbanización, el 
ordenamiento territorial alrededor del agua, el seguimiento de las estrategias 
complementarias de conservación y el papel de las áreas protegidas para contener 
presiones humanas. El índice va de 0 a 100 indicando en orden ascendente el grado de 
impacto humano. Contar con una evaluación del cambio de la huella multitemporal (1970-
2015) permite hacer un seguimiento espacial a las estrategias que buscan mitigar o reducir 
los efectos de la huella humana en sobre el territorio colombiano. El incremento más 
significativo en los valores altos del IHEH (>60) durante 1970 y 2015 se concentraron en la 
región Andina y en la región Caribe.  
 
Igualmente, el IAvH realizó la proyección del IHEH para el 203016 por medio de la 
elaboración de tres modelos prospectivos (tendencial, conservacionista y desarrollista).  
 
A escala nacional se encontró un incremento en la huella humana para todos los escenarios 
evaluados. Sin embargo, la implementación de estrategias de conservación, como aumento 
de conectividad y plan nacional de restauración, permiten una desaceleración del impacto 
en el país, lo que repercute en una menor pérdida de áreas naturales y por lo tanto una 
disminución en costos de restauración en estas áreas.  
 

Ilustración 22: Huella espacial humana en Colombia, años 2015, 2018 y 2019 

 
16 Díaz Timote, J., Correa Ayram, C.A., Rodríguez Buriticá, S., Etter Rothlisberger, A. & Ochoa Quintero, J.M. (2020). 

Escenarios de impacto humano a 2030. En: Moreno, L. A. & Andrade, G. I. (Eds.). Biodiversidad 2019. Estado y tendencias 
de la biodiversidad continental de Colombia. Bogotá, D. C., Colombia: Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 
Alexander von Humboldt. 92p. 



   

 

   

 

 
Fuente: (Humboldt, 2023). 

 
 
Por otra parte, y de acuerdo con lo reportado por IDEAM basado en la información de 
Biotablero del Instituto Humboldt17, se presenta el panorama regional de la huella humana 
por regiones.  
 
En Colombia, el Índice de Huella Espacial Humana (IHEH) se incrementó en un 50% entre 
1970 y 2015, y las áreas naturales se redujeron a menos de la mitad del territorio nacional. 
Las regiones del Caribe y de los Andes, que tienen las mayores densidades de población, 
mostraron el mayor grado del IHEH, mientras que las regiones más grandes con menores 
densidades de población (Amazonia, Orinoco y Pacífico, con densidades de 5 a 17 
personas/km25), tienen más áreas naturales y por lo tanto valores menores del IHEH más 
bajos. 
 
DINÁMICAS DE PERSISTENCIA EN LAS CATEGORÍAS DEL IHEH 
 
La dinámica temporal de la IHEH muestra que la mitad del país permanece bajo un bajo 
impacto humano y ha persistido como tal durante al menos 45 años (54,5% bajo la categoría 
de persistencia baja de impacto humano - PBIH). La mayoría de las zonas de PBIH se 

 
17 
http://www.siac.gov.co/huellahumana1#:~:text=En%20Colombia%2C%20el%20%C3%8Dndice%20de,la%20mitad%20del%
20territorio%20nacional. 



   

 

   

 

encuentran en el sur y sudeste de la región del Amazonas, en el sudeste de la región del 
Orinoco, y en el noroeste de la región del Pacífico. Un porcentaje menor del país (38,2%) 
mostró persistencia intermedia de impacto humano - PIIH. La mayoría de las áreas están 
al norte de la región andina, al sur de la región del Caribe y en el centro de la región de la 
Orinoquía. Algunas de estas áreas están actualmente asociadas a frentes de deforestación 
(por ejemplo, a lo largo de las estribaciones de la Cordillera Oriental, en los piedemontes 
de la Andino-Orinocense y Andino-Amazónico). Las áreas que permanecieron bajo la 
categoría de alto impacto humano (PAIH) corresponden al 7,2% del país y se concentran 
en áreas con producción agropecuaria como los valles interandinos, las estribaciones 
Andino-Orinocense y la costa caribe. 
 
Se identificaron cinco puntos críticos de cambio: I) Región andina centro-norte. II) Parte 
baja de la Sierra Nevada de Santa Marta y la península de la Guajira. III) Pie de monte 
Andino-Orinocense. IV) Pie de monte Andino-Amazónico en el frente de deforestación del 
Caquetá y Putumayo. V) Subregión del Darién en el Chocó. V) suroccidente de la región 
del Pacífico. 
 

1.5.3. Gestión del riesgo y cambio climático 
 

A continuación, se presenta el avance de los indicadores de primer y segundo nivel en los 

cuáles la UNGRD quedó responsable respecto al eje transformador “Ordenamiento del 

territorio alrededor del agua”, de la siguiente manera: 

  

Indicadores de primer Nivel: 

Indicador Línea 
base 

Meta 
del 

Cuatrie
nio 

Asociación con 
objetivos de desarrollo 

sostenible (ODS) 

Avance UNGRD Junio 
2024 

Familias que por la 
magnitud de los eventos y 
afectación en sus viviendas 
fueron reasentadas 
temporal o definitivamente 

155 
(2022) 20.000 

Objetivo 1. Fin de la 
pobreza 
Objetivo 11. Ciudades y 
comunidades sostenibles 
Objetivo 13. Acción por el 
clima 

8.075 familias han sido 
beneficiadas por 
reasentamiento temporal, 
mediante los servicios 
básicos de respuesta de 
la UNGRD para la 
relocalización temporal a 
través de la entrega de 
subvensión económica de 
arriendo temporal en los 
departamentos de 
Putumayo, Bolívar, Norte 
de Santander, Chocó, 
Boyacá, Antioquia, 
Cundinamarca, Cauca y 
Atlántico. 
  
Inversión: 
$10.182.000.000 
  
Paralelamente se avanza 
con la gestión requerida 
para adelantar los 
procesos de 
reasentamiento definitivo. 
  



   

 

   

 

1. Proceso de adquisición 
de 3 predios en Sotará, 
Cauca por un total de 281 
Hectáreas para reasentar 
a 100 familias, 
beneficiando a 300 
personas. 
  
2. Proceso de adquisición 
de 1 predio en Piojo, 
Atlántico de 68 hectáreas 
para reasentar a 249 
familias, beneficiando a 
747 personas. 

  

Indicadores de segundo Nivel: 

Indicador Línea 
base 

Meta 
del 

Cuatrie
nio 

Asociación con 
objetivos de desarrollo 

sostenible (ODS) 

Avance UNGRD Junio 
2024 

Municipios con planes 
territoriales de gestión del 
riesgo y estrategias 
municipales de respuesta, 
actualizados a partir de 
mapas comunitarios 

- 200 

Objetivo 11. Ciudades y 
comunidades sostenibles 
Objetivo 13. Acción 
por el clima 

15 mapas comunitarios se 
encuentran validados y 
digitalizados, conforme 
metodología técnica, 
representados en 7 
municipios y 5 
departamentos (San 
Andrés (2) – Lloró, Chocó 
(3) – Pueblo Bello, Cesar 
(2) – Salento, Quindío (1) – 
Quimbaya, Quindío (2) – 
Itagüí, Antioquia (2) y 
Sabaneta, Antioquia (3). 
  
Se formuló un proyecto de 
inversión con número 
BPIN 202300000000278 
por valor de 
$5.070.042.855 en el cual 
se incluyó un objetivo que 
busca capacitar a los 
Consejos Municipales de 
Gestión de del Riesgo de 
Desastres y las 
organizaciones sociales 
sobre mecanismos de 
participación ciudadana en 
gestión del riesgo de 
desastres y la metodología 
de elaboración de Mapas 
Comunitarios de Riesgo, 
de tal manera que los 
municipios puedan 
elaborar los mapas 
comunitarios y actualizar 
sus instrumentos de 
planificación de GRD. La 
inversión proyectada para 
este objetivo es 
$1.334.186.001 

  



   

 

   

 

El proyecto estuvo en 
espera de desbloqueo de 
recursos en SIIF Nación, 
dado que con la expedición 
de Decreto 766 de 2024 
“Por el cual se aplazan 
unas apropiaciones del 
Presupuesto General de la 
Nación de la vigencia fiscal 
2024” los recursos no 
fueron desembolsados a la 
UNGRD para poder iniciar 
la ejecución de dicho 
proyecto de inversión El 
desbloqueo se dio el 8 de 
agosto de 2024 y desde 
ese momento se inició el 
proceso de 
implementación del 
proyecto.El cual 
apalancará el 
cumplimiento de la meta en 
el cuatrienio. 

Sistemas de alerta 
temprana institucional y 
comunitarios operando 

- 21 

Objetivo 11. Ciudades y 
comunidades sostenibles 
Objetivo 13. Acción 
por el clima 

Se han instalado 7 
Sistemas de alerta 
temprana en Valle del 
Cauca y Tolima así: 

Yotoco 4.993.532.3

70,00 

Guacarí 2.992.315.7

34,00 
Guadalajar

a Buga 
3.291.547.3

07,40 

Obando 3.995.718.9

22,00 

Sevilla 2.746.483.0

80,00 

La Unión 5.499.286.4

52,00 

Honda 2.740.823.4

49,10 

  
Para un total de $ 

26.259.707.314 
  

Actualmente se ejecuta 
convenio 
Interadministrativo No. 
9677-PPA001-1479-2023 
(FNGRD) y No. 1313-2023 
(FUTIC) suscrito entre el 
Fondo Único de 
Tecnologías de la 
Información (MINTIC) y el 
Fondo Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres 
(UNGRD); para 
implementar la 
repotenciación del Sistema 
de Alerta Temprana para el 
Municipio de Mocoa, 



   

 

   

 

Putumayo por valor 
estimado de 
$2.000.000.000 
  
Paralelamente se trabaja 
en la implementación de 3 
Sistemas de Alerta 
Temprana Comunitarios, 
en marco de convenio 
suscrito con la Cruz Roja. 
$1.500.000.000 

  

De igual manera el artículo 38 de la Ley 2294 de 2023 se le asigna a la UNGRD lo siguiente: 

  
“ARTÍCULO 38. ESTRATEGIA NACIONAL DE COORDINACIÓN PARA LA 
ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO DE LOS ASENTAMIENTOS Y 
REASENTAMIENTOS HUMANOS. La Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres, coordinará con las entidades sectoriales del nivel nacional y entidades 
territoriales, la estrategia nacional de reasentamiento, legalización urbanística, 
mejoramiento de asentamientos humanos y gestión del suelo, como acción directa de 
reducción del riesgo de desastres, mitigación y adaptación al cambio climático.  
  
PARÁGRAFO PRIMERO. Las prioridades de la estrategia estarán enfocadas en 
asentamientos en alto riesgo, y se tendrán en cuenta entre otros: El ordenamiento de 
los asentamientos en torno al agua, la financiación de estudios de riesgos, la 
asistencia técnica para la gestión del suelo, el reasentamiento de hogares en alto 
riesgo no mitigable y el mejoramiento de las condiciones de hábitat con base 
comunitaria. Los reasentamientos que se desarrollen en el marco de la estrategia de 
la que trata el presente artículo, deberán ir acompañados de la implementación de 
proyectos productivos individuales o asociativos que generen ingresos a cargo de la 
Agencia de Desarrollo Rural. Solo podrán implementarse proyectos individuales en 
predios rurales en aquellos eventos en que los beneficiarios reciban predios de una 
unidad agrícola familiar. En los demás casos los proyectos a implementar deberán 
ser asociativos.  
  
PARÁGRAFO SEGUNDO. En la etapa de viabilidad de los proyectos que se realicen 
en las zonas de inversión especial para superar la pobreza de los que trata la Ley 
1454 de 2011, una vez reglamentadas, se deberá realizar el análisis de riesgo de 
desastre del que trata el artículo 38 de la Ley 1523 de 2012, teniendo en cuenta la 
dinámica de asentamientos del territorio. Una vez se disponga y como requisito para 
la viabilidad de los proyectos a los que se refiere el presente parágrafo el análisis de 
riesgo debe tomar en cuenta la información del catastro multipropósito.  
  
PARÁGRAFO TERCERO. La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de 
Desastres (UNGRD), o quien haga sus veces, desarrollará en el plazo de seis (6) 633 
Ley 2294 de 2023 Colombia, Potencia Mundial de la Vida meses, contados a partir 
de la entrada en vigencia del presente artículo, los protocolos de atención para los 
animales en situaciones de emergencia, en el marco de la Ley 1523 de 2012. Estas 
disposiciones serán de obligatorio cumplimiento por parte de todas las autoridades 
competentes, las cuales deberán prestar apoyo para cumplir los lineamientos fijados 
por la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD) y para 
atender a los animales en situaciones de emergencia. Los protocolos deberán tener 
en cuenta a los animales de producción y granja y animales de compañía. En el caso 
de los animales silvestres, se expedirán los protocolos correspondientes con el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.” 

  



   

 

   

 

En aras de avanzar en la elaboración del documento, la entidad definió un plan de trabajo 

que viene desarrollando desde el mes de septiembre del año 2023, con el fin de adoptarla 

mediante Decreto. No obstante, como es un tema que requiere de un trabajo 

interinstitucional fuerte sobre todo en materia de coordinación para definir los límites de 

cada entidad en la Estrategia se continúa en la concertación interinstitucional para definir 

una buena estrategia que permita vislumbrar una ruta articulada entre instituciones para 

realizar reasentamientos. 

 

1.5.3.1. La Gestión del Riesgo de desastres y el Ordenamiento Territorial 

 
En la gestión del riesgo de desastres y cambio climático la actualización de los POT es una 

acción determinante, con la información del DNP, se puede identificar que un bajo 

porcentaje de los Municipios del país tiene el POT actualizado a la fecha. 

 

A su vez, con la expedición de la ley 1523 de 2012, se incluyeron nuevos lineamientos para 

incluir la gestión del riesgo de desastres en los instrumentos de planificación como uno de 

los principales componentes del sistema nacional (Art. 7, ley 1523), así las cosas, los planes 

de gestión del riesgo deben tener unos programas y proyectos integrados en los POT 

(Parágrafo 2, Art. 37), propendiendo por una integración con la planificación territorial y del 

desarrollo (Art. 39).  

 

De esta manera, con la revisión de la información de actualización con la que cuenta el 

DNP18, solo 181 Municipios tienen el POT actualizado después de la expedición de la ley 

1523 de 2012, por lo que solo estos tendrían la posibilidad de tener elementos de la 

mencionada ley. Por su parte, en 2014 se expidió el decreto 1807 de 2014 “Por el cual se 

reglamenta el artículo 189 del Decreto-ley 019 de 2012 en lo relativo a la incorporación de 

la gestión del riesgo en los planes de ordenamiento territorial y se dictan otras 

disposiciones.”, fecha con la cual el universo de Municipios que podrían tener algo de 

acuerdo con los lineamientos dados se reduce a 151 Municipios.  

  

Esta corta aproximación a las cifras de actualización de los POT con los lineamientos que 

han dado las diferentes entidades es un primer diagnóstico del reto que se presenta en todo 

el país frente a la articulación de la gestión del riesgo con la planificación y, por ende, el 

rezago que se tiene en materia de información para la toma de decisiones puntuales para 

conocer y reducir el riesgo en el país.  

 

Tabla 4: Departamentos con Municipios que han actualizado el POT después de la Ley 
1523 de 2012 

Departamento 
201

2 
201

3 
201

4 
201

5 
201

6 
201

7 
201

8 
201

9 
202

0 
202

1 
202

2 
202

3 
TOT

AL 

AMAZONAS           1  1 

ANTIOQUIA  3 2 4  5 8 3  4 2 2 33 

ARAUCA    1         1 

ATLÁNTICO 1  2 3 1 3    1   11 

 
18 Ver 

https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGQ5MDIyNmUtOTU3Yy00Nzc1LTkxOGQtZDNiMjU0ZDQxMWIwIiwidCI6IjA0MjYw
ZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9 

https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGQ5MDIyNmUtOTU3Yy00Nzc1LTkxOGQtZDNiMjU0ZDQxMWIwIiwidCI6IjA0MjYwZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGQ5MDIyNmUtOTU3Yy00Nzc1LTkxOGQtZDNiMjU0ZDQxMWIwIiwidCI6IjA0MjYwZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9


   

 

   

 

Departamento 
201

2 
201

3 
201

4 
201

5 
201

6 
201

7 
201

8 
201

9 
202

0 
202

1 
202

2 
202

3 
TOT

AL 

BOGOTÁ, D.C.          1   1 

BOLÍVAR  2  1  1       4 

BOYACÁ        1     1 

CALDAS  1 1   1 1      4 

CAQUETÁ  3 2 3   1      9 

CASANARE  1           1 

CESAR  2 1 3 4  1 1     12 

CHOCO   2 1    4 6    13 

CORDOBA  1 2 2 2 3  1 1 1   13 

CUNDINAMARCA  1 1 2 1     3   8 

GUAVIARE          1  1 2 

HUILA  2 2 1 1 2 2 2  1   13 

LA GUAJIRA       1      1 

MAGDALENA         1    1 

META    2 1  1 1     5 

NARIÑO 1 1 1 3         6 

NORTE DE 

SANTANDER    1 2 1 2 2     8 

RISARALDA   1  1     1   3 

SANTANDER   1 3 2  1   2   9 

SUCRE    1     1    2 

TOLIMA   1  1  3 2 2 2   11 

VALLE DEL CAUCA   1 4       1 2 8 

Total general 2 17 20 35 16 16 21 17 11 17 4 5 181 

Fuente: DNP (PowerBi, 2024). 
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGQ5MDIyNmUtOTU3Yy00Nzc1LTkxOGQtZDNiMjU0ZDQxMWIwIiwidCI6IjA0MjYw
ZTIwLTIzNGMtNGM5Zi1hOWRkLTc5Mjg2YjFiNzBhYyIsImMiOjR9 

 

1.5.4. Reforma agraria y ordenamiento social de la propiedad (Min 

Agricultura con apoyo UPRA) 
 
El sistema nacional de reforma agraria y desarrollo rural campesino fue creado mediante la 

Ley 160 de 1994, y en el 2023, el actual PND a través de los artículos 51 y 52, modificaron 

la precitada Ley y el Sistema Nacional de Reforma Agraria. Este Sistema fue reglamentado 

por el Decreto 1406 de 2023, con el fin que ministerios, entidades y actores en el territorio 

trabajen de manera articulada y materialicen la reforma agraria. De esta forma, se 

establecen 8 Subsistemas del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, los 

cuales abordan los temas, tanto de la Reforma Agraria como de la Reforma Rural Integral, 

que impactan directamente en el ordenamiento social, productivo y territorial del campo 

colombiano, y a la vez se plantea la articulación entre el sector agropecuario y el 

ordenamiento territorial. 

 



   

 

   

 

1.5.4.1. Frontera agrícola nacional. 

  

De acuerdo con la Resolución 261 de 2018 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

(MADR), mediante la cual se define la frontera agrícola nacional y se adopta la metodología 

para su identificación general, la UPRA es la responsable de realizar la actualización de la 

identificación general de la frontera agrícola nacional, la cual se encuentra dispuesta en el 

Sistema de Información para la Planificación Rural Agropecuaria (SIPRA), en el siguiente 

link: https://sipra.upra.gov.co/nacional. Para lo anterior, la UPRA considera la información 

aportada de manera oficial por las fuentes generadoras de la misma o aquella que sea 

suministrada por agentes privados, con previa validación de dichas fuentes. 

 

Ilustración 23: Frontera agrícola nacional año 2018 

 
Fuente: UPRA (2024) 

 

Para el año 2021, se contó con una versión de la frontera agrícola con un área de 

39.600.143 hectáreas (Ver Ilustración 24), la cual servirá como línea base para el presente 

informe. En la tabla se describen los datos numéricos de la frontera agrícola y las 

restricciones (ver Tabla 5). 

 

  

https://sipra.upra.gov.co/nacional


   

 

   

 

Ilustración 24: Frontera agrícola nacional año 2021 

 
Fuente: UPRA (2024) 

  

Tabla 5: Información frontera agrícola nacional año 2021 

Denominación Área en hectáreas  

Frontera agrícola nacional  39.600.143 

Restricciones legales 26.438.785 

Bosques naturales y áreas no agropecuarias 48.036.042 

Fuente: UPRA (2024) 

 

1.5.4.2. Informalidad en la propiedad. 

  

Uno de los problemas históricos del campo colombiano ha sido la generalizada informalidad 

en la tenencia de la tierra, la cual se origina, entre otros, por la ausencia de formalización o 

protocolización de los traspasos de los predios ante notario y su posterior registro ante las 

Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos (ORIP); situación que determina la falta de 

seguridad jurídica sobre los predios rurales. Asimismo, Colombia no cuenta con una cultura 

de formalización de la propiedad rural, por lo cual los niveles de informalidad de la propiedad 

en el país son altos. La UPRA calculó que el índice de informalidad a nivel nacional es del 

52,0 % para la vigencia 2020. Los departamentos con más alto índice de informalidad son 

Nariño 66,84 %, Cauca 65,86 % y Boyacá con 62,35 %, porcentaje que a la fecha se 

mantiene, hasta tanto se realice un nuevo cálculo. 

 



   

 

   

 

Este índice consiste en un análisis que permite estimar, identificar y delimitar áreas con 

posible presencia de informalidad en la tenencia de la tierra a nivel predial y sirve de insumo 

técnico en el proceso de planificación del ordenamiento social y productivo de la propiedad 

rural del país. Su periodicidad se encuentra dada por la disponibilidad y el grado de 

actualización de la información catastral y registral; y en este sentido, su metodología y 

estimación no obedece a una periodicidad prestablecida, razón por la que se considera una 

herramienta de análisis preliminar sobre un momento concreto del país. 

 

Ilustración 25: Índice de informalidad municipal 2020 

 
Fuente: UPRA (2023) 

  

1.5.4.3. Distribución, fraccionamiento, concentración y tenencia de la tierra.  

  

La tenencia y distribución de las tierras rurales en Colombia presenta una complejidad 

significativa debido a las dinámicas de intercambio y posesión que lo caracterizan; estas 

dinámicas están influenciadas por una serie de factores legales, económicos y sociales que 

determinan cómo se distribuye, fragmenta y concentra la propiedad de la tierra. En este 

contexto, los estudios sobre la distribución, fraccionamiento, concentración y tenencia de la 

tierra resultan esenciales para comprender mejor la organización territorial y poder construir 

políticas públicas  que promuevan un uso más equitativo y eficiente del recurso, donde la 

falta de una caracterización precisa de estos fenómenos puede llevar a ineficiencias de 

mercado reflejadas en desigualdad en el acceso de este factor productivo que afecta 

negativamente el desarrollo rural y la cohesión social. 

  

Por otra parte, la formalización de la tenencia de la tierra, mediante el registro público de la 

propiedad, es crucial en la garantía de derechos sobre los inmuebles rurales y en la 

reducción de la informalidad que prevalece en muchas regiones del país; este proceso no 



   

 

   

 

solo asegura la transparencia en las transacciones de tierra, sino que también facilita la 

planificación territorial y la implementación de políticas públicas efectivas. Sin embargo, la 

existencia de brechas significativas en la distribución de la tierra, medidas mediante 

indicadores como el Índice de Gini, el Índice de Theil, los indicadores de disparidad superior 

(decil 10) e inferior (primer decil) e Índice sintético de distribución de tierras rurales, 

evidencia fallas en el equilibrio competitivo del mercado de tierras, que requieren una 

intervención estatal fundamentada en estudios técnicos rigurosos. 

 

La realización de estudios detallados sobre la estructura de la tenencia y el uso de la tierra 

proporcionan información que permiten al gobierno nacional contar con herramientas 

analíticas robustas para la formulación de políticas de redistribución de tierras y 

fortalecimiento de la propiedad rural, alineadas con los principios de equidad y eficiencia 

económica. Asimismo, la integración de datos precisos y actualizados de las fuentes 

catastrales es fundamental para monitorear las tendencias de la tenencia y evaluar el 

impacto de las políticas implementadas en la mejora de la distribución y el aprovechamiento 

productivo de la tierra rural en Colombia. 

 

Los estudios están disponibles en: https://upra.gov.co/es-co/Paginas/publicaciones.aspx  

 

Finalmente, los estudios también contribuirán a fortalecer la planificación territorial 

y la gestión del suelo al proporcionar un marco analítico sólido para la toma de 

decisiones informadas; donde al entender mejor las dinámicas de tenencia y uso de 

la tierra, las autoridades podrán diseñar programas que no solo aborden las 

ineficiencias del mercado, sino que también promuevan la sostenibilidad ambiental 

y la resiliencia económica en las comunidades rurales en un enfoque integral, lo que 

permitirá al gobierno nacional promover una distribución más equitativa de los 

factores de producción agropecuaria y fomentar el bienestar general de la población 

rural, alineándose con los objetivos de desarrollo sostenible y las metas de la 

Reforma Rural Integral. 
 

1.5.4.4. Dinámica del Mercado de tierras rurales  

 

De acuerdo con lo dispuesto en el decreto 4145 del 2011 y su artículo 5º, numeral 6 donde 

se le asigna a la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria: “Proyectar el comportamiento 

del mercado de tierras rurales y orientar su regulación con el fin de generar acceso eficiente 

y equitativo a las tierras”, a corte de 2021 la UPRA definió la dinámica del mercado de 

tierras rurales para 13 departamentos del país, algunos con cobertura total (Atlántico, 

Cesar, Meta, Tolima, Huila, Quindío y La Guajira) y otros con cobertura parcial (Bolívar, 

Boyacá, Antioquia, Córdoba Cundinamarca y Nariño).  A la línea base de precios nacional 

se han sumado un total de 242 municipios, abarcando cerca de 13 millones de hectáreas 

que corresponden al 25% de las áreas incluidas y condicionadas para el mercado de tierras 

rurales en Colombia.  

 

 

 

https://upra.gov.co/es-co/Paginas/publicaciones.aspx


   

 

   

 

Ilustración 26: Mapa de precios comerciales de la tierra rural vigencia 2021 

 
Fuente: UPRA (2021) 

 

1.5.4.5. Valores Comerciales de Referencia de la Tierra – VCRT 

  

Con fundamento en el Decreto Ley 902 de 2017 “Por el cual se adoptan medidas para 

facilitar la implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en 

materia de tierras, específicamente en el procedimiento para el acceso y formalización y el 

fondo de tierras”, el Subsidio Integral de Acceso a Tierras (SIAT) será establecido por la 

Agencia Nacional de Tierras conforme a los lineamientos y criterios definidos por la UPRA, 

adoptados por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. De esta manera, en el año 

2021 la UPRA estableció los topes máximos del subsidio Integral de Acceso a Tierras –

SIAT con base en los Valores Comerciales de Referencia de la Tierra – VCRT expresado 

en salarios mínimos mensuales legales vigente, adoptados mediante Resolución 0265 de 

2021 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Sobre el número total de municipios 

del país se definieron topes VCRT para 1.042 municipios, mientas que, en 80 municipios, 

a la fecha, no contaban con actualización catastral y no fue posible determinarles el tope. 

  



   

 

   

 

Ilustración 27: Mapa nacional de Valores Comerciales de Referencia de la Tierra - VCRT 
con objeto del SIAT - Vigencia 2021 

 

Fuente: UPRA (2023) 

 
 

1.5.5. Estado de la política del patrimonio arqueológico  
 
De conformidad con lo establecido en la Constitución Política (art. 63 y 72), el patrimonio 
arqueológico hace parte de la identidad nacional, pertenece a la Nación y está bajo la 
protección del estado y que de acuerdo con lo establecido en la Ley 397 de 1997 el Instituto 
Colombiano de Antropología e Historia –ICANH es la autoridad competente en el territorio 
nacional respecto de su manejo. 
 
El Decreto 138 de 2019, por el cual se modifica la parte VI del Libro II del Decreto 1080 de 
2015 Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura, en conjunto con la Ley 397 de 1997 
constituye el marco normativo a partir del cual durante los últimos 4 años -periodo del 
presente informe- se ha ejecutado la política estatal sobre el patrimonio arqueológico 
relativa a adelantar procesos de protección, conservación, investigación, divulgación y 
recuperación del patrimonio en los territorios.  
 
En el año 2021 se expidieron por parte del ICANH los Términos de Referencia para los 
Programas de Arqueología Preventiva con componente subacuático y se actualizaron los 
lineamientos para los programas de arqueología preventiva en tierra. Estos documentos 
sirvieron para establecer y actualizar las condiciones en las cuales se debe manejar el 



   

 

   

 

patrimonio arqueológico que se identifique en los proyectos, obras o actividades que se 
desarrollen en los territorios. 
 
Los Programas de Arqueología Preventiva que se han ejecutado para el periodo del informe 
de acuerdo con la normativa señalada han posibilitado la identificación de sitios 
arqueológicos, su rescate, conservación y la divulgación tanto de los bienes arqueológicos 
recuperados como de los resultados de las intervenciones arqueológicas realizadas, 
informes los cuales quedan a disposición de la ciudadanía en la Biblioteca Especializada 
Alicia Dussán de Reichel del ICANH. 
 
Las empresas dueñas de los proyectos, obras o actividades que implementan estos 
programas de arqueología preventiva en términos generales han garantizado la protección 
de los bienes que se encuentran en el área de los proyectos y realizan ante el ICANH los 
trámites de autorización de intervención, la implementación de medidas de manejo 
(excavaciones y rescates, verificación y monitoreo, actividades de laboratorio y análisis 
especializados) sobre el patrimonio, el registro de los bienes y el trámite de la tenencia 
temporal a nombre de las personas naturales o jurídicas idóneas que se encuentren en la 
capacidad de conservarlos, exhibirlos al público y garantizar su acceso a los investigadores.  
Durante el periodo de este informe el ICANH declaró el Área Arqueológica Protegida del 
contexto arqueológico Galeón San José y actualizó los Planes de Manejo Arqueológico de 
las Áreas Arqueológicas Protegidas ‘Salado de Consotá’, Pereira (Risaralda) y ‘Hacienda 
El Carmen’ de Bogotá D.C. 
 
Las Áreas Arqueológicas Protegidas son figuras de ordenamiento territorial para la 
protección del patrimonio arqueológico que corresponden a áreas que contienen de manera 
excepcional cuantitativa y cualitativamente, bienes arqueológicos en el territorio nacional y 
que son objeto de reconocimiento por alguna entidad territorial. Toda declaratoria de área 
arqueológica protegida debe estar acompañada de un Plan de Manejo Arqueológico el cual 
incluye los polígonos georreferenciados y los niveles de intervención permitidos (art. 
2.6.3.1. y siguientes, Decreto 138 de 2019). 
 
Según lo establecido el numeral 1.5 del artículo 11 de la Ley 397 de 1997, en concordancia 
con el artículo 10 de la Ley 388 de 1997, las áreas de interés cultural son determinantes de 
tercer nivel Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso 
de las áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los 
departamentos, incluyendo el histórico, artístico, arqueológico y arquitectónico, de 
conformidad con la legislación correspondiente. 
 
El Decreto 138 de 2019 también obliga a las entidades territoriales a adoptar las medidas 
necesarias para garantizar la protección del patrimonio arqueológico ubicado en sus 
circunscripciones.  
 
Se expidió la resolución 1664 de 2021 por la cual se adoptan los lineamientos para la 

declaratoria de Áreas Arqueológicas Protegidas en Colombia 

(https://www.icanh.gov.co/areas-misionales/patrimonio/parques-asociados/parques-areas-

arqueologicas-protegidas/lineamientos-tecnicos-para-declaratoria-las-areas-

arqueologicas) y en 2022 se publica una primera versión para comentarios de los 

Lineamientos para la formulación de planes de manejo arqueológicos municipales 

(https://www.icanh.gov.co/transparencia-acceso-informacion-publica/participa/consulta-

ciudadana/temas-para-consulta-vigentes/lineamientos-para-la-formulacion-de-plane) 

https://www.icanh.gov.co/transparencia-acceso-informacion-publica/participa/consulta-ciudadana/temas-para-consulta-vigentes/lineamientos-para-la-formulacion-de-plane
https://www.icanh.gov.co/transparencia-acceso-informacion-publica/participa/consulta-ciudadana/temas-para-consulta-vigentes/lineamientos-para-la-formulacion-de-plane


   

 

   

 

 
En 2021 el ICANH inicia el acompañamiento técnico a entes territoriales para la inclusión 
del patrimonio arqueológico en los IOT y los planes de desarrollo. Sin embargo, debido a la 
capacidad técnica, entre 2021 y 2023 solo se acompañó en la formulación de planes de 
manejo a las entidades que se acercaban al Instituto. 
 
En 2024 el Instituto realizó la contratación de un equipo de profesionales adscritos a la 
Subdirección de Gestión del Patrimonio Arqueológico para que acompañen a diferentes 
entidades territoriales en la protección y gestión del Patrimonio Arqueológico. 
 

1.5.5.1. Estado y protección de patrimonio histórico y cultural 

 
El rol del patrimonio cultural y el de las políticas, los instrumentos y acciones para su 
reconocimiento, protección, salvaguardia y disfrute es fundamental en el ordenamiento del 
territorio ya que constituye la base de la identidad de las comunidades e involucra los 
elementos mediante los cuales las comunidades han expresado y continúan manifestando 
sus relaciones positivas con los lugares que habitan.  El patrimonio cultural está conformado 
por muchos elementos que contienen valores culturales, tal como lo establece el artículo 1 
de la Ley 1185 de 2008 “Por la cual se modifica y adiciona la Ley 397 de 1997 –Ley General 
de Cultura– y se dictan otras disposiciones”, establece la integración del patrimonio cultural 
de la Nación, sus objetivos y vinculación con los bienes patrimoniales de tipo étnico.  
 
Es así como desde el Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes, ha desarrollado 
los instrumentos previstos en la Ley para la gestión del patrimonio cultural como las políticas 
de patrimonio, los planes especiales de manejo y protección, los planes especiales de 
salvaguardia, los planes de manejo, los procesos de declaratoria de bienes de interés 
cultural, programas que desarrollan las políticas orientados al reconocimiento de los 
saberes y las memorias, entre otros y otros instrumentos que contribuyen al objetivo de 
proteger y salvaguardar el patrimonio cultural. Para el desarrollo de estas acciones, la Ley 
define también el Sistema Nacional de Patrimonio Cultural. 
 

Es así como la inclusión del patrimonio cultural en el ordenamiento territorial debe 

comprender el rol del patrimonio cultural en la conformación misma de los territorios y 

viceversa: como los aspectos territoriales han configurado una serie de expresiones y 

aspectos culturales manifestados, entre otros, en elementos como espacios, objetos, 

edificaciones, sectores rurales y urbanos, paisajes, manifestaciones de patrimonio cultural 

inmaterial, memorias, oficios, saberes y conocimientos tradicionales. Se trata de avanzar al 

enfoque de territorios bioculturales donde confluyen estos elementos que, además, se 

relacionan con los demás sectores y aspectos de la vida. Por lo tanto, su análisis, valoración 

y manejo deben ser también de manera integrada e integradora. 

  

Con este entendimiento general, es posible luego acercarse a conocer, en cada territorio, 

cuales de esos elementos tienen un régimen especial de salvaguardia y cuales requieren 

desarrollarlo en el ordenamiento territorial y en los planes de desarrollo, que deben estar 

articulados a los POT. En el Ministerio se cuenta con instrumentos como la identificación 

de los Bienes de Interés Cultural del ámbito Nacional, la Lista de Manifestaciones del 

Patrimonio cultural Inmaterial, los inventarios de patrimonio, los planes que han sido 

aprobados, los instrumentos legales como los decretos que desarrollan los aspectos de 



   

 

   

 

patrimonio cultural compilados en el Decreto 1080 de 2015 y los instrumentos equivalentes 

en las entidades territoriales.  

  

Desde los Grupos técnicos conformados en la Dirección de Patrimonio y Memoria del 

Ministerios se puede brindar el acompañamiento técnico a las entidades territoriales en lo 

relacionado con la gestión del patrimonio cultural, la cual debe ser desarrollada en cada 

caso reconociendo la diversidad ambiental y cultural del país, así como los saberes 

tradicionales como parte del proceso para la definición de políticas, medidas y acciones 

para el ordenamiento territorial.  

 

Dentro de los ejemplos de instrumentos que han desarrollado temas de patrimonio cultural 

se encuentra la Guía para la incorporación del Paisaje Cultural Cafetero de Colombia en 

los Planes de Ordenamiento Territorial, elaborada principalmente por el Ministerio de 

Vivienda y el Ministerio de Cultura en 2014. Esta guía incluye los aspectos relacionados 

con los atributos que justifican el Valor Universal Excepcional del PCCC como Patrimonio 

Mundial de la Unesco y como Patrimonio Cultural de la Nación, y es un ejemplo de 

articulación de aspectos ambientales, culturales, sociales y económicos en un territorio que 

incluye áreas de 51 municipios de los departamentos de Caldas, Quindío, Risaralda y Valle 

del Cauca. 

 

Para los temas de identificación e información sobre los bienes de interés cultural del ámbito 

Nacional el ministerio ha desarrollado instrumentos como el Sistema de Información 

Patrimonial, SIPA que las entidades territoriales y las personas pueden consultar. 

 

1.5.5.2. Información territorial sobre patrimonio cultural:  

 

CENTROS HISTÓRICOS Y SECTORES URBANOS DECLARADOS BIEN DE INTERÉS CULTURAL DEL 

ÁMBITO NACIONAL Y PLANES ESPECIALES DE MANEJO Y PROTECCIÓN, PEMP 

 
El patrimonio inmueble urbano lo componen los sectores urbanos y el espacio público. El 

decreto 2358 de 2019, define los componentes del Patrimonio Inmueble del Grupo Urbano, 

de la siguiente manera:  

  

Sector urbano: fracción del territorio dotada de fisonomía, características y rasgos 

distintivos que le confieren cierta unidad y particularidad. La declaratoria como sector 

urbano contiene a todos los predios del sector del que forman parte y su espacio público; 

por lo tanto, son objeto del régimen especial de protección por la del conjunto, en este grupo 

se encuentran los Centros Históricos y otras fracciones del territorio. 

 

Espacio público: conjunto de bienes de uso público, y de elementos de los inmuebles 

privados   destinados, por su naturaleza, usos o afectación, a la satisfacción de necesidades 

urbanas colectivas que trascienden los límites de los intereses individuales de los 

habitantes.  

  

En Colombia existen 45 sectores urbanos declarados BIC NAL (Centros históricos, sectores 

fundacionales, sectores urbanos, sectores antiguos, conjunto urbano), ubicados en 44 

municipios o, distritos, de los cuales, 10 son capitales departamentales, ubicándose en 16 



   

 

   

 

de los 32 departamentos del país y 2 están declarados cómo Patrimonio de la Humanidad 

(Cartagena de indias y Mompox).  

  

La región Andina es donde se encuentra la mayor cantidad de sectores urbanos declarados 

BIC NAL, con 30 de ellos, le sigue la región Caribe con 8, la región Pacífica con 6 y la 

Orinoquía con 1.   

  

La Dirección de Patrimonio y Memoria del Ministerio de las Culturas las Artes y los Saberes 

viene desarrollando el Plan Nacional de Recuperación de Centros Históricos (PNRCH), en 

cumplimiento de lo establecido en la (Ley General de Cultura, que busca la implementación 

de estrategias para la preservación, recuperación y mantenimiento del patrimonio cultural, 

especialmente en los centros urbanos fundacionales declarados Bien de Interés Cultural de 

carácter Nacional.  

  

Dentro de este marco, la elaboración de un Plan Especial de Manejo y Protección (PEMP) 

en cada uno de estos centros históricos, se convierte en el instrumento de planeación por 

medio del cual se salvaguardan y preservan estos bienes culturales. El PEMP define y 

caracteriza los procesos y parámetros que deben tenerse en cuenta en cada Centro 

Histórico para su preservación y desarrollo de una manera sostenible y vigente. Su objetivo 

principal es formular una alternativa de protección y desarrollo integral de estos sectores 

urbanos para que se garantice su sostenibilidad. En este sentido de los 45 centros históricos 

declarados, aún están pendiente la formulación de 10.  

  

Es importante precisar que esta obligación recae en los municipios no obstante esta cartera 

ministerial como lo ha hecho puede apoyar para su formulación, implementación y 

seguimiento.   

 

INMUEBLES Y BIENES MUEBLES DECLARADOS BIEN DE INTERÉS CULTURAL DEL ÁMBITO 

NACIONAL Y PLANES ESPECIALES DE MANEJO Y PROTECCIÓN, PEMP 

 

BIENES MUEBLES 

 

A continuación, se incluyen los Bienes de Interés Cultural Mueble del Ámbito Nacional, que 

corresponde a Monumentos localizados en espacio público y que tienen relación con el 

ordenamiento territorial: 

 

Tabla 6: Bienes Muebles declarados BICNAL 

DEPARTAMENTO MUNICIPIO NOMBRE DEL BIEN 
ACTO ADMINISTRATIVO 

DECLARATORIA 

ANTIOQUIA, 
BOLÍVAR 

MEDELLÍN, 
CARTAGENA

, BOGOTÁ 

Parte de las obras donadas por el 
maestro Fernando Botero Angulo 

al municipio de Medellín, en 
Antioquia; y al distrito turístico, 

histórico y cultural de Cartagena 
de Indias en Bolívar 

Resolución 565 del 16 de abril 
de 2012 

BOGOTÁ D.C. BOGOTÁ 
D.C. 

Monumento a Colón e Isabel Resolución 395 del 22 de 
marzo de 2006 



   

 

   

 

DEPARTAMENTO MUNICIPIO NOMBRE DEL BIEN 
ACTO ADMINISTRATIVO 

DECLARATORIA 

BOGOTÁ D.C. BOGOTÁ 
D.C. 

Monumento a la Batalla de 
Ayacucho 

Decreto 1584 del 11 de 
agosto de 1975 

BOGOTÁ D.C. BOGOTÁ 
D.C. 

Monumento a Los Héroes Resolución 395 del 22 de 
marzo de 2006 

BOGOTÁ D.C. BOGOTÁ 
D.C. 

Obelisco a Los Mártires Decreto 1584 del 11 de 
agosto de 1975 

BOGOTÁ D.C. BOGOTÁ 
D.C. 

Templete del Libertador Decreto 1584 del 11 de 
agosto de 1975 

BOYACÁ PAIPA Monumento del Pantano de 
Vargas 

Decreto 1744 de 1 de 
septiembre de 1975 

NORTE DE 
SANTANDER 

OCAÑA Columna de la Libertad de los 
Esclavos 

Resolución 620 del 11 de abril 
de 2002 

TOLIMA - VALLE FLANDES - 
CALI 

Conjunto de Antiguas 
Locomotoras a Vapor en Colombia  

Resolución 791 del 31 de julio 
de 1998 

Fuente: Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 

 

También se encuentran declarados los monumentos en espacio público protegidos por la 

Resolución 395 de 2006 “por la cual se declaran como Bienes de Interés Cultural de 

Carácter Nacional algunas categorías de bienes muebles ubicados en el territorio 

colombiano” entre las que se encuentran los Monumentos y placas conmemorativas, 

elaborados antes del 31 de diciembre de 1920. 

 

El Ministerio de las Culturas busca aunar esfuerzos con las entidades territoriales a nivel 

nacional, para identificar y registrar los bienes protegidos por la resolución. 

 

Tabla 7: PEMP Bienes Muebles 
BIC de ámbito nacional PEMP 

Conjunto del Parque Histórico, la Piedra de Barreiro, las Ruinas del 
Antiguo Molino Hidráulico y el área de mayor enfrentamiento entre los 
ejércitos, justo al norte de la carretera que conduce a Samacá, que se 
encuentran asociados a la Batalla del Puente de Boyacá, localizados 
en los municipios de Tunja y Ventaquemada, Departamento de Boyacá 

Si, Resolución 3419 de 2018 
 

Parque Arqueológico de Facatativá, Cundinamarca Si, Resolución 2427 de 2020 

 Sitio histórico de la Batalla del Pantano de Vargas En proceso de aprobación 

Fuente: Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 

 

PAISAJE CULTURAL CAFETERO DE COLOMBIA, PCCC, ESTÁ RECONOCIDO COMO PATRIMONIO 

CULTURAL DE LA NACIÓN Y SITIO INSCRITO EN LA LISTA DE PATRIMONIO MUNDIAL DE LA 

UNESCO. 

 

El PCCC está compuesto por zonas de 51 municipios de los departamentos de Caldas, 

Quindío, Risaralda y Valle del Cauca como se indica en la siguiente lista. 

 

 

 



   

 

   

 

Tabla 8: Municipios con áreas en el Paisaje Cultural Cafetero de Colombia, PCCC. 
Fuente: Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 

CALDAS QUINDÍO RISARALDA VALLE DEL CAUCA 

Aguadas Armenia Apía Alcalá 

Anserma Buenavista Balboa Ansermanuevo 

Aranzazu Calarcá Belén de Umbría Argelia 

Belalcázar Circasia Dosquebradas Caicedonia 

Chinchiná Córdoba Guática El Águila 

Filadelfia Filandia La Celia El Cairo 

La Merced Génova Marsella Riofrío 

Manizales Montenegro Mistrató Sevilla 

Neira Pijao Pereira Trujillo 

Pácora Quimbaya Quinchía Ulloa 

Palestina Salento Santa Rosa de Cabal   

Riosucio   Santuario   

Risaralda       

Salamina       

San José       

Supía       

Villamaría       

Viterbo       

Fuente: Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 

 

Ilustración 28: Mapa del PCCC 

 
Fuente: Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes 



   

 

   

 

 

Para la inclusión de las medidas necesarias para la protección del PCCC en los planes de 

ordenamiento territorial, en 2014 se escribió la Guía para la Incorporación del PCCC en los 

planes de ordenamiento territorial. La Dirección de Patrimonio y Memoria está presta a 

apoyar técnicamente a las entidades en la aplicación de esta guía. 

 

1.5.5.3. Estrategias de descentralización y vinculación a entidades territoriales. 

 

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) como entidad del orden nacional 

competente del manejo del patrimonio arqueológico y máxima autoridad en la misma 

materia, ha realizado importantes esfuerzos para fortalecer a nivel reglamentario aquellas 

disposiciones que desarrollan el régimen jurídico de este patrimonio. 

 

El Instituto mantiene una comunicación constante y activa con los municipios, 

departamentos y distritos del país, con el propósito de asegurar la protección del patrimonio 

arqueológico situado en sus circunscripciones y en el marco de los procesos de 

ordenamiento territorial. 

 

Los profesionales en arqueología del Instituto, dentro de los límites de las capacidades 

presupuestales y administrativas de la entidad, se desplazan a diferentes zonas del país 

para cumplir con la misionalidad del ICANH, que incluye la asesoría y capacitación a las 

entidades territoriales respecto de la protección y gestión del patrimonio arqueológico. 

 

Adicionalmente, respecto de los territorios indígenas -como entidades territoriales (art. 286, 

C.P.)- el ICANH contribuye con investigaciones y realización de conceptos antropológicos 

ante instancias judiciales (Corte Constitucional, Jueces de Restitución de Tierras, etc.) y 

administrativas donde se brinda información a las entidades sobre las culturas, sus formas 

organizativas y ejercicios de autonomía de los pueblos étnicos. 

 

Amparados en este propósito, una de las necesidades identificadas es la de aclarar y 

aterrizar en obligaciones concretas, las responsabilidades que desde la Ley 397 de 1997 le 

son señaladas al Estado Colombiano en todos sus niveles, en lo que respecta a la 

protección del patrimonio cultural de la Nación, categoría de la cual por supuesto forma 

parte el patrimonio arqueológico. 

 

En ese sentido, desde mediados del año 2023 el Instituto conformó un equipo de 

profesionales para que se encargan de dotar de contenido aquellos elementos que, si bien 

resultaron valiosos para la gestión del patrimonio, tras cinco años de la expedición del 

Decreto 138 de 2019, se ha identificado la necesidad de fortalecer y precisar tales 

herramientas. Como ejemplo de lo anterior tenemos el artículo que trata de las obligaciones 

de las entidades territoriales: 

 
“ARTÍCULO 2.6.1.9 Obligaciones de las autoridades públicas. Las entidades 

territoriales están obligadas a adoptar las medidas necesarias para contribuir al 

manejo adecuado tendiente a la protección del patrimonio arqueológico situado en 

sus respectivas circunscripciones. En caso de existir Planes de Manejo Arqueológico 

aprobados por el lCANH se deberán acoger las medidas allí señaladas.” 



   

 

   

 

Esta disposición es fundamental para el propósito constitucional de proteger el patrimonio 

arqueológico de la Nación, pues a pesar de que el ICANH sea la máxima autoridad sobre 

esta materia, lo cierto es que la responsabilidad de la protección del patrimonio 

arqueológico corresponde a todo el Estado, de modo que las entidades territoriales tienen 

el deber de contribuir a su protección en lo que respecta al patrimonio que se ubique en sus 

circunscripciones. 

 

Sin embargo, tras revisar lo dispuesto por la Ley 397 de 1997 en lo que respecta a la política 

estatal en relación con el patrimonio cultural de la Nación y la necesidad de designar 

recursos en los planes de desarrollo de las entidades territoriales para cumplir con los 

propósitos de tal política (art. 4), en lo atinente a que las normas sobre conservación y 

preservación de bienes de interés cultural constituyen normas de superior jerarquía al 

momento de elaborar o modificar los Planes de Ordenamiento Territorial (art. 11) y sobre la 

responsabilidad que tienen también las entidades territoriales sobre el inventario de bienes 

de interés cultural (art. 14), se observa que todos estos elementos no son evidentes dentro 

del Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura 1080 de 2015. 

 

Por lo tanto, durante los años 2023 y 2024, periodo al que corresponde este informe, desde 

el ICANH se impulsó el proyecto normativo de modificación a la parte VI, del Libro II, del 

Decreto 1080 de 2015 –modificado en su momento por el Decreto 138 de 2019-. El Instituto 

propuso dentro del proyecto de decreto, una disposición que recogiera todos los contenidos 

relacionados con las obligaciones de entidades territoriales que define el decreto. 

 

Esta propuesta regulatoria fue publicada para comentarios en la plataforma SUCOP de 

conformidad con lo señalado en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, y a la fecha 

el proyecto de decreto sigue en trámite de firmas de los diferentes ministerios que 

participaron en su construcción.  

 

Estos son parte de los esfuerzos con los que el ICANH contribuye para la adecuada 

articulación de los diferentes niveles del Estado, en lo que respecta a la aplicación del 

régimen especial de protección del patrimonio arqueológico de la Nación. 

 

1.5.5.4. Patrimonio Arqueológico y Ordenamiento Territorial 

 

En concordancia con el régimen especial de salvaguardia, protección, sostenibilidad, 

divulgación y estímulo para los bienes del patrimonio cultural de la Nación, establecido 

mediante la Ley 1185 de 2008, así como lo determinado por las modificación del artículo 

2.6.1.9 del Decreto 1080 de 2015, modificado por el Decreto 138 de 2019, “las entidades 

territoriales están obligadas a adoptar las medidas necesarias para contribuir al manejo 

adecuado tendiente a la protección del patrimonio arqueológico situado en sus respectivas 

circunscripciones. En caso de existir Planes de Manejo Arqueológico aprobados por el 

lCANH se deberán acoger las medidas allí señaladas”.  

 

Para ello es fundamental garantizar que el patrimonio arqueológico se vincule a los 

Instrumentos de Ordenamiento Territorial e Instrumentos de Planificación Territorial tales 

como Planes de Desarrollo POT (EOT, PBOT o POT), Planes de Desarrollo municipales y 

departamentales, y que estos se armonicen con los planes de Gestión del Riesgo, 



   

 

   

 

POMCAS, POMIUAC, Planes decenales de cultura, PEMP, entre otros. Esto con el fin de 

permitir que las acciones orientadas a la protección del patrimonio arqueológico sean 

sostenibles en el tiempo, a pesar de los cambios periódicos en las agendas políticas 

departamentales y municipales. 

 

Por esta razón, el Grupo de Patrimonio del Instituto Colombiano de Antropología e Historia 

–ICANH-, contrata en 2023 un profesional para brindar asistencia técnica a los entes 

territoriales, logrando incidir y acompañar a 80 entes entre mayo y diciembre de 2024, 

permitiendo consolidar en 2024 un equipo de Asistencia Técnica y Ordenamiento Territorial 

de 5 profesionales con el fin de acompañar a los entes territoriales en el manejo y gestión 

del patrimonio, específicamente en la inclusión del patrimonio arqueológico en los planes 

de desarrollo departamentales y municipales, en la formulación de planes de manejo 

arqueológicos a escalas municipal (Soacha, Bogotá, Envigado, Los Santos) y de sitio 

(Lejanias, Mesetas, Restrepo, Mosquera, Ramiriquí, Mongua, Iza, Tunja) y su articulación 

con los IOT.  

 

Entre mayo y agosto de 2024 se han consultado las páginas de internet de 205 municipios 

priorizados, encontrando que el 50% porciento ha publicado los planes de desarrollo 2024-

2027. De los publicados encontramos que 23 entes territoriales incluyeron claramente el 

patrimonio arqueológico en sus planes de desarrollo, con indicadores y productos y 30 

entes territoriales no lo incluyeron de forma específica, aunque sí mediante programas 

relacionados o generales del sector cultura. 

 

De los 205 entes territoriales priorizados para 2024 a nivel nacional, es notorio un profundo 

desconocimiento respecto a las obligaciones de las entidades territoriales frente a la 

protección y conservación del patrimonio arqueológico, así como la desarticulación con los 

IOT. Estos factores implican que la relevancia del diseño de estrategias para la protección 

del patrimonio arqueológico quede relegada al interés particular del gobierno de turno, de 

manera que los esfuerzos o proyectos que se emprenden durante un periodo de gobierno 

no necesariamente gozan de continuidad durante periodos siguientes. 

 

Adicionalmente, y en concordancia con la situación de pobreza multidimensional del 90.1% 

de los municipios en Colombia, es evidente que, en medio de la emergencia por satisfacer 

necesidades básicas de la población, los esfuerzos técnicos, financieros y logísticos de los 

municipios se enfocan en políticas tendientes a la extensión de servicios públicos básicos, 

infraestructuras y demás medidas tendientes a mejorar las condiciones de vida de las 

poblaciones locales, y en tales esfuerzos resulta desplazado el patrimonio arqueológico que 

en ese tipo de escenarios económicos y sociales no es priorizado al momento de formular 

planes, programas o proyectos en las políticas públicas a nivel municipal y departamental.  

Bajo este panorama, y con el objetivo institucional de aportar a la descentralización de los 

servicios y brindar una experiencia más cercana a los territorios, así como atender a las 

necesidades específicas y superar las limitantes propias de cada contexto, el equipo de 

Asistencia Técnica y Ordenamiento Territorial está presente en las regiones Caribe, Centro 

Oriente, Centro Sur, Eje Cafetero, Llanos y Pacífico.  

 

Para el segundo semestre de 2024 se proyecta la revisión de los IOT de los 205 entes 

territoriales priorizados y terminar la revisión de los IOT. 



   

 

   

 

 

1.5.5.5. Antropología social y pueblos étnicos 

 

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) ha estado participando 

activamente en la consulta previa a pueblos Indígenas, Negros, Afrocolombianos, Raizales 

y Palenqueros que se está adelantando desde el DANE en relación con la reglamentación 

del catastro multipropósito, de acuerdo con lo estipulado en los artículos 43 y 45 del Plan 

Nacional de Desarrollo – Ley 2294 de 2023.  

 

El ICANH, en colaboración con otras entidades del gobierno, se ha comprometido con la 

política de descentralización territorial, recientemente en la contribución de aportes técnicos 

y jurídicos en la reglamentación del catastro multipropósito como un instrumento de gestión 

integral del territorio que promueva el diálogo y la colaboración entre entidades territoriales 

y formas organizativas de los pueblos étnicos. En la misma línea, la vinculación de las 

entidades territoriales en la protección del patrimonio cultural de la Nación, con especial 

anotación del patrimonio arqueológico, dentro de las políticas de ordenamiento territorial, 

asegurando que el desarrollo y la planificación territorial del país sean sostenibles y 

respetuosos con la herencia cultural y arqueológica de Colombia, y que en tales esfuerzos 

institucionales se integren a las comunidades y autoridades locales para que hagan parte 

en los procesos de investigación, gestión de preservación cultural en los territorios que 

habitan. 

 

Este catastro, que debe estar actualizado y clasificado, tiene como objetivo lograr la 

identificación física, jurídica y económica de estos bienes con base en criterios técnicos y 

objetivos, dicha información derivada del catastro también tiene relevancia tributaria, 

atendiendo a la superación de las barreras sociales y económicas de muchas regiones del 

país, así mismo, en aplicación del enfoque diferencial étnico y los fundamentos 

constitucionales de la consulta previa, con el catastro multipropósito se quiere vincular a las 

autoridades tradicionales, resguardos, consejos comunitarios y demás formas y 

expresiones organizativos de los pueblos étnicos en la operación y gestión catastral, 

resaltando el carácter colectivo de  estos territorios y destacando la importancia de su 

inclusión en la política de ordenamiento territorial que vaya más allá de las entidades 

territoriales. 

 

El catastro multipropósito recibe su denominación debido a su capacidad para registrar de 

manera sistemática y permanente la información física, jurídica y económica de todos los 

predios. Esta información se integra con el Registro Inmobiliario y otros sistemas de 

información territorial, como los ambientales, sociales, económicos, étnicos, entre otros. De 

esta manera, el catastro multipropósito no sólo se limita al ámbito fiscal, sino que se 

convierte en una herramienta fundamental para la formulación e implementación de 

diversas políticas públicas, así como para la toma de decisiones en todos los niveles de 

gobierno en beneficio de los ciudadanos, particularmente, el ICANH ha acompañado y 

aportado sus conocimientos técnicos en los escenarios de consulta previa en los que se 

quiere que las comunidades pertenecientes a pueblos étnicos participen en la operación 

catastral de los territorios que habitan, dialoguen con las entidades territoriales, pero no 

reducido a ello, sino que desde el Estado se promueva que los pueblos étnicos cuenten con 



   

 

   

 

garantías para ejercer el autogobierno con plena autonomía y participación en las 

decisiones que les afecten. 

 

1.5.6. Infraestructura de transporte intermodal 
 
El artículo 3 de la Ley 388 de 1997 “Por la cual se modifican la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª 

de 1991 y se dictan otras disposiciones” establece que “(…) El ordenamiento del territorio 

constituye en su conjunto una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: 

… 1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte 

y demás espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer efectivos los derechos 

constitucionales de la vivienda y los servicios públicos domiciliarios”. 

El Ministerio de Transporte, a través de la Resolución 20203040015885 de 2020 reglamentó 

los Planes de Movilidad Sostenible y Segura para municipios, distritos y áreas 

metropolitanas, estos planes se deben articular con el modelo de ordenamiento territorial 

definido en el plan de ordenamiento territorial, así como con los planes de desarrollo.  

En el marco de lo anterior, el transporte es el pilar que soporta y dinamiza las actividades 

económicas en un territorio, sin embargo, es fundamental lograr una armonización del 

desarrollo de su infraestructura con el ordenamiento del territorio. En ese sentido, la Política 

General de Ordenamiento Territorial – PGOT (2019) evidenció la importancia de fortalecer 

la articulación sectorial y multinivel y articular los instrumentos de planeación del transporte 

en cada nivel de gobernanza, con los instrumentos de ordenamiento territorial lo que implica 

armonización entre el Plan Transporte Intermodal nacional, el Plan de logística,  los Planes 

estratégicos intermodales de infraestructura de transporte (regionales) y Planes 

departamentales viales.  

Así mismo, se plantea la necesidad de definir prioridades por región, como el caso de la 

Región Pacífico, avanzar en la creación de mecanismos para mejorar la relación entre 

nodos logísticos, accesos y pasos urbanos mediante la consolidación de lineamientos para 

regular el impacto de vías regionales y nodos logísticos en el suelo rural, suburbano, urbano 

y de expansión y posicionar y desarrollar los temas de transporte como determinante de 

ordenamiento territorial y desarrollar los lineamientos para su armonización con las 

determinantes ambientales.  

En el 2022 se estructura el Plan Maestro de Transporte Intermodal (PMTI) 2021-2051 como 

instrumento de planeación para fortalecer la conectividad intermodal, completando y 

perfeccionando los corredores más importantes, integrando proyectos detonantes para los 

modos férreos y fluvial, así como recomendaciones estratégicas para aeropuertos y puertos 

marítimos que constituyen infraestructuras fundamentales para el desarrollo del país. 

De acuerdo con el análisis realizado en el PMTI se encontró que el modo fluvial es el más 

rezagado, seguido por el marítimo y el férreo, tal como se observa en la Figura 1 y el modo 

aéreo ha sido el de mayor avance y en segundo lugar, se encuentra el modo carretero. 

  

 

 

 

 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=339#3
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=100325


   

 

   

 

Ilustración 29: Estado de los tramos de los proyectos del PMTI 2015-2035 a 2021 

 

 

Fuente: PMTI 2021 - 2051 

 

De igual manera el Gobierno Nacional, en el 2018 estructuró el Plan Nacional de Vías para 

la Integración Regional (2018) -PNVIR- que define: “Se hace necesario intervenir la red vial 

regional en donde se incluyen las vías secundarias y terciarias, la red fluvial y transporte 

aéreo, pues las mismas conectan las zonas más alejadas y marginadas del país, y permiten 

mejorar las condiciones de la agricultura, el trabajo de las familias y comunidades 

campesinas incluidas en los Planes Nacionales a cargo del Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Rural, y demás planes que propendan a integrar el campo con los centros 

urbanos.” Ese instrumento, además, estableció una metodología para priorizar proyectos y 

relacionarlos con aspectos sociales y ambientales que se han aplicado en los últimos años. 

 

 El PMTI reconoce en el PNVIR la herramienta principal de priorización de infraestructura 

de transporte a nivel regional donde se definen las intervenciones y proyectos particulares 

a ese nivel. Se destaca que, desde el PMTI, se priorizan las áreas de intervención definidas 

desde un nivel municipal y se recomienda que, sobre estas áreas, se apliquen los 

lineamientos establecidos en el PNVIR.   

 

La colaboración interinstitucional para el cumplimiento de las metas establecidas en el 

PNVIR, se realiza de manera articulada con las entidades territoriales través de mesas de 

trabajo, capacitaciones o requerimientos entre otras modalidades. Para el caso de las 

caracterizaciones viales se identifican, para cada una de las carreteras propuestas a ser 

incluidas dentro de los planes viales, qué entidad es la competente para realizar cualquier 

tipo de intervención. Asimismo, cada uno de los corredores incluidos en los planes viales, 

previo a su aprobación, es evaluado mediante análisis ambientales elaborados por el 



   

 

   

 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y sus corporaciones ambientales 

correspondientes. 

 

De igual forma, para la evaluación del componente económico, se realizan acercamientos 

con el Ministerio de Agricultura, quienes suministran la información basada en el censo 

agrícola, lo cual facilita las decisiones para la priorización de los respectivos corredores 

viales. 

  

• Kilómetros de vías priorizadas construidos o en mantenimiento 

  

Durante la vigencia 2023 se intervinieron en la red terciaria con mejoramiento y 

mantenimiento 3.236 km, de los cuales 2.247 km fueron intervenciones de mejoramiento y 

988 km intervenciones de mantenimiento. Con estas intervenciones el avance del indicador 

fue de 78,1%, el cual se obtiene de dividir la sumatoria de kilómetros de vías terciarias 

intervenidas con mejoramiento, mantenimiento o rehabilitación, entre el total de kilómetros 

priorizados para la vigencia que es 4.142 km. Estas intervenciones se desarrollaron en 623 

municipios de 29 departamentos. 

  

Con corte a 30 de julio de 2024 se han intervenido en la red terciaria con mejoramiento y 

mantenimiento 1.151 kilómetros, de los cuales 983 kilómetros corresponden a 

intervenciones de mejoramiento y 168 kilómetros a intervenciones de mantenimiento. Con 

estas intervenciones el avance del indicador es de 31,7%, el cual se obtiene de dividir la 

sumatoria de kilómetros de vías terciarias intervenidas con mejoramiento, mantenimiento o 

rehabilitación, entre el total de kilómetros priorizados para la vigencia, esto es 3.629. Estas 

intervenciones se desarrollaron en 467 municipios de 28 departamentos. 

  

A continuación, se indica el avance histórico de este indicador. 

  
Kilómetros de vías priorizadas construidos o en mantenimiento 

  

Vigencia No Km Total Departamento Municipio 

2019 155 16 80 

2020 515 25 185 

2021 8.686 31 603 

2022 11.741 26 453 

2023 3.236 29 623 

2024* 1.151 28 467 

Total 25.484     

Fuente: SIIPO * Corte a 30 de julio de 2024 

  

  

  



   

 

   

 

• Kilómetros de vías priorizadas construidos o en mantenimiento en municipios 

PDET 

  

Durante la vigencia 2023 se intervinieron en la red terciaria de municipios PDET con 

mejoramiento y mantenimiento 420 km, de los cuales 343,6 km corresponden a 

intervenciones de mejoramiento y 76,5 km a intervenciones de mantenimiento. Con estas 

intervenciones el avance del indicador fue del 101,5%, el cual se obtiene de dividir la 

sumatoria de kilómetros de vías terciarias intervenidas en municipios PDET con 

mejoramiento, mantenimiento o rehabilitación, entre el total de kilómetros priorizados para 

la vigencia que es 414 km. Estas intervenciones se desarrollaron en 109 municipios de 16 

departamentos. 

  

Con corte a julio de 2024 se han intervenido en la red terciaria de municipios PDET con 

mejoramiento y mantenimiento, 234 kilómetros, de los cuales 229 kilómetros fueron 

intervenciones de mejoramiento y 5 kilómetros intervenciones de mantenimiento. Con estas 

intervenciones el avance del indicador es del 59%, el cual se obtiene de dividir la sumatoria 

de kilómetros de vías terciarias intervenidas en municipios PDET con mejoramiento, 

mantenimiento o rehabilitación, entre el total de kilómetros priorizados para la vigencia que 

es 400. Estas intervenciones se desarrollaron en 91 municipios PDET de 18 departamentos 

conforme se evidencia en el soporte.  

  

A continuación, se indica el avance histórico de este indicador. 

  
Kilómetros de vías priorizadas construidos o en mantenimiento en municipios PDET 

  

Vigencia No Km PDET Departamento Municipio 

2019 24 9 28 

2020 166 14 65 

2021 2.428 18 117 

2022 3.174 17 79 

2023 420 16 75 

2024* 234 18 91 

Total 6.446     

Fuente: SIIPO * Corte a 30 de julio de 2024 

  

• Número de Juntas de Acción Comunal contratadas en los procesos de 

contratación del proyecto de vías terciarias para la paz y el posconflicto 

  

Durante la vigencia 2023, se suscribieron 1.035 convenios solidarios para el desarrollo de 

proyectos de vías terciarias para la paz y el posconflicto logrando un avance del indicador 

del 690%, el cual se obtiene de dividir la sumatoria de convenios realizados con las JAC, 

entre el total de convenios previstos para la vigencia que eran 150. Este proceso benefició 

a 521 municipios y se espera la ejecución de las obras en la vigencia 2024. El avance del 

indicador por encima de lo programado obedece a que se realizó una convocatoria a nivel 



   

 

   

 

nacional donde las Juntas de Acción Comunal podrían postular tramos viales que 

requirieran atención, la cual tuvo una amplia respuesta por parte de la comunidad; como 

resultado se registraron 23.238 postulaciones. Esta convocatoria favoreció la estructuración 

de un mayor número de convenios para la contratación con JAC por parte únicamente del 

INVÍAS lo cual era necesario para lograr la ejecución del programa Caminos Comunitarios 

para la Paz Total con la realización de obras viales a partir de la vigencia 2024 lo que, a su 

vez, permite avanzar en el cumplimiento de la meta del Plan Marco de Implementación del 

Acuerdo Final en materia de construcción de vías terciarias para la paz. 

  

Con corte a 30 de junio se ha adelantado la contratación de 659 juntas de Acción Comunal 

en 276 municipios.  

  

A continuación, se indica el avance histórico de este indicador. 

  
Juntas de Acción Comunal -JAC contratadas 

  

Vigencia No. JAC No. municipios 

2020 30 14 

2021 78 59 

2022 25 8 

2023 1.035 521 

2024* 659 276 

Total 1.827   

Fuente: SIIPO *Convenios suscritos a junio de 2024. 

  

Ahora bien, en el marco de las cinco grandes transformaciones a las que le apuesta el Plan 

Nacional de Desarrollo 2022-2026 el sector transporte cobra un papel fundamental y 

transversal como eje principal para reducir las brechas y sumar a la competitividad del país, 

brindar movilidad y conectividad a la Colombia apartada y profunda. 

 

En particular para contribuir al Ordenamiento del territorio alrededor del agua, la apuesta 

está orientada a que el país cuente con una red de infraestructura de transporte regional e 

intermodal, basada en corredores carreteros, marítimos y fluviales, la reactivación del modo 

ferroviarios, así como servicios aéreos.    

 

En ese sentido, avanzamos en la formulación de los Planes Regionales de Transporte 

Intermodal, a cargo de la Unidad de Planificación de Infraestructura de Transporte – UPIT, 

un instrumento de planeación del sector que tiene en cuenta el contexto regional y busca 

organizar una red de infraestructura para conectar internamente las regiones y a estas con 

ciudades, fronteras y puertos de Colombia. Priorizando proyectos que impacten 

positivamente la economía, el beneficio social y la riqueza ambiental del país. Una parte 

fundamental en este programa es la articulación de la planeación de infraestructura con la 

participación incidente de las comunidades que habitan los territorios.  

 



   

 

   

 

A la fecha se logró culminar el Plan Regional de Transporte Intermodal – PRTI de la 

Subregión de Pacífico (Pacífico medio, Pacífico Frontera Nariñense, Alto Patía y Norte del 

Cauca), y se encuentra a próximo a finalizar el PRTI de la Subregión de Sur de Bolívar, 

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño. Y desde el mes de Julio de 2024 se dio inicio a la 

estructuración del PRTI de la Subregión de Montes de María. 

 

Para la Región de la Amazonia, se avanza en la materialización del Plan Amazónico de 

Transporte Intermodal Sostenible – PATIS, como instrumento de política pública que orienta 

la planeación del transporte y movilidad de la región amazónica para garantizar la 

conectividad intrarregional, interregional e internacional, aplicando un enfoque diferencial 

sociocultural y de sostenibilidad integral del territorio, mediante el fortalecimiento de 

corredores fluviales, una red de aeropuertos regionales y soluciones alternativas de 

prestación de servicios, entre otras medidas, privilegiando el componente ambiental, social 

y cultural, muy particular de esta zona del país.  

 

En marzo de 2023 se efectuó el lanzamiento y mediante resolución No. 20243040043705 

del pasado 11 de septiembre fue adoptado con el fin de impulsar proyectos en la Amazonía 

colombiana, que cumplan con criterios de no deforestación, promoción de nuevas fuentes 

de energía, ascenso tecnológico y lineamientos de infraestructura verde vial que permitan 

garantizar la conservación de bosques y de un ecosistema de importancia global. 

 

Adicionalmente se promueve el Programa Caminos Comunitarios para la Paz total que está 

basado en la búsqueda de la justicia social, orientado al mejoramiento, rehabilitación, 

conservación y mantenimiento de 33.102 km de vías terciarias, en el cuatrienio. Con esta 

iniciativa, se conectará, de manera eficiente, el campo colombiano con las ciudades y los 

centros de comercialización del país. Así se logrará la transformación de una importante 

parte de la malla vial rural, llevando Justicia Social y Ambiental por toda Colombia. 

 

Asimismo, con el objetivo de reducir las brechas de los territorios históricamente olvidados, 

se ha trabajado en fortalecer la conectividad fluvial, mediante la construcción o 

mejoramiento de 105 infraestructuras fluviales: 84 a cargo del INVIAS y 21 a cargo de 

Cormagdalena conforme su jurisdicción. Para lograr este objetivo, se ha hecho una apuesta 

significativa incluyendo una partida para la intervención de muelles que supera $600.000 

millones para el cuatrienio.  

 

En el modo aéreo,  la aeronáutica civil avanza en la implementación del Programa de 

Servicios Aéreos Esenciales- SAE, el cual busca complementar la estrategia de fortalecer 

la equidad social en Colombia, por lo que se priorizaron las regiones con mayores 

dificultades con conectividad carretera para impulsar la conectividad regional a través de la 

aviación comercial con sentido social, reactivando la operación de los aeródromos públicos 

para que las comunidades más alejadas tengan una mejor conectividad con el resto del 

país. De igual forma, esta iniciativa busca consolidar nuevas rutas en el país. 

 

Este programa estima inversiones en 15 aeródromos regionales según la disponibilidad de 

recursos con que cuente la Aerocivil. En una primera fase se priorizaron 6 aeródromos: 

Bahía Solano, Bajo Baudó, Magüi Payán, La Primavera, Cumaribo, y Barrancominas, fase 

que inició con la suscripción de dos convenios interadministrativos el último trimestre de 



   

 

   

 

2023 con el Ejército y Enterritorio por un valor de $377.000 millones distribuidos en las 

vigencias 2023 al 2025 y su estado actual es la de operación logística y movilización de 

personal a sitio para su inicio de ejecución. Para la fase 2, que corresponde a los demás 

aeródromos priorizados en el PND, desde la Aerocivil ya se cuenta con los estudios y 

diseños a nivel de ingeniería de detalle y el valor estimado del capex requerido, para 

proceder con la consecución de recursos para su ejecución. 

 

En cuanto a la reactivación del modo férreo se ha venido trabajando en la identificación y 

priorización de los principales elementos de política pública para la reactivación de la 

operación de los trenes en Colombia. Así pues, se cuenta con el denominado “Plan Maestro 

Ferroviario”, publicado en el año 2020, como la hoja de ruta a corto, mediano y largo plazo, 

para lograr los objetivos de fomentar el transporte ferroviario en Colombia a partir de las 

condiciones técnicas, normativas, económicas, institucionales, legales y financieras que 

faciliten la incorporación del modo ferroviario al esquema de intermodalidad en Colombia, 

determinándose, en el mismo, los principales componentes que deberán tenerse en cuenta 

para poder garantizar los procesos de reactivación y consolidación del transporte ferroviario 

en el país, entre otros asuntos.  

 

Los proyectos en los que se ha venido trabajando desde el inicio del gobierno para la 

reactivación del transporte ferroviario de carga en el país son: La Dorada – Chiriguaná – 

Santa Marta (Corredor Férreo Central), Trenes del Pacífico (Buenaventura – Conexión 

Corredor Férreo Central), Belencito – Bogotá, Bogotá – Corredor Férreo Central y el 

Ferrocarril del Norte del Santander, que permitirán consolidar una red integrada, 

interoperable e intermodal que conecte los puertos del Pacífico y el Caribe, con los 

principales nodos de producción y consumo del país, sin perjuicio de otras iniciativas de 

conectividad en el  Darién colombiano así como en los llanos orientales 

 

1.5.7. Áreas del territorio nacional con tratamiento especial (Territorios 

fronterizos y Zonas marítimas, costeras e insulares) (Min interior, 

DIMAR) 
 

Las actividades desarrolladas en zonas marino costeras como el tráfico marítimo, la energía 

marina renovable, la acuicultura en alta mar, las plataformas offshore, el desarrollo de la 

infraestructura costera, entre otros, adicional a las demandas por la creciente población, 

han causado que se multipliquen e intensifiquen los usos y actividades relacionados con el 

mar (Christie et al., 2014), aumentando la presión que existe sobre los recursos marinos y 

generando una serie de problemáticas y conflictos de uso entre los diferentes actores que 

aprovechan estas áreas (MarViva, 2013). 

 

Colombia no es ajena a esta problemática, ya que la alta cantidad de actividades marino-

costeras de una zona determinada, en algunas ocasiones se superponen y pueden causar 

efectos adversos, que se incrementan por las dificultades en la implementación de los 

procesos de ordenamiento espacial, a pesar, de los esfuerzos de diferentes entidades a 

través de políticas, planes y programas (MarViva, 2013; Aldana & Hernández, 2016). 

 

La Dirección General Marítima (DIMAR), como Autoridad Marítima Nacional responsable 

de la ejecución de la política del Estado colombiano en materia marítima, a través de la 



   

 

   

 

regulación y coordinación de las actividades marítimas (Decreto Ley N° 2324,1984), 

tomando como base la misión, la visión y los principios institucionales de seguridad integral 

marítima, intereses marítimos específicamente los relacionados con: Ordenamiento Marino-

Costero, Soberanía e integridad del territorio marítimo nacional, Recursos Ambientales 

Marino – Costeros, Transporte y Comercio Marítimo, Turismo Marítimo y Recreación, 

Industria Naval y Marítima, Pesca y Acuicultura e Investigación Científica Marina, las 

estrategias de desarrollo institucional proyectadas hacia el año 2030 (DIMAR, 2018);  y lo 

establecido en el CONPES 3990 (Departamento Nacional Planeación, 2020), ha abordado  

la metodología de Planificación Espacial Marina,  como referente para desarrollo del  

“Ordenamiento Marino Costero: Visión de Autoridad Marítima (OMC:VAM)”, que busca 

“analizar y asignar distribuciones temporales y espaciales de actividades humanas en 

aguas jurisdiccionales y zonas costeras colombianas, con el fin de lograr la consolidación 

del país como una potencia bioceánica bajo un enfoque holístico y de Seguridad Integral 

Marítima, Fluvial y Portuaria; así como también, de una estrategia y estructura marítima  

nacionales, garantizando los principios ecológicos, económicos y sociales”. 

 

En consideración a lo anterior, el CONPES 3990, en su Línea de acción 4.1. Generar 

instrumentos para la gestión del ordenamiento marítimo y territorial, a través de una 

propuesta de generación de los documentos de orientación dispuestos en la acción 4.3.4. 

Ordenamiento y gestión de los espacios marinos, costeros e insulares - ofrece una 

sistematización y un análisis integral de los aspectos clave necesarios para evaluar la 

situación actual y las tendencias generales entre las relaciones uso/actor en el ambiente 

marino costero. Lo anterior, se realiza partiendo de los antecedentes, la evolución y el 

estado actual de determinadas zonas, abordando las dinámicas presentes en los 

subsistemas relevantes para el desarrollo integral del ordenamiento; incluyendo los 

elementos de gobernanza, los aspectos naturales y biofísico, la gestión del riesgo bajo  

asociados al área marino costero; todo ello con la participación de las entidades del estado, 

los sectores productivos, y de infraestructura, así como las  comunidades costeras. 

 

Bajo el cumplimiento de las directrices del CONPES 3990; DIMAR, viene reportado al 

SisCONPES (aplicativo web desarrollado en el Departamento Nacional de Planeación), los 

avances en construcción de los documentos de orientación para cada una de las 13 

capitanías de puerto, en donde ejerce jurisdicción. En este sentido, los principales avances 

reportados se encuentran en el litoral caribe en las áreas marino-costeras de Cartagena 

(CP05 – Capitanía de Puerto de Cartagena). Coveñas (CP09 – Capitanía de Puerto de 

Coveñas), y en el litoral pacifico en Tumaco (CP02 – Capitanía de Puerto de Tumaco). En 

los próximos años se tiene planeado avanzar para el litoral caribe en las áreas marino-

costeras de Santa Marta, así como en la zona insular, y para el litoral pacifico en Guapi y 

Buenaventura. 

  



   

 

   

 

Ilustración 30: identificación de usos y actividades, proceso de ordenamiento marino 
costero pacifico colombiano 

 
Fuente: DIMAR (2024) 

 

2. Avances de la implementación del Plan de acción 2022 – 2026 de la 

Comisión de Ordenamiento Territorial (COT)  
 
 
Periodo: Enero – septiembre 2025 
 
 
El Departamento Nacional de Planeación a través de la Dirección de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial -DODT, elaboró la propuesta de Plan de Acción del cuatrienio, la 
socializó con su brazo técnico el Comité Especial Interinstitucional – CEI COT, haciendo 
algunos ajustes y posteriormente fue aprobada mediante sesión ordinaria de la COT ( 
Sesión No.22 - Agosto 3/2023) , con el compromiso de elaborar a través de la Subdirección 
de Ordenamiento Territorial – DNP el plan de trabajo anual para desarrollar  mesas técnicas 
con las entidades del CEI COT y recoger insumos que permitan avanzar en cada línea 
estratégica propuesta. 
 
En concordancia con lo anterior, para la vigencia 2025 mediante Sesión No. 26, diciembre 

17/2024 se aprobaron los temas estratégicos los cuales se explican con los respectivos 

avances durante el periodo 2025: 

 

2.1. Ordenamiento Territorial Alrededor del Agua y Justicia Ambiental: 

Debates conceptuales e implicaciones de Política. 

 
En el marco del PND 2022-2026 Colombia Potencia Mundial de la Vida, se plantea el 
Ordenamiento Territorial Alrededor del Agua y la Justicia Ambiental como apuesta 



   

 

   

 

estratégica para transformar el del uso y ocupación del territorio continental, costero, insular 
y marítimo, orientándolos hacia ciclos hidro sociales que sostengan de la vida de forma 
diversa y justa, en un contexto de la triple crisis ambiental. Esta perspectiva exige poner el 
ordenamiento territorial en diálogo no sólo con las políticas de ordenamiento y planificación 
territorial, sino también con los instrumentos de planeación y gestión ambiental y sectorial, 
y los avances de la Política General de Ordenamiento Territorial (PGOT). 
 
Con este propósito, el DNP, junto con las entidades del CEI – COT vienen avanzado en la 
formulación de una Agenda de Política Nacional para el Ordenamiento Territorial Alrededor 
del Agua y la Justicia Ambiental OTAAJA, que será formalizada mediante un Acuerdo COT. 
Esta agenda se fundamenta en tres apuestas centrales:  
 

i. El uso y la ocupación del territorio debe estar en función de garantizar el acceso al 
agua, la soberanía alimentaria y la reproducción de la vida;  

ii. El ordenamiento territorial y la división político-administrativa debe responder a las 
relaciones socioculturales y ecosistémicas de los territorios de Colombia; y 

iii. El ordenamiento territorial debe ser transparente, justo y estar en función de la 
capacidad de incidir de las comunidades.  

 
Esta apuesta se soportan a su vez en siete (7) objetivos: i) transitar a un ordenamiento 
territorial que tenga como centro el agua en tanto derecho y bien común; ii) gestionar amplia 
y democráticamente los conflictos territoriales y socioambientales; iii) fortalecer la gestión 
del riesgo de desastres desde un enfoque correctivo y prospectivo; iv) garantizar la 
soberanía alimentaria en el ordenamiento territorial y en su relación con el ciclo hidro social; 
v) incorporar en el ordenamiento territorial las interdependencias territoriales, 
especialmente la conectividad ecológica y la justicia ambiental; v) fortalecer la planeación 
para el desarrollo; y vii) armonizar y hacer coherente las competencias de ordenamiento 
territorial para el ordenamiento territorial alrededor del agua y la justicia ambiental. 

 
En la siguiente fase, y con los avances ya alcanzados, la Agenda se presentará y puesta al 
dialogo con diferentes actores sociales e institucionales. Se hará un primer webinar 
alrededor del tema y se participará en diferentes espacios públicos, como el Consejo 
Nacional del Agua, donde se presentará la agenda, sus objetivos, apuestas y las acciones 
concretas que hay detrás de ella. Se busca formalizar esta agenda en diciembre por medio 
del Acuerdo, como insumo clave para la construcción de las bases del próximo Plan 
Nacional de Desarrollo. 
 

2.2. Descentralización y Ordenamiento Territorial: Debates, alternativas y 

propuestas para la Misión de Descentralización. 

 
 
En el marco de la construcción del proyecto de Ley Orgánica de Competencias, de acuerdo 
con lo establecido en el acto legislativo 3, se han enviado propuestas a la mesa técnica que 
se conformó para la elaboración de ese proyecto. Hacen parte de esta mesa técnica, el 
Ministerio de Hacienda, el Ministerio del Interior, el Departamento Nacional de Planeación, 
el Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Vivienda y la Misión de 
Descentralización, posteriormente se hará público ese proyecto de ley y se entrará a una 
fase muy activa de socialización y diálogo con las comunidades, los procesos sociales y 
con los pueblos étnicos, después entrará al Congreso para su respectivo trámite. Es 
importante conocer las propuestas de ordenamiento territorial y de implementación del 
catastro multipropósito para poder enriquecer y afinar ese proyecto. 



   

 

   

 

 

2.3. Sistema de Administración del Territorio y Ordenamiento Territorial: 

Evaluación y perspectivas. 

 
Se realizaron tres (3) talleres sobre el Sistema de Administración del Territorio (SAT), con 
la participación de entidades del Gobierno nacional. En estos espacios se adelantó un 
proceso de retroalimentación y reconceptualización del SAT. Se espera que, a partir de la 
cooperación interinstitucional, se tomen decisiones y se alcancen acuerdos que permitan 
impulsar el ordenamiento territorial alrededor del agua y la justicia ambiental, así como la 
articulación de información y conocimiento para la toma de decisiones y la gestión de 
conflictos con un enfoque participativo y territorial. Actualmente se avanza en la finalización 
del documento técnico de soporte del SAT, a socializar próximamente. 
 
De manera complementaria, se encuentra en construcción una propuesta normativa para 
su reglamentación. El DNP actualmente adelanta los trámites contractuales para avanzar 
con el proceso de consulta previa con los pueblos y comunidades indígenas, y sus 
organizaciones, en el marco de este proyecto normativo. En el marco de las discusiones 
previstas para la formulación del instrumento normativo con diferentes actores como el 
campesinado, las comunidades indígenas y las comunidades negras, afrodescendientes, 
palenqueras y raizales, se viene avanzando en la contratación de equipos técnicos 
integrados por representantes del campesinado, así como de comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, con el fin de fortalecer técnicamente la propuesta 
normativa. Durante el próximo año se espera realizar la consulta previa con las 
organizaciones de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, y 
avanzar en la implementación del SAT, articulado con la política de catastro multipropósito. 
 

2.4. Jerarquización y Prevalencias de las Determinantes de Ordenamiento 
Territorial 

 
 
Las determinantes son normas de superior jerarquía en la formulación e implementación de 
los planes de ordenamiento territorial (POT, PBOT y EOT) según lo dispuesto en el artículo 
10 de la Ley 388 de 1997. La transformación de Ordenamiento Territorial del Plan Nacional 
de Desarrollo 2022 - 2026 y en particular, el artículo 32 de la Ley 2294 de 2023, unificó de 
manera coherente, coordinada y jerárquica las determinantes enunciadas en el art. 10 de 
la Ley 388/9719 mediante la regla de niveles de prevalencia. Además, incluyó y precisó las 
determinantes indicadas en el artículo 2 y subsiguientes del Decreto 3600 de 200720, en 
particular, las referidas a la protección el suelo rural para la protección del derecho a la 
alimentación; las determinantes relativas a la gestión del riesgo del cambio climático 

 
19 i) Las relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales la 
prevención de amenazas y riesgos naturales. Ii) Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, 
preservación y uso de las áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los 
departamentos, incluyendo el histórico, artístico y arquitectónico, de conformidad con la legislación 
correspondiente. iii)El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional 
y regional, puertos y aeropuertos, sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía, 
así como las directrices de ordenamientos para sus áreas de influencia. Iv)Los componentes de ordenamiento 
territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano, en cuanto se refieran a hechos 
metropolitanos, así como las normas generales que establezcan los objetivos y criterios definidos por las áreas 
metropolitanas en los asuntos de ordenamiento del territorio municipal. 
20 -Comp. En Dec. 1077 de 2015-, 



   

 

   

 

previstas en la Ley 1931 de 2018; y la determinante prevista en el artículo 264 Ley 1955 de 
2022 sobre proyectos turísticos especiales e infraestructura asociada. Por otra parte, el 
artículo reconoció la soberanía alimentaria como determinante de primer nivel de 
prevalencia del mismo rango que las determinantes ambientales, e incluyó, dentro de las 
infraestructuras relativas a la red vial nacional a las que se refiere el numeral 4 del artículo 
10 de la Ley 388, la infraestructura especializada de logística definida por el nivel nacional 
y regional para la intermodalidad.  
 
Otra innovación introducida por el artículo fue ordenar que cada entidad competente por la 
expedición de las determinantes las delimitara geográficamente con su respectiva 
zonificación, restricciones de uso y desarrollo de manera precisa y actualizada, a fin de 
disponerlas a los municipios y facilitar así su delimitación geográfica en los POT, Y definir 
con carácter obligatorio que las entidades competentes por la expedición e determinantes,  
implementen los mecanismos para facilitar la coordinación, adecuación e implementación 
de las determinantes en los Planes de Ordenamiento Territorial de acuerdo con las 
particularidades de los contextos territoriales.  
 
Aspecto adicional de relevante importancia es que el artículo además introdujo el mandato 
de que los determinantes del ordenamiento del territorio, respeten y acaten los principios 
de la Palabra de Vida, Leyes de Origen, Derecho Mayor, Derecho Propio de cada pueblo 
y/o comunidad Indígena, negra, afrocolombiana, raizal y palenquera. 
 
Actualmente se continúa avanzando de manera conjunta MVCT, IGAC y DNP en el proceso 
de reglamentación del parágrafo 2, del referido artículo 32. Para la elaboración del proyecto 
de reglamentación se realizaron mesas de trabajo, así como actividades de socialización y 
retroalimentación. Esto, teniendo en cuenta la diversidad de actores sobre los que recaerá 
la implementación de los parámetros de coordinación y los procedimientos de gestión de la 
información, así como los actores beneficiarios de estas medidas, en especial, los 
departamentos, municipios y distritos del país. Una vez concluida esta etapa, y con base 
en los aportes de las mesas de trabajo, las socializaciones y retroalimentaciones, se 
desarrollaron las actividades de ajuste a la propuesta de articulado del proyecto de 
reglamentación, preparación final de la memoria justificativa y publicación. Durante el 2024 
proyecto se publicó en dos oportunidades en la página web de del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, como se describe a continuación. En una primera versión se previó 
realizar la reglamentación mediante un decreto y una resolución, las cuales se publicaron 
para observaciones desde 28 de junio hasta el 12 de julio de 2024, como puede 
comprobarse en los siguientes vínculos:https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-
servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-

dictan-otras-disposiciones y https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-

publicas/por-la-cual-se-adoptan-los-parametros-generales-para-la-expedicion-de-las-
determinantes-las-que-hace-referencia-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997 
  

Posteriormente, se hizo una segunda publicación desde el 26 de septiembre al 10 de 

octubre de 2024, a partir de la cual se unificó la reglamentación en un único decreto, como 

se evidencia en el siguiente link: https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-

publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-

disposiciones-0. Estas publicaciones cuentan con informes de observaciones y respuestas, 

en cumplimiento del Decreto 1081 de 2015 artículo 2.1.2.1.14, publicado en el mismo 

vínculo.  

 

https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-disposiciones
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-disposiciones
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-disposiciones
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-la-cual-se-adoptan-los-parametros-generales-para-la-expedicion-de-las-determinantes-las-que-hace-referencia-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-la-cual-se-adoptan-los-parametros-generales-para-la-expedicion-de-las-determinantes-las-que-hace-referencia-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-la-cual-se-adoptan-los-parametros-generales-para-la-expedicion-de-las-determinantes-las-que-hace-referencia-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-disposiciones-0
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-disposiciones-0
https://www.minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-reglamenta-el-articulo-10-de-la-ley-388-de-1997-y-se-dictan-otras-disposiciones-0


   

 

   

 

Actualmente la reglamentación se encuentra en etapa nueva revisión de observaciones y 

ajustes, con base en una tercera publicación disponible en https://minvivienda.gov.co/tramites-

y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-modifica-la-seccion-1-del-capitulo-1-del-titulo-2-de-la-

parte-2-del-libro-2-del-decreto-1077-de-2015-reglamentario-del-sector-vivienda. fecha de 

publicación. Publicado desde el 25/08/2025 hasta el 04/09/2025. Una vez concluida esta 

etapa, se espera avanzar hacia la suscripción de firmas y envío a Presidencia.  

 

2.5. Reforma Agraria, Reconocimiento del Campesinado como Sujeto Político 

de Derechos y de Especial Protección Constitucional: Implicaciones en el 

Ordenamiento Territorial. 

 
Se adelanta un trabajo orientado a poner en funcionamiento el Sistema Nacional de 
Reforma Agraria, organizado en 8 subsistemas, en el que cada subsistema cuenta con un 
plan acción, una secretaria técnica y un conjunto de entidades con la obligación de 
desarrollar las actividades propuestas en el plan de acción. Un objetivo central dentro del 
Sistema Nacional de Reforma Agraria es poder impulsar y consolidar las territorialidades 
campesinas como las Zonas de Reserva Campesina, los Territorios Campesinos 
Agroalimentarios TECAM, Los Ecosistemas Acuáticos Agroalimentarios EAA, así como, las 
territorialidades étnicas, ampliación, saneamiento y declaración de Resguardos Indígenas, 
Consejos Comunitarios y tierras colectivas para comunidades Rrom,  iniciativas que tienen 
un impacto directo en el ordenamiento territorial y que se consideran fundamentales en los 
análisis y reflexiones alrededor del ordenamiento territorial alrededor del agua y la Justicia 
Ambiental. En este sentido, resulta esencial la participación del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural en la Comisión de Ordenamiento Territorial, dado que los avances en 
materia de Reforma Agraria repercuten en el ordenamiento territorial, partiendo del cambio 
constitucional que reconoció al campesinado como sujeto especial de derechos. 
 
Asimismo, se ha venido realizando el mapeo de los actos normativos correspondientes, con 
el fin de evaluar las implicaciones, retos y desafíos que la Reforma Agraria plantea en 
términos de ordenamiento territorial. Si bien este análisis resulta especialmente relevante 
para la región Caribe y Magdalena Medio, donde se ha concentrado la priorización de 
acciones por parte del MADR para la adjudicación de tierras, procesos de formalización, 
asignación de proyectos productivos bajo la estrategia de núcleos de reforma agraria o 
Distritos Agrarios, muchos de los ajustes normativos o nuevas reglamentaciones tienen 
impacto en las políticas de ordenamiento del nivel nacional.  
 
Actualmente el Comité Especial Interinstitucional de la COT está revisando los avances de 
Sistema Nacional de Reforma Agraria en los aspectos de ordenamiento territorial, y en 
particular los de la delimitación de las áreas de protección para la producción de alimentos 
(APPA) a fin de identificar logros y retos que ameriten la recomendación de acciones de 
mediano y largo plazo en el diseño del Acuerdo COT con la Agenda Nacional OTAAJA 
previamente mencionada. 
 

2.6. Ordenamiento Territorial y Enfoque Diferencial Étnico: Entidades 

Territoriales Indígenas, Áreas no Municipalizadas y Territorios de 

Comunidades Negras, Afrodescendientes, Raizales y Palenqueras. 

 
 
Se avanza en la construcción de una ruta orientada a formular lineamientos para armonizar 
los instrumentos de planificación territorial con los Planes de Vida y demás instrumentos de 

https://minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-modifica-la-seccion-1-del-capitulo-1-del-titulo-2-de-la-parte-2-del-libro-2-del-decreto-1077-de-2015-reglamentario-del-sector-vivienda
https://minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-modifica-la-seccion-1-del-capitulo-1-del-titulo-2-de-la-parte-2-del-libro-2-del-decreto-1077-de-2015-reglamentario-del-sector-vivienda
https://minvivienda.gov.co/tramites-y-servicios/consultas-publicas/por-el-cual-se-modifica-la-seccion-1-del-capitulo-1-del-titulo-2-de-la-parte-2-del-libro-2-del-decreto-1077-de-2015-reglamentario-del-sector-vivienda


   

 

   

 

política propios de los Pueblos Indígenas, acción incluida en el plan de trabajo por 
sugerencia del Ministerio del Interior.  
 
Para tales fines, en acción conjunta con dicha cartera ministerial, se adelanta una matriz de 
análisis sobre las implicaciones en el Ordenamiento Territorial del bloque normativo reciente 
relacionado con las Entidades Territoriales Indígenas. Asimismo, se convocará un espacio 
técnico en el marco de la COT para identificar el relacionamiento, articulación y 
coordinación existentes con los Pueblos y Comunidades Indígenas en procesos de 
planificación territorial e identificar implicaciones, retos y posibles acciones asociadas al 
Ordenamiento Territorial, derivadas de la implementación de los decretos relacionados con 
Territorios Indígenas y Autoridades Ambientales Indígenas.   
 

2.7. Convergencia Regional, Relaciones Ciudades -Campo y Ordenamiento 

Territorial. 

 
 
Junto con el MVCT se han adelantado mesas técnicas interinstitucionales para discusión 

del Documento de Trabajo – Bases para la Reglamentación de los Planes de 
Ordenamiento Departamental (POD). 
 
Se remitió el documento de proyecto de reglamentación del Observatorio de 
Ordenamiento Territorial a Ministerio de Interior solicitando aclaraciones y ajustes a 
observaciones junio de 2025, pero por cambios en las diferentes carteras responsable de 
la reglamentación el decreto no ha finalizado su proceso de firmas. 
 

2.8. Ordenamiento Marino - Costero, Ordenamiento Territorial y Modelo de 

Desarrollo Socioeconómico. 

 

Se continúa con el seguimiento y las recomendaciones para la articulación de 
políticas públicas relacionadas a los ámbitos marino-costeros e insulares. Lo 
anterior teniendo en cuenta los procesos de actualización de la Política Nacional 
Ambiental para el Desarrollo Sostenible de los Espacios Oceánicos y las Zonas 
Costeras e Insulares de Colombia –PNAOCI (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, 2000) y de la Política Nacional del Océano y los Espacios Costeros –
PNOEC Comisión Colombiana del Océano, actualización 2018).  
 
Asimismo se han enviado observaciones sobre los Proyectos de Ley del Senado: 
PL 382 de 2025 Senado “Por medio de la cual se dictan medidas para la 
sostenibilidad, restauración e Inter institucionalidad del territorio marino y costero y 
se dictan otras disposiciones.” y PL 224 de 2024 “Por medio de la cual se establecen 
los lineamientos para la formulación de la Política Pública para el impulso y la 
promoción de la Economía Azul y la Economía Ecológica en los ecosistemas 
hídricos del país y se dictan otras disposiciones - “Ley de Economía Azul y 
Ecológica. A su vez, se adelanta el ejercicio piloto de Planificación Espacial Marina 
(PEM) Atlántico y Bolívar liderado por la Dirección de Asuntos Marinos, Costeros y 
Recursos Acuáticos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  
 



   

 

   

 

Se socializó en el mes de septiembre la Ficha Especializada “Asuntos Marinos, 
Costeros e Insulares para su Análisis e Integración a los Planes de Ordenamiento 
Territorial” del KIT de Ordenamiento Territorial a todas las entidades territoriales 
costeras e insulares, en el marco de la Mesa Interinstitucional de la Procuraduría 
General de la Nación /Estrategia Integral interinstitucional para gestionar la 
recuperación de bienes de uso público en zonas de playa y terrenos de bajamar. 
Así mismo, para este primer semestre el Ministerio de Ciudad, Vivienda y Territorio 
realizó una capacitación de esta ficha especializada en el municipio de Mosquera y 
en el Distrito de Tumaco.  
 
 
 

2.9. Asociatividad Territorial y Ordenamiento Territorial. Fortalecimiento, 

Autonomía, Responsabilidades. 

 
Este punto del plan de acción de la COT, tiene como finalidad, avanzar en la estrategia de 
fortalecimiento de los Esquemas Asociativos Territoriales (EAT) de alcance subregional, 
metropolitano o regional y orientar la gestión ambiental de los Esquemas Asociativos 
Territoriales (EAT) con la incorporación del enfoque del Ordenamiento Territorial Alrededor 
del Agua en los planes Estratégicos de Mediano Plazo de los Esquemas Asociativos 
Territoriales. 
 
Además, es relevante abrir el debate sobre lo establecido en la Ley de Competencias en 
materia de asociatividad, con el fin de comprender el rol que esta puede desempeñar en la 
distribución de competencias y en el proceso de descentralización. En este marco, se han 
venido desarrollando las tareas misionales correspondientes y se han cumplido los 
acuerdos de consulta previa del Plan Nacional de Desarrollo con el pueblo negro, 
afrocolombiano, raizal y palenquero, para lo cual se requiere el apoyo del Ministerio del 
Interior. 
 
En concordancia con lo anterior, las entidades del CEI-COT realizaron observaciones y 
recomendaciones al documento técnico de soporte del proceso de conversión de la Región 
Administrativa y de Planificación del Caribe-RAP Caribe en Región Entidad Territorial-RET. 
En el cual se establecieron aspectos que se consideraron necesarios para el proceso de 
transición en cuanto a los beneficios de la descentralización fiscal, política y la autonomía 
regional; competencias generales y sectoriales para la RET y el modelo de gobernanza 
multinivel propuesto. 
 
En relación con la modificación del Decreto 900, se adelantó el proceso de ajuste y está por 
finalizar el compromiso, mediante la firma del decreto modificatorio. Adicionalmente, se 
encuentra en funcionamiento la mesa técnica con el pueblo raizal, orientada a formular 
recomendaciones en materia de asociatividad y ordenamiento territorial; y en proceso el 
fortalecimiento y sensibilización de las comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 
Palenqueras en materia de asociatividad territorial.   
 
 

2.10. Ordenamiento Territorial en Zonas de Frontera. Seguridad, Soberanía y 

Desarrollo Endógeno. 

 



   

 

   

 

 
Sobre este punto el DNP en coordinación el Ministerio de Relaciones Exteriores ha 
avanzado en la socialización de la propuesta de árbol de problemas para la politica nacional 
de desarrollo e integración fronteriza, en el marco de las Comisiones Regionales para el 
Desarrollo de las Fronteras realizadas durante 2024 y 2025. Las cuales han contado con 
participación de instituciones locales, comunidades locales, comunidades étnicas y 
entidades del gobierno nacional con incidencia en los procesos de integración y desarrollo 
fronterizo. 
 
Adicionalmente, en el marco del Decreto 0657 de 2023, el cual definió como condiciones 
para que un municipio, corregimiento o área no municipalizada de un departamento 
fronterizo pueda ser declarado Zona de Frontera y/o Unidad Especial de Desarrollo 
Fronterizo. El DNP en coordinación de las demás entidades del gobierno nacional que 
define el decreto, se han emitido los conceptos técnicos necesarios para evaluar la posible 
declaratoria de los municipios, corregimiento y áreas no municipalizadas de los 
departamentos fronterizos, con el liderazgo del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
 
Por otro lado, se ha avanzado en el proceso de reglamentación de los procesos asociativos 
transfronterizos en conjunto del Ministerio del Interior, DNP y el Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 
 

2.11. Cooperación Técnica Territorial como Enfoque para las Políticas de 

Ordenamiento Territorial, que orienten la planificación y gestión para el 

desarrollo. 

 
Esta acción del Plan de la COT, está orientada a construir una estrategia territorial que 
contenga elementos conceptuales y metodológicos de planificación y la gobernanza 
territorial como eje estructurante del Ordenamiento Territorial Alrededor del Agua, de 
manera que se promueva la planificación y gestión multiescalar e intersectorial y la toma de 
decisiones, adaptados a las particularidades territoriales. Así como diseñar e implementar 
un proceso de formación para fortalecer las capacidades para liderar o participar en 
desarrollo y ordenamiento territorial. 
 
Desde la Dirección de Ordenamiento y Desarrollo Territorial del DNP se ha propuesto 
cambiar el enfoque, pasando de un modelo de asistencia técnica, de carácter centralista, a 
un proceso de cooperación técnica en el cual diversos actores sociales construyen 
conocimiento de manera conjunta para encontrar soluciones a los retos en materia de 
ordenamiento, planeación y desarrollo. 
 
En este marco, se ha venido avanzando en el desarrollo de los créditos de catastro 
multipropósito y se prevé la conformación de equipos territoriales para implementar la 
estrategia de Cooperación Técnica Territorial. Estos equipos deberán articularse con las 
entidades que también desarrollan labores en territorio, como el IGAC, las escuelas 
interculturales para la vida y demás entidades del gobierno nacional con competencias en 
ordenamiento y administración del territorio y trabajarán directamente con comunidades, 
gobernaciones, alcaldías, funcionarios, secretarías de planeación, entre otros actores, en 
temas propios del ordenamiento y la planeación territorial. 
 
La estrategia iniciará operación con los equipos territoriales en una primera fase en los 
departamentos de Córdoba, Sucre, Bolívar (zona 3); Putumayo, Caquetá, Guaviare (Zona2) 



   

 

   

 

y Norte de Santander (Zona 4). Se espera contar con los equipos contratados antes de 
finalizar el año, con el fin de avanzar en esta línea de trabajo. 

Cabe resaltar que, a pesar de no contar aún con los equipos territoriales, el equipo técnico 

de la Dirección ha redoblado esfuerzos y ha logrado avances significativos en los tres 

componentes de la estrategia. En Guaviare, Putumayo y Norte de Santander, en particular, 

se han impulsado procesos de diálogo social participativo para identificar actores clave, 

conflictos y problemáticas de ordenamiento y administración del territorio, articulándose 

además con estrategias interinstitucionales para mapear la oferta institucional existente. 

En el componente de Fortalecimiento de Capacidades Territoriales, el equipo especializado 

de la Unidad de Catastro Multipropósito ha realizado diagnósticos de capacidades 

territoriales y desarrollando espacios de formación dirigidos a distintos actores sobre el uso 

de la información catastral y las finanzas territoriales. Finalmente, en el componente de 

Nodos para la Administración del Territorio, los equipos técnico y tecnológico han avanzado 

en el diseño de un piloto que se implementará en el departamento de Guaviare. 

 

2.12. Conceptos, pronunciamientos y otras actividades por demanda  

 

Además de las actividades previamente mencionadas, se han adelantado otras por 

demanda relacionas con asistencia técnica y pronunciamientos solicitados a la Comisión 

entre las cuales destacan las siguientes, realizadas en el marco del CEI-COT:  

• Se emitió el concepto técnico sobre la versión Preliminar del Documento Técnico de 

Soporte de la Región Entidad Territorial Caribe. En el cual las entidades se 

pronunciaron desde su misionalidad sobre los antecedentes históricos y políticos del 

proceso de regionalización en el Caribe; el diagnóstico regional integrado que 

evidencia profundas brechas territoriales, económicas y sociales, y limitaciones de 

la Región Administrativa de Planificación del Caribe(RAP) para cerrarlas; la 

fundamentación sobre los beneficios de la descentralización fiscal, política y la 

autonomía regional; la propuesta de competencias generales y sectoriales para la 

RET, el modelo de gobernanza multinivel, los mecanismos de participación 

ciudadana, y la estrategia de financiación diversificada; el Plan de transición con 

hoja de ruta normativa, institucional y operativa para implementar la RET Caribe de 

forma progresiva, y la estrategia de financiación que incluye fuentes propias, 

financiación nacional, bonos verdes y cooperación internacional. Se atendió la 

citación de la COT Senado para presentar los principales elementos del concepto 

en mención. 

 

• En coordinación con las entidades del CEI-COT y otras entidades que acompañaron 

la generación de la Ficha Especializada “Asuntos Marinos, Costeros e Insulares 

para su Análisis e Integración a los Planes de Ordenamiento Territorial” del KIT de 

Ordenamiento Territorial, se realiza el 17 de septiembre de 2025 la socialización de 

esta herramienta a las entidades territoriales costeras e insulares. Lo anterior en el 

marco de la Mesa Interinstitucional de la Procuraduría General de la Nación 



   

 

   

 

/Estrategia Integral interinstitucional para gestionar la recuperación de bienes de uso 

público en zonas de playa y terrenos de bajamar.  

 

• Se adelantó mesa técnica  de acompañamiento y asistencia técnica a la formulación 

del POD SUCRE,  así mismo en articulación con la estrategia de fortalecimiento a 

entidades territoriales de MVCT y las entidades del CEI COT se han adelantado 

mesas técnicas de revisión al POD adoptado de la GUAJIRA. 

 

• Se elaboró en coordinación con el Ministerio el Interior y el Ministerio de Vivienda, 

un concepto jurídico y técnico sobre la viabilidad de facultad de los concejos 

municipales para incluir a estos actores en las Comisiones Regionales de 

Ordenamiento Territorial (CROT), así como recomendaciones para la elaboración 

de actos administrativos de “acuerdo” para el funcionamiento de la CROT. 

 

• En atención a un derecho de petición se consolidó una base Excel con la información 

de funciones de entidades con competencia en la definición de las competencias de 

las diferentes entidades frente a los territorios indígenas en términos de creación, 

ampliación, saneamiento, delimitación, ocupación indebida, uso indebido, etc. que 

se relacionan directamente con los territorios indígenas 

 

• Con relación a la constitución de distritos especiales, se emitieron comentarios y 

recomendaciones frente a los siguientes proyectos de acto legislativo: 

 

▪ Proyecto de Acto Legislativo No. 02 de 2025: "Por el cual se otorga la 

categoría de distrito especial eje del Conocimiento al municipio de 

Manizales en el departamento de Caldas". 

▪ Proyecto de Acto Legislativo 87 de 2025, Por medio del cual se le otorga 

la categoría de Distrito Turístico, Fronterizo, Ambiental, Forestal, 

Portuario, Biodiverso y Cultural al Municipio de Leticia, en el 

departamento del Amazonas”. 

▪ Proyecto de Acto Legislativo “Por medio del cual se otorga la calidad de 

Distrito Especial, Turístico, Histórico y Cultural a Villa de Leyva”. 

▪ Proyecto de Acto Legislativo 07 de 2025, “Por el cual se modifican los 

artículos 328 y 356 de la constitución política otorgándole al municipio de 

Villavicencio (Meta) la categoría especial de distrito biodiverso, turístico, 

cultural, agroindustrial y educativo”. 

Como criterio general, estos comentarios se encuentran orientados a las 

implicaciones de carácter fiscal, como de descentralización administrativa y 

política que tiene la conformación de nuevos distritos y la dificultad que ha 

representado para estos su constitución por acto legislativo sin cumplir los 

requisitos dispuestos por ley. 

Para el caso particular de Villavicencio (Meta), se indica que hay evidencia 

el cumplimiento de algunas de las condiciones dispuestas por la Ley 1617 

de 2013 para su conformación como distrito; esto es, una población mayor a 

500.000 habitantes y ser capital de departamento, se invita a complementar  

y desarrollar el “documento con la sustentación técnica del potencial para el 



   

 

   

 

desarrollo de puertos o para el desarrollo de actividades turísticas, 

industriales, o económicas de gran relevancia y/o culturales, que acredite la 

capacidad institucional, de gestión y financiación para el desarrollo de dicha 

vocación”, al que hace alusión el artículo 8° de la Ley 1617 de 2013, 

modificado por el artículo 124° de la Ley 1955 de 2019 y reglamentado por 

el Decreto 1576 de 2022, a partir de las consideraciones aquí dispuestas, 

junto con las establecidas en el acta de la sesión ordinaria de la Comisión de 

Ordenamiento Territorial COT No. 14 de Junio 05 de 201921. Lo anterior, bajo 

la consideración de las implicaciones de carácter fiscal, como de 

descentralización administrativa y política que tiene la conformación de 

nuevos distritos, garantizando los requisitos dispuestos por ley y en aras de 

que el posible otorgamiento de condición de distrito a la ciudad de 

Villavicencio cuente con las garantías técnicas para ello. Esto implica, el 

trámite de esta iniciativa junto con su documento técnico de soporte a través 

de la Comisión de Ordenamiento Territorial COT. 

• Por su parte, se atendió invitación a la sesión de la Comisión de Ordenamiento 

Territorial de la Cámara de representantes el pasado 3 de septiembre, en que trató 

la proposición No. 37 presentada por el H.R. Eduard Giovanny Sarmiento Hidalgo 

con respecto a conocer y analizar los retos, dificultades y oportunidades en la 

implementación de la distritalidad en el municipio de Turbo, Antioquia, de 

conformidad con lo establecido en la Ley 1883 de 2018; y en la que y en que 

participaron en representación del gobierno nacional el Ministerio del Interior, 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de Planeación. 

 

Como resultado de la sesión, y con el ánimo de aunar esfuerzos entre las comisiones 

de Ordenamiento Territorial de Congreso y Cámara de Representantes junto con el 

gobierno, se sugirió realizar una mesa técnica en territorio, a fin de avanzar en el 

 
21 Véase https://dnp.gov.co/LaEntidad_/subdireccion-general-descentralizacion-desarrollo-territorial/direccion-ordenamiento-

desarrollo-territorial/Paginas/actas-sesiones-de-la-cot.aspx 



   

 

   

 

proceso de distritalización de Turbo (Antioquia), y por parte del gobierno nacional se 

estableció el compromiso de definir una ruta de asistencia técnica en tres (3) aspectos: 

o Formulación de su Plan de Ordenamiento Territorial. 

o Actualización catastral con carácter multipropósito. 

o Actualización de su estatuto tributario. 

En razón a lo anterior, a partir de la asistencia técnica que brindan las entidades del 

orden nacional que constituyen la CEI – COT de conformidad a su misionalidad y 

programación de actividades; se propuso una ruta para prestar atención a los 

proceso de asistencia técnica en los puntos previamente señalados, así como una 

mesa técnica en territorio en coordinación con las comisiones de ordenamiento 

territorial de Senado y Cámara de Representantes. 

 

 

  



   

 

   

 

 

 

3. Avances por parte de las entidades del nivel nacional, integrantes del 

Comité Especial Interinstitucional de la COT 
 

Además de los avances logrados en el marco del Comité Especial Interinstitucional de la 

COT, a continuación, se presentan el listado de líneas de trabajo priorizadas por cada 

entidad, así como los avances, logros y retos identificados a la fecha, en el marco de la 

transformación de ordenamiento territorial del Plan Nacional de Desarrollo 2022- 2026.   

 

Balance de líneas de trabajo priorizadas por las entidades del nivel nacional con 

competencias en ordenamiento territorial 

 

3.2. Ministerio del interior  

  
• Catalizadores del PND priorizados: Capacidades de los gobiernos locales y las 

comunidades para la toma de decisiones de ordenamiento y planificación territorial. 

Y Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) reforma Agraria, reconocimiento 

del Campesinado como sujeto político de derechos y especial protección 

constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero 

 

• Avances, logros y retos: 

Medidas para asegurar la participación democrática en la planificación territorial: 

La Subdirección de Gobierno, Gestión Territorial y Lucha contra la Trata del 

Ministerio del Interior, en cumplimiento de sus funciones de fortalecimiento 

institucional y acompañamiento a las entidades territoriales, ha consolidado un plan 

de trabajo orientado a garantizar la participación ciudadana en los procesos de 

planificación y ordenamiento del territorio. 



   

 

   

 

Este esfuerzo se concreta a través de la asistencia técnica brindada a 

gobernaciones, alcaldías, concejos municipales y consejos territoriales de 

planeación (CTP), con el propósito de que dichos actores cuenten con las 

capacidades y herramientas necesarias para incidir de manera informada y 

transparente en la formulación, actualización y concertación de los Planes de 

Ordenamiento Territorial (POT), Planes Básicos de Ordenamiento Territorial 

(PBOT), Esquemas de Ordenamiento Territorial (EOT) y Planes de Ordenamiento 

Departamental (POD). 

Entre enero y agosto se han realizado 66 asistencias técnicas y se han diseñado y 

aplicado metodologías participativas como cabildos abiertos, ejercicios de 

participación ciudadana y la emisión de conceptos técnicos de los CTP, lo que ha 

fortalecido la deliberación democrática y la incidencia ciudadana en la planeación y 

actualización de los POD, POT, PBOT y EOT. 

Como resultado de lo anterior, gobernaciones y municipios atendidos cuentan hoy 

con mayor capacidad técnica y metodológica para adelantar procesos de 

actualización de POT y POD, en coherencia con las políticas nacionales.  

Por otra parte, se destacan avances territoriales en Quindío, Nariño, Putumayo, 

Valle del Cauca, Cauca, Caquetá, Amazonas, La Guajira y Boyacá, donde se 

acompañaron procesos de participación, concertación y presentación de 

instrumentos ante concejos municipales y asambleas departamentales. 

Quindío: asistencia técnica en Salento, Circasia, Montenegro, Quimbaya, Calarcá, 

La Tebaida, Filandia, Buenavista, Génova y Pijao, entregando al CTP metodologías 

de cabildo abierto y participación para la actualización de POT y PBOT. 

Nariño: apoyo a la Gobernación en la implementación de la Comisión Regional de 

Ordenamiento Territorial y acompañamiento a municipios como Mocoa y Villagarzón 

en la aplicación de metodologías participativas. 

Amazonas: asesoría a la Gobernación en la presentación del POD ante la Asamblea 

Departamental, incluyendo observaciones técnicas ajustadas a la normatividad 

vigente. 

Valle del Cauca: asistencia técnica en Candelaria y Cartago para la implementación 

de metodologías participativas y el fortalecimiento institucional de concejos 

municipales y CTP. 

Cauca: acompañamiento al municipio de Villarica en procesos de cabildo abierto y 

en la actualización de esquemas de ordenamiento territorial. 

Caquetá y Putumayo: asistencia técnica a alcaldías y concejos municipales de 

Villagarzón, Puerto Leguízamo, San Francisco, Solita, Curillo, Solano y Santa Rosa, 

fortaleciendo la participación ciudadana en la actualización de POT. 



   

 

   

 

La Guajira: asistencia técnica a la Gobernación en procesos de participación 

ciudadana y planeación territorial. 

Boyacá: asesoría al municipio de Labranzagrande para la implementación de 

metodologías participativas en la actualización del EOT. 

En el desarrollo de las actividades en mención, se han identificado los siguientes 

retos para asegurar la participación democrática en la planificación territorial:  

• Fortalecer la participación ciudadana en el tiempo: garantizar que la comunidad no 

solo asista a reuniones iniciales, sino que permanezca vinculada a lo largo de todo 

el proceso de planeación, ejecución y seguimiento de los POT y POD. 

• Ampliar capacidades en municipios: muchos gobiernos locales carecen aún de 

equipos técnicos suficientes para liderar procesos de ordenamiento, por lo que 

requieren mayor apoyo y formación. 

• Mejorar la coordinación interinstitucional: es necesario que entidades nacionales, 

departamentales y municipales trabajen de manera más articulada, evitando 

esfuerzos aislados o duplicados. 

• Ampliar el acceso a la información: persisten limitaciones de conectividad y acceso 

a medios digitales que restringen la participación de comunidades en zonas 

apartadas. 

• Garantizar mayor inclusión: se requiere que mujeres, jóvenes, comunidades étnicas 

y rurales tengan un papel activo en las decisiones de ordenamiento territorial. 

• Prevenir conflictos territoriales: en algunos territorios existen tensiones por el uso 

del suelo; el fortalecimiento de espacios de diálogo puede ayudar a evitar conflictos 

y consolidar acuerdos sostenibles. 

Esquemas Asociativos Territoriales 

En cumplimiento del Decreto 1033 de 2021, que delegó en la Dirección de Gobierno 

y Gestión Territorial del Ministerio del Interior la función de verificar los requisitos y 

revisar los documentos presentados por los Esquemas Asociativos Territoriales en 

el proceso de registro en el Sistema de Registro de Esquemas Asociativos 

Territoriales, así como la facultad de expedir los actos administrativos 

correspondientes (resoluciones), se adelantó el acompañamiento a 56 esquemas 

asociativos, con los siguientes resultados: 10 resoluciones de registro. 19 

resoluciones de actualización. Y 26 resoluciones de renovación. Por otra parte, en 

cuanto a la Resolución de agente liquidador, Actualmente, en la base de datos se 

encuentran focalizados 106 esquemas asociativos territoriales. 

Respecto al avance de la EAT se observan los siguientes retos:  

• Expedir el decreto reglamentario del artículo 41 del Plan Nacional de Desarrollo 

“Colombia, Potencia Mundial de la Vida”. 

• Expedir el decreto reglamentario para las áreas metropolitanas. 

• Expedir el decreto reglamentario sobre los procesos asociativos transfronterizos. 

• Actualizar el Sistema de Registro de Esquemas Asociativos Territoriales. 



   

 

   

 

• Continuar con la implementación de la estrategia de “Asociatividad Territorial para 

la Paz”, contemplada en el artículo 41 del PND. 

Implementación del Decreto 632 de 2018 

Desde la Subdirección de Gobierno, Gestión Territorial y Lucha contra la Trata, se 

ha realizado el acompañamiento técnico para la implementación del Decreto 632 de 

2018, logrando articular cuatro sesiones de trabajo, en el marco del artículo 11 de la 

mencionada norma, con diez Consejos Indígenas y los departamentos de 

Amazonas, Guainía y Vaupés. Como resultado de estas sesiones, se definieron los 

mecanismos de coordinación y articulación para la puesta en funcionamiento de 

estos territorios indígenas. Asimismo, se han acompañado diálogos interculturales 

entre el Gobierno Nacional y los Consejos Indígenas para la elaboración de ochos 

acuerdos interculturales y protocolización de estos, con el fin de poner en 

funcionamiento dichos territorios como Entidades Territoriales Indígenas. 

Igualmente, se brindó apoyo técnico en la elaboración del Decreto 0488 de 2025, en 

el cual se dispusieron las normas fiscales necesarias y las demás relativas al 

funcionamiento de los territorios indígenas y su coordinación con las demás 

entidades territoriales. 

En cuanto a los retos identificados, uno de los retos más relevantes, una vez entren 

en funcionamiento los territorios indígenas como ETI´s, en materia de ordenamiento 

territorial, es la armonización de los sus Planes de Vida con los demás instrumentos 

de planificación territorial.  

Desde la Subdirección de Gobierno se propuso incluir en el Plan de Acción la 

siguiente actividad: “formular lineamientos para armonizar los instrumentos de 

planificación territorial con los Planes de Etnodesarrollo y Planes de Vida de las 

comunidades étnicas”, la cual fue aprobada con sus respectivas acciones a 

desarrollar desde septiembre de 2025 hasta agosto de 2026. 

3.3. Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
 

• Catalizadores del PND priorizados: El agua, la biodiversidad y las personas, en 

centro del ordenamiento territorial. Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) 

reforma Agraria, reconocimiento del Campesinado como sujeto político de derechos 

y especial protección constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero. La 

planificación y gestión ambiental que lidera y promueve el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, en general, requiriere verse con relación a los diversos 

catalizadores, teniendo en cuenta el enfoque sistémico del PND 2022 – 2026. Para 

atender la solicitud se hará referencia principalmente a i) El agua, la biodiversidad y 

las personas, en centro del ordenamiento territorial y, iii) Capacidades de los 

gobiernos locales y las comunidades para la toma de decisiones de ordenamiento y 

planificación territorial. 

 

 



   

 

   

 

• Avances, logros y retos: 

El agua, la biodiversidad y las personas, en centro del ordenamiento territorial.  

Desde la perspectiva de la transformación: El agua, la biodiversidad y las personas 

en el centro del ordenamiento territorial, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, a través de la Dirección de Ordenamiento Ambiental Territorial y Sistema 

Nacional Ambiental, DOAT-SINA, está avanzando en la implementación de la 

Estrategia de Ordenamiento Territorial Alrededor del Agua EOTAA.  

Las orientaciones conceptuales y técnicas de la estrategia se han venido 

desarrollando a través de una serie de documentos de la EOTAA: Síntesis de la 

EOTAA, Prospectiva para la planificación y gestión del OTAA, y Consideraciones 

sobre los acuerdos de OTAA; que están en proceso de edición.  

Para la implementación de la EOTAA, se plantearon objetivos y productos 

específicos para desarrollarlos en coordinación con los diferentes niveles 

institucionales del Estado, iniciando por las gestiones para la implementación de la 

Estrategia con las direcciones técnicas del Ministerio de Ambiente y los avances en 

la coordinación y articulación con el SINA institucional (Corporaciones Autónomas, 

Autoridades Ambientales Urbanas, Institutos de investigación ambiental), y además 

la articulación con las entidades sectoriales y territoriales.   

La EOTAA tiene como una de sus principales líneas de acción la implementación 

del OTAA en los territorios o ecorregiones priorizados por el PND 2022, 2026 

(Amazonia, La Mojana, insular Caribe, Páramos, Sierra Nevada y Ciénaga Grande, 

Cartagena, Sabana de Bogotá, Catatumbo, Corredor de Vida del Cesar, Pacífico, 

Guajira, Sabanas de la Orinoquia, Bajo Cauca, Eje Cafetero y Macizo Colombiano. 

Además, se agregaron: Serranía de San Lucas, Bajo Cauca Antioqueño, Eje 

cafetero y Guajira).  

En dichos territorios priorizados, atendiendo las metas de Sinergia, se ha logrado 

consolidar, 13 acuerdos para el OTAA. 

Se ha realizado acompañamiento técnico a formulación proyectos de OTAA para los 

territorios priorizados, y se ha conseguido financiación a través del Fondo para la 

vida y la Biodiversidad. 

El ordenamiento territorial alrededor del agua debe estar sustentado en un sistema 

de gobernanza del agua y el territorio, para que las instancias locales se apropien y 

empoderen de la toma de decisiones, constituyéndose en artífices de las 

transformaciones requeridas para alcanzar la sostenibilidad. Esto exige, entre otros 

aspectos, fortalecer las capacidades para la toma de decisiones de ordenamiento y 

planificación territorial. 

El artículo 34 del actual Plan Nacional de Desarrollo crea los Consejos Territoriales 

del Agua en cada una de las ecorregiones y territorios estratégicos priorizados en el 

Plan Nacional de Desarrollo "Colombia Potencia Mundial de la Vida 2022-2026", 



   

 

   

 

cuyo objeto será fortalecer la gobernanza multinivel, diferencial, inclusiva y justa del 

agua y el ordenamiento del territorio en torno al agua, buscando la consolidación de 

territorios funcionales con enfoque de adaptabilidad al cambio climático y gestión del 

riesgo 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible preparó la propuesta de decreto 

de creación de los Consejos Territoriales del agua. Este decreto se encuentra en la 

fase de revisión jurídica y organizando la fase de consulta, esperando ser adoptado 

a finales del 2025. 

De manera específica, se acompañan técnicamente la tercera ronda de las seis 

mesas territoriales del futuro Consejo Territorial del Agua de la ecorregión Sierra 

Nevada y Ciénaga Grande de Santa Marta. La tercera ronda hace parte del proceso 

de conformación del Consejo Territorial del Agua una vez se expida el decreto 

correspondiente. 

En cuanto a los retos identificados a la fecha, se observan los siguientes:  

• Incorporar ampliamente la EOTAA en los programas de los territorios priorizados 

para el OTAA, y fortalecer las capacidades de autogestión de sus instancias 

territoriales, para que se apropien y empoderen, de manera que, de manera 

descentralizada, alcancen su visión de desarrollo sostenible, teniendo como eje 

articulador el OTAA. 

 

• Lograr, en conjunto con la Secretaría Técnica de la COT y los integrantes del 

CEI, que la Comisión de Ordenamiento Territorial del Congreso adopte la 

Agenda de OTAAyJA, como acuerdo COT, y promover su apropiación e 

implementación, articuladamente, entre las diversas entidades que integran el 

CEI. 

 

• Incorporar, de manera permanente, en conjunto con el Sistema Nacional 

Ambiental SINA, y en particular con el SINA institucional, estrategias de 

gobernanza del agua y el territorio en la formulación, actualización e 

implementación de los instrumentos de planificación y gestión territorial, en 

general, y específicamente en los correspondientes a la dimensión ambiental 

(POMCA, PORH, POMIUAC, PGAR).  

 

• Promover y acompañar técnicamente los acuerdos de ordenamiento territorial 

alrededor del agua en los territorios priorizados por el PND, y la estructuración 

de los Consejos Territoriales del Agua. 

 

Tema comunidades étnicas  

Comunidades Negras, Afrocolombianos, Raizales y Palenqueras 



   

 

   

 

En el marco de la primera transformación del Plan Nacional de Desarrollo 2022–

2026, “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, se han registrado avances 

significativos en la inclusión de las comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales 

y Palenqueras (NARP) dentro de la línea de Ordenamiento Territorial Alrededor del 

Agua y la Justicia Ambiental.  

La expedición del Decreto 1384 de 2023 impulsó la creación de instrumentos de 

gobierno propio en materia ambiental, fortaleciendo la participación de los consejos 

comunitarios en la toma de decisiones y en la planeación de estrategias de 

conservación, restauración y uso sostenible del territorio. En este sentido, respecto 

al trazador presupuestal NT4 134 se avanza en la visibilización y seguimiento de los 

recursos destinados a estas comunidades, lo que ha facilitado una mayor 

articulación entre las autoridades ambientales y los planes de etnodesarrollo, 

reconociendo la importancia de los territorios colectivos en la gestión integral del 

agua y la biodiversidad. 

En cuanto a los retos identificados a la fecha, se desatacan los siguientes:  

Garantizar la efectiva articulación entre las Corporaciones Autónomas Regionales 

(CAR) y las comunidades Negras, Afros Raizales y Palenqueras, superar las 

brechas técnicas y financieras que limitan la ejecución de los planes de manejo 

ambiental, y asegurar que los recursos del trazador NT4 134 se traduzcan en 

acciones concretas y sostenibles en los territorios. Además, se requiere avanzar en 

la construcción de capacidades locales que fortalezcan la gobernanza ambiental 

comunitaria y el seguimiento transparente de las inversiones.  

La materialización de estos compromisos implica un esfuerzo coordinado entre el 

Gobierno Nacional, las entidades territoriales y las comunidades, de modo que la 

justicia ambiental y el ordenamiento territorial alrededor del agua se conviertan en 

realidades palpables que transformen las condiciones de vida en los territorios, 

garanticen la preservación de los ecosistemas y promuevan el ejercicio pleno de los 

derechos colectivos de las comunidades NARP, en coherencia con los principios del 

Plan Nacional de Desarrollo y el Decreto 1384 de 2023.  

Compromisos Pueblos Indígenas 

Los compromisos de la agenda con los pueblos indígenas son derivados de la 

consulta previa del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026. 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, financiará la construcción de 

planes de ordenamiento ambiental de los resguardos indígenas de la Amazonía 

acorde a los sistemas de conocimiento indígena, potenciando el uso, manejo y 

aprovechamiento ambiental sostenible de los territorios indígenas amazónicos, 

producto de la priorización de acuerdos regionales para la gobernanza ambiental 

territorial en el marco de la Mesa Regional Amazónica (MRA). 

Se suscribió el convenio de asociación 1277 del 2024, para avanzar en los 

compromisos del Plan Nacional de Desarrollo, el cual reúne tres acuerdos con el 



   

 

   

 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, los productos del convenio fueron 

aprobados por las dependencias de MinAmbiente, en donde se elaboró y se radicó 

ante el Fondo para la Vida y la Biodiversidad el proyecto macro que reúne los 

acuerdos del PND IT4-219, IT4-220, e IT2-204. 

De otra parte, con el Consejo Nacional de Territorios Indígenas (CNTI) se avanzó 

en compromisos para actualizar y expedir los lineamientos y la metodología para la 

emisión de los certificados de la Función Ecológica de la Propiedad (FEP) en 

territorios indígenas, con base en los sistemas de conocimiento y el derecho propio 

de los pueblos indígenas. Así como en el diseño conjunto la ruta de articulación 

entre el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las autoridades 

ambientales indígenas, de conformidad con el Decreto 1275 de 2024, en el marco 

del procedimiento para la emisión de los certificados de la FEP en territorios 

indígenas. 

Por otra parte, se observa el siguiente reto: En la Mesa Permanente de Concertación 

(MPC) se acordó la ruta y lineamientos para la implementación del Decreto 1275 de 

2024, “Por el cual se establecen las normas requeridas para el funcionamiento de 

los territorios indígenas en materia ambiental y el desarrollo de las competencias 

ambientales de las autoridades indígenas y su coordinación efectiva con las demás 

autoridades y/o entidades".  El reto consiste en la implementación de la ruta en los 

territorios y su articulación con las corporaciones autónomas regionales 

Ordenamiento Marino Costero 

La Dirección de Asuntos Marino Costeros y Recursos Acuáticos del Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible, lidera un ejercicio interinstitucional de 

Planificación Espacial Marina (PEM) desde junio de 2024, este proceso tiene por 

objeto avanzar hacia el reconocimiento de las zonas marinas del país, a través de 

la planificación, su conocimiento y uso sostenible, de manera que se mantenga la 

oferta de servicios ecosistémicos para el desarrollo de las diferentes actividades 

humanas. 

En el marco de la “Política Nacional Ambiental para el Desarrollo Sostenible de los 

Espacios Oceánicos y las Zonas Costeras e Insulares de Colombia -PNAOCI” se 

avanza en procesos de ordenación marino costera en el ámbito de las unidades 

ambientales costeras bajo el enfoque del manejo integrado de zonas costeras -

MIZC,  orientado hacia la armonización con el enfoque de Planificación Espacial 

Marina que permita fortalecer la gestión de los espacios oceánicos, articulando 

procesos adelantados por otras entidades como el INVEMAR, MINAMBIENTE, 

DIMAR, CCO, AUNAP, PNNC, ANLA y DNP, entre otras. 

El contexto general de los instrumentos de política asociados a las zonas marinas y 

costeras (PNAOCI, PNOEC, Conpes 3990 de 2020), se destaca la importancia del 

CONPES 3990, “Colombia Potencia Bioceánica Sostenible 2030”, el cual establece 

acciones para que Colombia se reconozca como potencia bioceánica y la 

importancia de la ordenación de los espacios marinos y se avanza  con la 

reglamentación del ordenamiento ambiental marino costero, por lo anterior, se 



   

 

   

 

definieron  9 unidades costeras ambientales continentales y una insular para un total 

de 10 UAC, de las cuales a la fecha solo se tiene adoptada la UAC de Bahía Málaga, 

en este sentido, se requiere fortalecer los procesos de ordenamiento marino costero 

existente para el manejo integrado de zonas costera -MIZC, conforme a la PNAOCI. 

Por otra parte, se identifican entre los retos y necesidades para fortalecer los 

procesos de planificación con enfoque PEM, se requiere complementar los marcos 

metodológicos, abordar la planificación en el ámbito oceánico, actualizar el marco 

normativo y fortalecer la integración de los diferentes actores; entre los retos se 

mencionan la generación y el acceso de la información. 

Producto del ejercicio interinstitucional se definió un piloto para la PEM, se avanza 

en el análisis e integración de información relevante para la planificación, la 

generación de acuerdos y la identificación de actores. Adicionalmente, entre los 

retos se encuentra la adopción de POMIUAC para todas las UAC, estos requieren 

la articulación de las autoridades ambientales y los actores sociales e 

institucionales. 

 

 

 

3.4. Parques Nacionales Naturales de Colombia 
 

• Catalizadores del PND priorizados: El agua, la biodiversidad y las personas, en 

centro del ordenamiento territorial. / Capacidades de los gobiernos locales y las 

comunidades para la toma de decisiones de ordenamiento y planificación territorial. 

Consolidación del Catastro Multipropósito y tránsito hacia el Sistema de 

Administración del Territorio (SAT). / Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) 

reforma Agraria, reconocimiento del Campesinado como sujeto político de derechos 

y especial protección constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero. 

Justicia ambiental y justicia inclusiva. 

 

• Avances, logros y retos 

Justicia ambiental y justicia inclusiva 

• Derechos de la naturaleza: Se encuentra en elaboración el libro “Áreas protegidas, 

territorios, guardaparques y defensores del ambiente, ciudades y asentamientos 

humanos dinamizadores de reconciliación entre humanos y entre humanos y la 

naturaleza para un mundo en paz”. Esta publicación recopila las memorias del 

evento realizado en la COP16 y recoge aprendizajes y recomendaciones en tres 

ejes principales: 

Avances y desafíos normativos y jurisprudenciales relacionados con la 

identificación, prueba, sanción, medidas de reparación y garantías de no repetición 



   

 

   

 

frente a daños e impactos psicosociales (individuales y colectivos), ambientales y 

territoriales ocasionados por los conflictos armados, así como la inclusión de la paz 

con la naturaleza en el derecho. 

 

Avances, desafíos y propuestas para la inclusión de la paz con la naturaleza y la 

reparación a las víctimas (territorios, guardaparques, defensores del ambiente) en 

políticas públicas, con participación de entidades estatales, sectores productivos, 

sociedad civil, comunidades étnicas, autoridades ambientales y academia, en el 

marco de las Metas Kunming-Montreal. 

 

Aportes de la investigación transdisciplinaria para la gestión sostenible de ciudades 

y asentamientos humanos, resaltando su contribución al logro de un mundo en paz 

con la naturaleza y entre humanos. 

 

El libro contará con un capítulo adicional de investigadores internacionales 

vinculados a experiencias de ordenamiento y gestión ambiental urbana en India, 

Indonesia, Perú, Argentina y México. Su lanzamiento está previsto para el 10 de 

diciembre, Día Internacional de los Derechos Humanos. 

Conservación y restauración: Actualmente se adelantan procesos de restauración, 

recuperación, rehabilitación y sistemas sostenibles de conservación en: 

7.550 hectáreas de 17 áreas protegidas del Sistema de Parques Nacionales. 

233,76 hectáreas en procesos de restauración de mantenimiento en 13 áreas 

protegidas. 

Establecimiento en campo de 114.318 plántulas, distribuidas en 20 áreas 

protegidas. 

Agua, biodiversidad y las personas en el centro del ordenamiento territorial 

Parques Nacionales Naturales de Colombia ha orientado su gestión, desde 

su misionalidad, hacia la conservación y protección del agua, la biodiversidad 

y las personas, con el fin de asegurar la resiliencia climática, la preservación 

de los ecosistemas y el bienestar humano. Este trabajo se articula con el 

ejercicio de Ordenamiento del Territorio Alrededor del Agua (OTAA) y el 

Marco Global de Biodiversidad Kunming-Montreal (MGB). 

Es importante resaltar que, de las 395 cuencas hidrográficas del país sujetas 

a implementación de POMCAS, 165 se traslapan con áreas protegidas (AP), 

es decir, un poco más del 40%. 

Las áreas protegidas contribuyen de manera significativa al bienestar 

humano, el desarrollo territorial y la adaptación al cambio climático, dado 

que: 

 

a. Constituyen uno de los principales soportes del desarrollo urbano, al 

proveer recursos hídricos y energéticos al sistema de ciudades (unimodales, 



   

 

   

 

ejes regionales y aglomeraciones urbanas). 

b. Garantizan agua potable de forma directa al 31% de la población 

colombiana y de manera indirecta al 50% de la población. 

c. Suministran agua a los 12 grandes distritos de riego en Córdoba, Bolívar, 

Magdalena, Norte de Santander, Tolima y Putumayo. 

d. Generan información clave para el monitoreo de riesgos por amenazas 

hidrometeorológicas, geológicas y de cambio climático, en coordinación con 

el Servicio Geológico Colombiano y el IDEAM. 

e. Contribuyen a la generación de energía hidroeléctrica, al proveer agua a 

centrales como Urra, Alto y Bajo Anchicayá, San Francisco Ínsula y La 

Esmeralda. 

Retos identificados 

La coordinación interinstitucional resulta fundamental, especialmente en esta etapa 

de cierre del Plan de Desarrollo. Existen buenas iniciativas y diferentes instancias 

de trabajo, pero es clave retomar el rol del DNP como Secretaría Técnica de la COT, 

ya que actualmente enfrentamos compromisos derivados de los CONPES 3990, 

4007, 4050, 4091 y 3958, los cuales no dialogan entre sí, a pesar de que en todos 

participan las mismas instituciones. 

Hoy nos encontramos con agendas desbordadas, equipos reducidos y recursos 

limitados. Algunas instituciones han creado múltiples grupos de trabajo que generan 

iniciativas, en ocasiones desconociendo procesos o instancias ya existentes. A ello 

se suman los compromisos derivados de cerca de 22 sentencias de altas cortes, y 

la expedición de nuevas propuestas de reglamentación que muchas veces 

conocemos solo en su fase final, lo que obliga a atenderlas de manera apresurada 

dentro de los plazos estipulados en los portales oficiales. En este contexto, el papel 

del CEI-COT es estratégico y fundamental para dar coherencia y articulación a los 

esfuerzos. 

Por otro lado, el financiamiento destinado al ordenamiento territorial es mínimo, y 

los equipos responsables son reducidos, en algunos casos conformados 

principalmente por contratistas. Esta situación genera retrocesos, ya que la rotación 

de personal obliga a retomar procesos y reconstruir capacidades de manera 

reiterada. 

3.5. Corantioquia 
 

• Catalizadores del PND priorizados. El agua, la biodiversidad y las personas, en 

centro del ordenamiento territorial. Capacidades de los gobiernos locales y las 

comunidades para la toma de decisiones de ordenamiento y planificación territorial. 

Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) reforma Agraria, reconocimiento del 

Campesinado como sujeto político de derechos y especial protección constitucional, 

c) ordenamiento Marino – Costero. 

 

• Avances, logros y retos: 



   

 

   

 

El agua la biodiversidad y las personas en el centro del ordenamiento territorial 

Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas (POMCA) Meta: 

formulación/ajuste de 1 POMCA en 2025. Estado: se iniciaron los procesos 

precontractuales para dar inicio a la formulación, con una duración 

proyectada de 22 meses. 

Planes de Ordenamiento del Recurso Hídrico (PORH) Meta: formulación de 

3 PORH (uno por vigencia). 2025: se adelanta la etapa precontractual 

(planeación y estudios previos).Se proyecta la formulación simultánea de los 

tres planes mediante un único proceso contractual. 

Planes de Manejo Ambiental de Acuíferos (PMAA). Avance: consolidado el 

estudio previo para la actualización del PMAA del Bajo Cauca. Culminado el 

proceso de consulta previa del PMAA de Cartama. 

Acción prioritaria: delimitación de la ronda hídrica de la quebrada Santo 

Domingo (Barbosa), en cumplimiento de sentencia judicial. Contrato suscrito: 

090-CNT2412-205 con CIS (dic. 2024), plazo de 5 meses. Estado: acta de 

inicio firmada el 20 de diciembre de 2024. Se aplican criterios técnicos de la 

Resolución 0957 de 2018. 

Capacidades de los gobiernos locales y comunidades para la toma de decisiones 

Planificación y Ordenamiento Ambiental. Asesorados 43 municipios en la 

inclusión del componente ambiental en sus instrumentos de planificación 

territorial. Avance del 86,3% frente a la meta del cuatrienio, consolidando un 

ordenamiento territorial con enfoque ecosistémico. 

Gestión Ambiental del Riesgo. Aplicación de la metodología EDANA-C en 

tres municipios afectados por incendios forestales: Ciudad Bolívar, Carolina 

del Príncipe y Bello. 

Realizadas 54 visitas técnicas a puntos críticos en 27 municipios para 

evaluación de amenazas. 

Participación en Puestos de Mando Unificado en Montebello y Venecia por 

avenidas torrenciales. 

Ejecución de una acción de mitigación de inundaciones en la quebrada San 

José (Yarumal). 

Implementados 3 Sistemas de Alerta Temprana (SAT) en Briceño, Ebéjico e 

Ituango. 

Gestión del Recurso Hídrico 

Identificados 962 PUEAA aprobados, de los cuales 887 han tenido 

seguimiento técnico y jurídico. 



   

 

   

 

Avances en reglamentación de quebradas: 

Las Juntas (Titiribí). 

La Clara (Amagá y Angelópolis). 

En revisión: La García, La Presidenta y La Aguacatala (Área 

Metropolitana). 

Participación y Gobernanza Ambiental 

Fortalecido el modelo GOTA, con participación de 4.349 actores, incluyendo 

comunidades étnicas, mujeres, jóvenes y organizaciones sociales. 

Participación destacada de: 2.195 mujeres. 225 afrodescendientes. 168 indígenas 

Se realizaron encuentros con 8 oficinas territoriales, sector académico, ONG, 

comunidades y representantes políticos. 

 

Comunidades étnicas  

Se fortalecieron las capacidades de consejos comunitarios afrocolombianos y 

comunidades indígenas en materia de gestión ambiental, autonomía y gobierno 

propio. Acciones de acompañamiento técnico en resguardos: Bernardino Panchí, La 

Mirla, Marcelino Tascón, Karmata Rúa, Brojolá, El Pando, Omagá, Korodó Ite y San 

Antonio 2. 

 

Acciones en consejos comunitarios: Sopetrán, ASOCONE, El Caney, Afroyakaar, 

Villa Grande.Priorización de acciones para el cumplimiento del capítulo étnico del 

PGAR 2020-2031 y las metas del PA 2024-2027, relacionadas con el fortalecimiento 

de capacidades durante la vigencia 2025. 

 

Adicionalmente, se avanzó en la preconsulta para la formulación del PMAA de 

Cartama con el resguardo indígena Marcelino Tascón. Se desarrolló la reunión del 

Esquema de Coordinación Indígena. 

 

 

3.6. Unidad de Planificación Rural Agropecuaria – UPRA. 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
 

• Catalizadores del PND priorizados. El agua, la biodiversidad y las personas, en 

centro del ordenamiento territorial. Capacidades de los gobiernos locales y las 

comunidades para la toma de decisiones de ordenamiento y planificación territorial 

Tenencia en las zonas rural, urbana y suburbana formalizada, adjudicada y 

regularizada. Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) reforma Agraria, 

reconocimiento del Campesinado como sujeto político de derechos y especial 

protección constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero. 

 

• Avances y logros 

 



   

 

   

 

Catalizador 2. El agua, la biodiversidad y las personas, en centro del ordenamiento 

territorial Reglamentación e implementación de los determinantes para la protección 

del suelo rural como garantía del derecho a la alimentación  

 

El Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural (SNRADR), plantea 8 

subsistemas, de los cuales el Subsistema 3 se refiere al “Ordenamiento territorial y 

solución de conflictos socioambientales para la reforma agraria”.  Este subsistema 

es fundamental, en la medida que, es a través del ordenamiento territorial que se 

establece la ocupación del territorio y se definen los usos del suelo; en este orden 

de ideas, el avance más significativo de este subsistema, es la identificación de los 

suelos que se deben proteger, preservar y mantener en el tiempo para la actividad 

agropecuaria relacionada con la producción de alimentos, incluidos los de mayor 

aptitud y los de predominancia de la economía campesina, familiar y comunitaria, 

entre otros.   

 

Lo anterior, a partir del del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, modificado por el 

artículo 32 de la Ley 2294 del 2023, “Determinantes de Ordenamiento Territorial y 

su Orden de Prevalencia”, artículo que crea la determinante de Nivel 2. Áreas de 

especial interés para proteger el derecho humano a la alimentación, de las cuales 

hacen parte la Áreas de Protección para la Producción de Alimentos- APPA. Esta 

nueva determinante es un avance significativo en el ordenamiento territorial en 

donde el suelo rural agropecuario cobra un papel fundamental.    

 

De esta forma, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural junto con el apoyo 

técnico de la UPRA, ha definido la metodología y ha iniciado la identificación en 

varias regiones priorizadas del país, con el fin de realizar la protección de los suelos 

para la producción de alimentos. Las áreas declaradas se constituyen en 

determinante y norma de superior jerarquía, definen y fijan los términos y 

condiciones de las posibles acciones en el territorio, por lo tanto, son de obligatorio 

cumplimiento.      

 

A través de las áreas de protección para la producción de alimentos – APPA, se 

permite el cumplimiento de los objetivos y principios generales del ordenamiento 

territorial, en lógica de hacer cumplir la función social de la propiedad, de lograr el 

cumplimiento del principio de prevalencia del interés general sobre el particular y de 

atender la función pública del urbanismo que propende por el mejoramiento de la 

calidad de vida de los habitantes y por la distribución equitativa de las oportunidades 

y beneficios del desarrollo, en aras de lograr el interés común, en atención y armonía 

con la función social de la propiedad y con la búsqueda del desarrollo sostenible del 

territorio.    

 

Es importante resaltar que el proceso de identificación de APPA, se realiza a partir 

de un proceso de participación, en donde se realizan actividades de coordinación 

con los entes territoriales, socialización con la comunidad y difusión de los avances 

y conceptos de esta determinante de Ordenamiento Territorial.  

APPA la Guajira:  



   

 

   

 

Mediante resolución 000230 del 21 de julio de 2023 se realizó la identificación de la 

ZPPA en 9 municipios de la región Sur del departamento de la Guajira y mediante 

Resolución 000161 del 20 de junio de 2024, se realizó la declaratoria de la APPA en 

8 municipios de los 9 inicialmente planteados, que hacen parte del núcleo de reforma 

agraria de la zona 4. Declaratoria que está acompañado de un documento técnico 

de soporte en donde se realiza la caracterización, se plantea la zonificación, 

parámetros y lineamientos de uso, orientaciones técnicas, y por último la cartografía 

del territorio declarado. El 01 de septiembre de 2025 se publicó la resolución 000289, 

mediante la cual se modifica la resolución 000161 del 20 de junio de 2024 por 

actualización de la cartografía oficial de límites municipales por el IGAC y del origen 

nacional de coordenadas. 

Retos identificados 

La resistencia de algunos actores locales y gremiales, así como la desinformación 

en redes sociales, han generado tensiones que han requerido un mayor esfuerzo de 

diálogo social.   

Se han presentado obstáculos técnicos, como la necesidad de ajustar insumos por 

decisiones judiciales que afectan los POT (caso Tenjo).  

Largo trámite en tiempo para la concertación para la Frontera Agrícola habilitada 

para APPA, para lo cual se definió que esta se realice de forma previa al inicio a las 

acciones de identificación de ZPPA y APPA.   

Garantizar que las declaratorias no se limiten a actos formales, sino que se 

conviertan en instrumentos de gestión efectivos, respaldados por la comunidad, en 

articulación interinstitucional y con soporte social que aseguren la seguridad 

alimentaria y la sostenibilidad del territorio.  

Continuar avanzando efectivamente en la identificación de APPA en los territorios 

priorizados. 

3.7. Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio 
 

• Catalizadores del PND priorizados: El agua, la biodiversidad y las personas, en 

centro del ordenamiento territorial. Coordinación de los instrumentos de planificación 

de los territorios vitales. Capacidades de los gobiernos locales y las comunidades 

para la toma de decisiones de ordenamiento y planificación territorial. Consolidación 

del Catastro Multipropósito y tránsito hacia el Sistema de Administración del 

Territorio (SAT). Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) reforma Agraria, 

reconocimiento del Campesinado como sujeto político de derechos y especial 

protección constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero. 

 

• Avances, logros y retos 



   

 

   

 

Asistencia técnica en Planes de Ordenamiento Territorial (POT, PBOT y EOT) y POD  

Avances en el cumplimiento de metas en AT OT 2022-2026: 

El PND establece una meta de asistencia de 200 entidades territoriales 

apoyadas técnicamente en sus procesos de formulación, revisión e 

implementación de sus instrumentos de ordenamiento territorial. 

Avances y logros en la asistencia técnica en Planes de Ordenamiento Territorial 

(POT, PBOT y EOT) y POD: 

El ordenamiento territorial alrededor del agua ha sido el hilo conductor de la 

estructuración e implementación de la estrategia de asistencia técnica en OT 

para municipios y departamentos, por cuanto ha consolidado un trabajo de 

apoyo orientado desde el MVCT y que incluye bajo el Programa de 

Fortalecimiento de capacidades en OT, muchas entidades estatales que 

tienen competencias en OT. La estrategia y el programa benefician las 

entidades territoriales a partir del cual se enfatiza la importancia de enfocarse 

en la planificación regional, mediante la cual se sobrepasa el ordenamiento 

municipalista; pues los asuntos asociados a las determinantes ambientales, 

el ciclo del agua y la articulación de decisiones de ordenamiento en relación 

con el conjunto de todas las determinantes, depende de lógicas que nunca 

se pueden abordar y resolver únicamente desde el ámbito municipal, toda 

vez que requieren esfuerzos administrativos, técnicos, financieros, políticos 

y acuerdos entre entidades territoriales y bajo una lógica multiescalar. 

En la práctica, este desafío se ha enfrentado a partir de 2 elementos nuevos 

de la estrategia de asistencia técnica: 

La producción y entrega de insumos de ordenamiento territorial; a partir de 

los cuales el MVCT ha producido herramientas que generan una 

caracterización territorial en OT a partir de fuentes oficiales, insumos para 

estructurar modelos de ordenamiento territorial que generan información 

geográfica y estadística fundamental para avanzar en los procesos de 

planeación, implementación del OT y desarrollo territorial; y finalmente la 

generación y entrega de insumos para incorporar el enfoque población en 

los instrumentos de OT. Este último parte de la posibilidad de orientar las 

entidades territoriales en la definición de necesidades de suelo para enfrentar 

los retos de déficit de vivienda y servicios sociales, conforme a la 

composición de la población según lo estimado por las proyecciones del 

DANE. Adicionalmente, el enfoque plantea una postura según la cual el 

parque existente de vivienda según cada caso. 

 

 

 



   

 

   

 

Retos identificados 

Asistencia técnica en planes de ordenamiento territorial 

 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en coordinación con otras entidades 

del orden nacional y territorial, ha venido fortaleciendo la estrategia de asistencia 

técnica en ordenamiento territorial. A través del programa de fortalecimiento de 

capacidades en OT, se busca cumplir las metas propuestas en el Plan de Acción 

institucional, logrando una mayor articulación interinstitucional que redunde en la 

actualización y mejoramiento de los planes de ordenamiento territorial (POT, PBOT, 

EOT y POD). Este esfuerzo tiene como propósito último contribuir a la consolidación 

de territorios más sostenibles y resilientes, mejorando la calidad de vida de los 

colombianos. 

Mejoramiento Integral de Barrios – MIB 

 

En relación con la estrategia de Mejoramiento Integral de Barrios, se identifican dos 

retos principales para la vigencia: 

Financiación de proyectos: gestionar recursos para la ejecución de alrededor 

de 15 iniciativas, cuyas fichas de perfiles básicos sean inscritas en el Banco 

de Iniciativas del área. 

 

Planes de gestión de hábitat: ampliar la capacidad de los municipios para 

estructurar planes de gestión de hábitat con acciones de corto plazo que se 

traduzcan en mejoras tangibles de las condiciones urbanas y habitacionales 

de las comunidades. 

Implementación del programa Macroproyectos de Interés Social Nacional (MISN) 

 

 La consolidación de los Macroproyectos de Interés Social Nacional como 

instrumento de ordenamiento y gestión urbana enfrenta retos significativos, entre los 

que se destacan: 

Determinantes ambientales y de riesgo: incorporar de manera más 

robusta las consideraciones ambientales y de gestión del riesgo, en 

cumplimiento de la Ley 388 de 1997 y el Decreto 1077 de 2015, mediante 

estudios especializados en riesgo climático, hidrología urbana y restauración 

ecosistémica. 

Planeación multiescalar: garantizar la alineación entre los MISN y los 

diferentes instrumentos de planeación (POT, EOT, POMCA, PMAA y planes 

sectoriales), superando asincronías normativas y diferencias de escala. 

Gestión del suelo: fortalecer la capacidad de los municipios para aplicar 

instrumentos como participación en plusvalía, reparto equitativo de cargas y 

beneficios, y transferencias de derechos de construcción. 



   

 

   

 

Participación incidente: avanzar hacia mecanismos de concertación 

ciudadana que no sean únicamente consultivos, sino que influyan en la 

definición de fases, cronogramas y prioridades de ejecución. 

Información predial y cartográfica: completar la cobertura y actualización 

de la información catastral en las áreas de influencia de los MISN, 

garantizando interoperabilidad entre catastro y registro, conforme al 

CONPES 3958 de 2019 y la Ley 1955 de 2019. 

Superar estos desafíos permitirá que los MISN se afiancen como un instrumento 

técnico de alcance nacional, con capacidad para integrar determinantes 

ambientales, gestión del suelo, planeación multiescalar y participación ciudadana 

incidente. De esta manera, se fortalecerá su papel como referente de política pública 

para garantizar un hábitat integral, equitativo y sostenible. 

3.8. Instituto Colombiano de Antropología e Historia ICANH 
 

• Catalizadores del PND priorizados Justicia ambiental y justicia inclusiva. El agua, 

la biodiversidad y las personas, en centro del ordenamiento territorial. 

Capacidades de los gobiernos locales y las comunidades para la toma de decisiones 

de ordenamiento y planificación territorial. Consolidación del Catastro Multipropósito 

y tránsito hacia el Sistema de Administración del Territorio (SAT). Otros temas como: 

a) comunidades étnicas, b) reforma Agraria, reconocimiento del Campesinado como 

sujeto político de derechos y especial protección constitucional, c) ordenamiento 

Marino – Costero. 

 

• Avances y logros.  

 

Justicia ambiental y justicia inclusiva 

 

Se participó en la revisión y comentarios del documento: Ordenamiento territorial 

alrededor del agua y la justicia ambiental Propuesta de política pública para el largo 

plazo. El agua, la biodiversidad y las personas, en centro del ordenamiento 

territorial: Participación permanente en la Mesa de Ordenamiento Territorial 

Alrededor del Agua La Mojana liderada por FA, aquí se definió una agenda conjunta 

para el OTAA la Mojana. Desde el ICANH se hará la socialización de la zonificación 

de potencial para el Área Arqueológica Protegida Sistema Hidráulico Prehispánico 

del Bajo Río San Jorge y La Mojana, así como el desarrollo de un taller para la 

formulación de la matriz programática con las instituciones participantes en la mesa, 

para ser incluida en el Plan de Manejo Arqueológico de la AAP 

.  

Capacidades de los gobiernos locales y las comunidades para la toma de decisiones 

de ordenamiento y planificación territorial: Desde el ICANH se ha participado en 8 

mesas técnicas de fortalecimiento de capacidades en OT (POD Nariño (1), Guajira 

(3) y Putumayo (4); se ha remitido Solicitud de inclusión de patrimonio arqueológico 

en POD a 18 departamentos, se ha implementado un Ciclo capacitaciones a entes 

territoriales con respecto al ordenamiento y el patrimonio arqueológico en 2024 y 

2025. un Ciclo de capacitaciones para autoridades étnicas y entes territoriales 2025, 



   

 

   

 

inclusión de 2 indicadores en catálogo de productos DNP (Relacionados con la 

formulación e implementación de los planes de manejo en escala municipal y de 

sitio). Articulación con UPME: talleres Mocoa (Putumayo, Cauca y Huila) y Sincelejo 

(Sucre, Cesar y Córdoba). Articulación con PNNC: Armonización y diplomado OT 

enfoque diferencial Guajira. Articulación con Min Ambiente: mesas y documentación 

Política patrimonio espeleológico. Finalmente, desde el ICANH se promovió la 

inclusión de patrimonio arqueológico en 83 IOT, así como la inclusión de indicadores 

sobre patrimonio arqueológico en 46 planes de desarrollo municipales. A partir de 

esto se consolidó una metodología para el desarrollo de los talleres, así como para 

la inclusión del componente arqueológico como determinante del ordenamiento. 

Finalmente, como parte del trabajo articulado con las instituciones se logra una 

acción conjunta en territorio, especialmente con PNN. 

 

Consolidación del Catastro Multipropósito y tránsito hacia el Sistema de 

Administración del Territorio (SAT):  

 

Desde el Instituto se ha participado en los 4 talleres realizados y se entregó 

información institucional de datos abiertos 2025.  

 

Reforma Agraria 

 

Se ha participado en reuniones y mesas tánicas para tratar el abordaje de las APPA 

con relación al ordenamiento territorial alrededor del patrimonio arqueológico. La 

idea era armonizar las figuras de protección entre las determinantes 2 y 3 del 

ordenamiento territorial, igualmente entendiendo que las APPA se proyectan para 

ser ubicadas dentro de la frontera agrícola nacional en su formulación. Estos 

espacios se aprovecharon por parte del ICANH para comprender mejor las 

condiciones normativas actuales del sector agropecuario, en proyección de actuales 

y futuras regulaciones sobre el patrimonio arqueológico, tales como los niveles de 

intervención para las AAP, esto a largo plazo evitará que haya conflicto entre las 

determinantes. 

 

Ordenamiento Marino – Costero  

 

Se participó en el curso Online Ordenamiento marino costero, además se propuso 

la Inclusión del patrimonio arqueológico, a partir de los lineamientos y normativa de 

patrimonio sumergido. 

 

Retos identificados 

De manera general un reto que se evidencia desde el ICANH es que la inclusión del 

componente patrimonial en general y arqueológico en particular, en el ordenamiento 

territorial, parece algo que no tiene una incidencia real en el ordenamiento, sino más 

es como un anexo con información sobre Patrimonio. Esto supone un gran reto para 

el Instituto. Para cambiar esta perspectiva se ha priorizado la participación 

institucional en cada una de las mesas de trabajo, así como tener un acercamiento 

mediante oficios y asistencia técnica para cada ente territorial que lo solicite. En este 



   

 

   

 

sentido, ha sido clave la articulación con todas entidades parte de las mesas de 

trabajo aquí mencionadas. 

Con respecto a retos puntuales y siguiendo la numeración anterior, se plantea lo 

siguiente:  

Si bien las mesas interinstitucionales han sido importantes para conocer el 

trabajo de todas las instituciones en la Mojana, se requiere una 

sincronización de agendas que permita el cumplimiento de los diferentes 

objetivos, pero actuando en bloque. 

Desde el ICANH planteamos como reto llegar a que, en el mediano plazo, 

cerca de 100 IOT hayan vinculado el patrimonio arqueológico y en el largo 

plazo esta cifra debería ser el total de las entidades territoriales del país.  

Actualización de la información cartográfica del ICANH, si bien se hizo 

entrega de una información de base, se han identificado la necesidad de 

actualizar, así mismo se espera que desde el IGAC se defina un modelo de 

datos.  

Actualización de información cartográfica en el ICANH, así como definición 

de las áreas puntuales para ubicación de las APPA y armonización de 

determinantes.  

Se proyecta a largo plazo definir una metodología para la inclusión del 

componente arqueológico en Planes de Vida y en general con un enfoque 

diferencial cuando en los distintos instrumentos cuando dé a lugar. 

3.9. Ministerio de Minas y Energía 
 

• Catalizadores priorizados. El agua, la biodiversidad y las personas, en centro del 

ordenamiento territorial. Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) reforma 

Agraria, reconocimiento del Campesinado como sujeto político de derechos y 

especial protección constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero. 

 

• Avances, logros y retos 

 

Se ha avanzado en una propuesta de lineamientos de inclusión de actividades y 

variables del sector minero energético en el ordenamiento territorial, se han 

realizado 8 espacios de fortalecimiento de capacidades en ordenamiento territorial 

y sector minero energético. 

 

En el mediano plazo se requiere que los territorios incluyan en sus instrumentos de 

ordenamiento territorial las variables relacionadas con el sector minero energético 

(hidrocarburos, minería, energía), con el fin de evitar que las actividades del sector 

sean restringidas mediante instrumentos de ordenamiento territorial, además se 

requiere continuar consolidando el trabajo y actividades interinstitucionales en lo 

relacionado con el ordenamiento territorial y el sector minero energético. 

 



   

 

   

 

3.10. Dirección general marítima DIMAR 
 

• Catalizadores del PND priorizados Otros temas como: a) comunidades étnicas, b) 

reforma Agraria, reconocimiento del Campesinado como sujeto político de derechos 

y especial protección constitucional, c) ordenamiento Marino – Costero. 

 

• Avances y logros. Ordenamiento Marino Costero, con Visión de Autoridad 

Marítima. Actualmente la Dirección General Marítima (DIMAR), como Autoridad 

Marítima Nacional responsable de la ejecución de la política del Estado colombiano 

en materia marítima, a través de la regulación y coordinación de las actividades 

marítimas (Decreto Ley N° 2324,1984), ha abordado desde 2018 la Planificación 

Espacial Marina, definiéndola como “Ordenamiento Marino Costero: Visión de 

Autoridad Marítima (OMC:VAM)”, que busca “analizar y asignar distribuciones 

temporales y espaciales de actividades humanas en aguas jurisdiccionales y zonas 

costeras colombianas, con el fin de lograr la consolidación del país como una 

potencia bioceánica bajo un enfoque holístico y de Seguridad Integral Marítima, 

Fluvial y Portuaria; así como también, de una estrategia y estructura marítima 

nacionales, garantizando los principios ecológicos, económicos y sociales”. A la 

Fecha se han sometido antes el Sis_conpes 5 documentos. 

 

• Retos identificados Seguir trabajando en las mesas interinstitucionales. 

Participación local, divulgación. 

 

 
  



   

 

   

 

Bibliografía 
Acosta, A. (2011). Extractivismo y neoextractivismo: dos caras de la misma maldición. 

Más allá del desarrollo. Fundación Rosa, 83-118. 

Alfonso, O. (2017). Regiones metropolitanas de Colombia: la gravitación y la 

desarticulación como rasgos dominantes de la organización territorial en curso. 

São Paulo: Cadernos Metrópole. 

Bateman Penagos y otros, A. A. (2018). Lineamientos conceptuales y metodológicos para 

la definición de una subregionalización funcional en Colombia. Bogotá D.C.: 

Departamento Nacional de Planeación. 

Berdegué y otros, J. A. (2015). Cities, Territories, and Inclusive Growth: Unraveling 

Urban–Rural Linkages in Chile, Colombia, and Mexico. World Development, vol. 

73. 

Boisier, S. (2003). Desarrollo (local): ¿de qué estamos hablando? El desarrollo en su 

lugar: el territorio en la sociedad de la información. Santiago de Chile: Instituto de 

Geografía, Pontificia Universidad Católica de Chile. 

Buarque, S. (1999). Metodología de planejamento do desenvolvimento local e municipal 

sustentable. Recife, Brasil: Instituto Interamericano de Cooperación para la 

Agricultura (IICA). 

Burns, A., Rajabifard, A., & Shojaei, D. (2023). Undertaking land administration reform: Is 

there a better way? Land Use Policy, 1-14. 

Christiaensen y Todo, L. Y. (2013). Poverty Reduction during the Rural-Urban 

Transformation: The Role of the Missing Middle. The World Bank. 

DNP. (2014 a). Misión para la transformación del campo: Marco conceptual de la misión 

para la transformación del Campo. Bogotá: Departamento Nacional de Planeación. 

DNP. (2014). MISIÓN SISTEMA DE CIUDADES Una política nacional para el sistema de 

ciudades colombiano con visión a largo plazo. Bogotá D.C.: Departamento 

Nacional de Planeación. 

DNP. (2023). Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026: Colombia, potencia mundial de la 

vida. Bogotá: Imprenta Nacional de Colombia. 

Echeverri Dirven y otros, R. M. (2011). “Reflexiones sobre lo rural: economía rural, 

economía de territorios”, Hacia una nueva definición de “rural” con fines 

estadísticos en América Latina, Documentos de Proyectos. CEPAL. 

Echeverri, R. y. (2009). El enfoque territorial define el desarrollo rural. Bogota. 

Eloseguiy Herrera-Gomezz & Colina, P. M. (2021). Inter-provincial trade in Argentina: 

financial flows and centralism. Buenos Aires, Argentina: Working Papers, N 94. 

Enemark, S. (2022). Land Governance: A key means of supporting the Global Sustainable 

Development. GeoConnexion, 24-25. 



   

 

   

 

ESAP y DNP. (2011). Planeación para el desarrollo integral en las entidades territoriales. 

Bogotá D.C.: Departamento Nacional de Planeación DNP. 

Fabel, B. (2014). Trade Integration, Market Size, and Industrialization: Evidence from 

China’s National Trunk Highway System. Berkeley (California): Department of 

Economics, University of California Berkeley. 

Farello, J. L. (2011). Redes de cooperación como alternativa hacia una nueva 

regionalización, propuesta para discusión, caso costa caribe colombiana 

continental. Bogotá D.C.: Pontificia Universidad Javeriana. 

Fernández Fernández y Soloaga, J. L. (2019). “Enfoque territorial y análisis dinámico de la 

ruralidad: alcances y límites para el diseño de políticas de desarrollo rural 

innovadoras en América Latina y el Caribe”, Documentos de Proyectos. Ciudad de 

México: Ciudad de México, Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

(CEPAL). 

Fornaguera & Guhl, M. y. (1969). COLOMBIA Ordenación del territorio en base del 

epicentrismo regional. Bogotá: Centro de Investigaciones para el Desarrollo. 

Goergescu-Roegen, N. (1971). The Entropy Law and the Economic Process. Cambridge: 

Harvard University Press. 

González, H. (2015). Ordenamiento Territorial para el Desarrollo, documentos de trabajo. 

Bogotá, Colombia: Unidad de Planificación Rural Agropecuaria UPRA. 

González, N. (S.R.). Epicentrismo regional: propuestas para la Geografía 1 y la reforma 

agraria en Colombia, 1937-2000. Lisboa (Portugal). 

Gouëset, V. (1998). BOGOTÁ: NACIMIENTO DE UNA METROPOLÍ La originalidad del 

proceso de concentración urbana en Colombia en el siglo XX. Santafé de Bogotá: 

Observatorio de cultura urbana. CENAC. IFEA. FEDEVIVIENDA. 

Guhl, E. (1982). El papel de la geografía en la ciencias humanas. Revista Colombiana de 

Sociología, 2(2), 81-128. 

Ha-Joon, C. (2013). Patada a la escalera: La verdadera, historia del libre comercio. 

Estudios de Eonomía No. 42, 27-57. 

Herrera-Catalán Chascoz & Torero, P. C. (2020). Transport Costs and Spatial Spillovers in 

the Agricultural Sector: Evidence from Peru. Madrid, España: Universidad de 

Madrid. 

Humboldt. (2023). Reporte Bio. Obtenido de http://reporte.humboldt.org.co/biodiversidad/ 

Humboldt, A. V. (1845). Cosmos. Ensayo de una descripción física del mundo. Madrid, 

España: Imprenta Gaspar y Reig. 

Isard, W. (1954). Location Theory and International and Interregional Trade. Quarterly 

Journal of Economic, Vol. 68. 



   

 

   

 

Kabigi, B., De Vries, W. T., & Kelvin, H. (2021). A neo-institutional analysis of alternative 

land registration systems in Tanzania: The cases of Babati and Iringa districts. 

Land Use Policy, Volumen 105. 

Kant, I. (1756). Geografía física.  

Keynes, M. (1936). Teoría general del empleo, el interés y el dinero. Distrito Federal, 

México.: Fondo de Cultura Económica. 

Krugman, P. (1991). Increasing returns and economic geography. Journal of Political 

Economy 99, 483-499. 

Martínez Fernández & Cantavella, I. J. (2003). Estimación y aplicaciones de una ecuación 

de gravedad para el comercio atlántico de la Unión Europea. Localización: 

Información Comercial Española, ICE: Revista de economía. 

Max-Neef, M. (1986). Desarrollo a escala humana. Santiago de Chile. 

Molina & Moreno, H. y. (2001). Aportes para una nueva regionalización del territorio 

colombiano. En O. A. Alfonso, CIUDAD Y REGIÓN EN COLOMBIA, Nueve 

ensayos de análisis socioeconómico espacial (págs. 579-689). Bogotá D.C.: 

Universidad Externado de Colombia. 

Monnet, J. (2013). El territorio reticular. Manizales, Colombia: Doctorado de estudios 

territoriales de la Universidad de Caldas. 

Naciones Unidas. (1987). Informe de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo. Naciones Unidas. 

ONU HABITAT. (2019). Vinculos Urbano Rurales: Principios Rectores. Marco de Acción 

para Promover el Desarrollo Territorial Integrado . Nairobi: Programa de las 

Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos. 

Ostrom, E. (1990). Governing the Commons: The Evolution of Institutions for Collective 

Action. New York: Cambridge University Press. 

Perroux, F. (1950). Economic space: theory and applications. Cambridge, Massachusetts: 

The Quarterly Journal of Economics, vol. 64. The MIT Press. 

Política económica, organización social y desarrollo regional (quinta edición). (1991). 

Santiago de Chile: Insituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación 

Económica y Social. 

Raffestin, C. (1986). Ecogénese territoriale et territorialité. Espaces, jeux et enjeux; Fayard 

Editions, Paris., 173 – 183. 

Ratzel, F. (1914). Geografia dell’Uomo (Antropogeografia). Torino, Italia.: Fratelli Bocca 

Editori. 

Ricardo, D. (1817). Principios de economía política y tributación. Distrito Federal, Méxcio.: 

Fondo de Cultura Económica. 

Romero, J. (2012). Lo rural y la ruralidad en América Latina: categorías conceptuales en 

debate. Psicoperspectivas. Individuo y Sociedad, Vol. 11, No. 1, 8-31. 



   

 

   

 

Rostow, W. (1961). Las etapas del crecimiento económico: un manifiesto no comunista. 

Distrito Federal, México.: Fondo de Cultura Económica. 

Ruíz, A. (2013). Eco-socialismo: discurso crítico de la Revolución. Revelión, 1-7. 

Saquet, M. A. (2015). Por una geografía de las territorialidades y las temporalidades : Una 

concepción multidimensional orientada a la cooperación y el desarrollo territorial. 

La Plata, Argentina: Universidad Nacional de La Plata. Facultad de Humanidades y 

Ciencias de la Educación. 

Schneider, S. (2006). TERRITORIO Y ENFOQUE TERRITORIAL: de las referencias 

cognitivas a los aportes aplicados al análisis de los procesos rurales. Buenos 

Aires: Ed. Ciccus, 2006, v. , p. 71-102. 

Smith, A. (1776). Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones. 

Distrito Federal, México.: Fondo de Cultura Económica. 

Sunkel, O. (1980). “El desarrollo de la teoría del desarrollo”. Revista Cultura Hispana. 

Tinbergen, J. (1962). Shaping the World Economy. New York: Twentieth Century Fund. 

Zhou, L., De Vries, W., Panman, A., Gao, F., & Fang, C. (2023). Evaluating Collective 

Action for Effective Land Policy Reform in Developing Country Contexts: The 

Construction and Validation of Dimensions and Indicators. Land, 1401. 

 
 
 


